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1.
Comunicación:



Comunicación del diputado señor Hales, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 3 días, a contar del 2 de julio próximo pasado. 


2.
Oficios:


-
Oficio del Departamento de  Evaluación de la Ley  de la Cámara de Diputados, por el cual remite Informe Ejecutivo de la Evaluación de la Ley N° 20.348 “que resguarda el derecho a la igualdad de remuneraciones”. (G) 78) 


Oficio de la Comisión Investigadora sobre el Plan Frontera Norte, por el cual solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar en 30 días el mandato para cumplir la realización de su cometido, contados desde el 26 del presente. En Tabla.



Respuestas a oficios. 



Contraloría General de la República:

-
Diputado Robles, Solicita informe sobre el estado de tramitación y resultado del requerimiento presentado por don Reinaldo del Pino Arellano, singularizado en la intervención adjunta. (11432 al 11432).


-
Diputado Castro, Remita copia del informe final, concerniente a las irregularidades que se habrían cometido en la construcción del nuevo hospital regional de Rancagua. (38599 al 10718).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita tenga a bien disponer una fiscalización y remitir copia de sus resultados, sobre las materias que se precisan en la solicitud adjunta, en relación con las partidas contratadas en la licitación del Ministerio de Obras Públicas para las obras de conservación rutinaria de la red vial básica, camino Santa Bárbara-Chana, Provincia de Palena. (39258 al 9580).


-
Diputado Cornejo, Reitera oficio N° 9274 del pasado 27 de noviembre de 2012, para que informe sobre la fiscalización de los contratos de concesión para la prestación de servicios de transporte público remunerado de Valparaíso, en las vías de la conurbación del gran Valparaíso. (39733 al 11089).


-
Diputado Sandoval, Emita un pronunciamiento respecto de la situación que afecta a profesores que jubilaron el año 2012, cuya nómina se detalla en la intervención adjunta, y no han recibido sus remuneraciones de enero y febrero pasado, teniendo presente que el año escolar de aquéllos concluye en febrero de 2013, como asimismo se sirva dar pronta respuesta a una consulta sobre esta materia realizada a esa entidad por los referidos profesorese, e  informe de sus resultados a esta Corporación. (39738 al 11170).



Ministerio de Interior:


-
Diputado Accorsi, Solicita instruir a los intendentes y secretarios regionales ministeriales de salud, fiscalizar, conjuntamente con los cuerpos de bomberos del país, el cumplimiento de las medidas de emergencia en los pubs y discotecas. (13647 al 4617).


-
Diputado Chahín, Estado de avance de la resolución de pago de la pensión de exonerado político otorgada al señor Bernardino Lloncón López, precisando la fecha en se efectuará. (15538 al 11737).


-
Diputado Harboe, Solicita tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes para permitir la adquisición de un vehículo municipal para el traslado de pacientes discapacitados de la comuna de Mulchén al Hospital de Los Ángeles, Región del Biobío. (3797 al 5077).


-
Diputado Carmona, Mecanismos que se desarrollarán para proveer los recursos que requieren los programas municipales de Copiapó y los plazos definidos para que se efectúen las rendiciones pendientes de los dineros entregados por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional a dicho municipio. (3802 al 11732).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Medidas adoptadas ante los perniciosos efectos de la operación denominada “El Alivio Hipotecario”, impulsada en 2009 por el Banco Santander, quien ofrecía la reducción del pago de dividendos por un tiempo, al cabo del cual se han visto afectadas más de 300 personas. (10207 al 10591).



Ministerio de Educación:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informe y remita antecedentes sobre la investigación de las contrataciones profesionales efectuadas en diversos municipios de la Región de Los Lagos, con indicación de las comunas a fiscalizar y las razones consideradas en cada caso. (145 al 10536).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informe y remita los antecedentes señalados en la solicitud adjunta, referidos a la revocación de la entrega de la subvención escolar preferencial a 32 establecimientos educacionales de la Región de Los Lagos. (179 al 10532).


-
Diputado Carmona, Situación que afecta a directivos y profesores de colegios y liceos municipales de Copiapó, los que han sufrido despidos irregulares; disminución de horas pedagógicas; y, aportes previsionales impagos; disponiendo una fiscalización exhaustiva ante la gravedad de los hechos señalados. (180 al 10364).


-
Diputado Accorsi, Informe sobre el número de funcionarios que se desempeñan en la cartera a su cargo, con indicación de las cifras correspondientes a cada una de las regiones del país, desglosadas según sea la calidad en que se ejerce el cargo. (181 al 11074).


-
Diputado Silber, Solicita que informe sobre cada una de las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con los convenios de seguridad social entre nuestro país y España. (707 al 10970).



Ministerio de Justicia:


-
Diputada Vidal doña Ximena, Divisiones y reestructuraciones institucionales que se están realizando en el Servicio Nacional de Menores; acerca de los despidos efectuados a propósito de estas modificaciones; los plazos involucrados en la nueva estructura propuesta; y, las medidas que se adoptarán para evitar perjuicios a los funcionarios actuales. (4429 al 11325).


-
Diputado Accorsi, Informe sobre el número de funcionarios que se desempeñan en la cartera a su cargo, con indicación de las cifras correspondientes a cada una de las regiones del país, desglosadas según sea la calidad en que se ejerce el cargo. (4462 al 11073).


-
Diputado Carmona, Pone en su conocimiento los planteamientos de los familiares de los 235 internos de la cárcel de Copiapó, quienes iniciaron una huelga de hambre el pasado 1° de abril. (4467 al 4768).


-
Diputado Sandoval, Informe sobre los avances del proyecto de construcción del nuevo Complejo Penitenciario de la ciudad de Coyhaique, Región de Aysén. (4537 al 11641).



Ministerio de Obras Públicas:


-
Proyecto de Acuerdo 711, “Solicitar al señor Ministro de Obras Públicas, previo estudio de prefactibilidad, propenda a la construcción de nuevos embalses.” (1491).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado Sandoval, Solicita tenga a bien disponer un análisis de las normas que regulan a las entidades que otorgan créditos a los adultos mayores pensionados. (14524 al 5045).



Ministerio de Minería:


-
Diputado Accorsi, Tenga a bien remitir antecedentes estadísticos sobre las cifras correspondientes a las personas con discapacidad que se desempeñan en su cartera; desglosadas por región y clasificadas por género y calidad en que se ejerce el cargo. (368 al 11142).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Medidas que se adoptarán para evitar la congestión de vehículos que afectará al sector de Jardines Valle del Sol, de la comuna de La Serena, por la construcción de un nuevo conjunto habitacional sin considerar la construcción de vías de salida y entrada alternativas. (3920 al 10598).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Reposición del semáforo ubicado, en posición sur a norte, en la calle Los Lúcumos del sector de Jardines Valle del Sol, de la comuna de La Serena ; y, acerca de la forma en que se enfrentará el problema de locomoción colectiva que afecta a sus pobladores. (3920 al 10600).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe sobre el estado de tramitación de la denuncia presentada ante el servicio a su cargo por doña Doralisa Romero Urra, individualizada en la solicitud adjunta. (4276 al 11040).



Empresas del Estado:


-
Diputado Harboe, Solicita tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes para implementar un baño en el servicio de ferrocarriles entre las comunas de Concepción, San Rosendo y Laja. (1 al 5078).



Intendencias:


-
Diputado Rojas, Informe respecto de las medidas y acciones que se pretenden adoptar en materia de seguridad, con ocasión del traslado que se realizará de 900 toneladas de explosivos (TNT) por la carretera que atraviesa  las localidades de Baquedano y Sierra Gorda  con destino a la empresa nacional de explosivos ubicada en la comuna de Calama, Región de Antofagasta. (1185 al 11166).


-
Diputado Sandoval, Remitir un informe detallado de todos los gastos en que se hubiere incurrido  con motivo del financiamiento de  viajes al extranjero de consejeros regionales de esa Región Metropolitana de Santiago, en los últimos cuatro años, señalando los objetivos de tales viajes y los beneficios obtenidos por las respectivas comisiones integradas. (1488 al 9108).



Servicios:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Modificaciones realizadas a los contratos de seguros colectivos de incendio y sismo asociados a los créditos hipotecarios del Banco Santander, sin consentimiento ni notificación a los deudores, en forma previa a su entrada en vigencia y disponga una investigación acerca de su procedencia. (10208 al 11363).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informe sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con las denuncias y fiscalizaciones efectuadas por el servicio a su cargo, a las empresas de buses que operan a nivel nacional, particularmente, en la Región de Los Lagos, desde el año 2012 a la fecha. (10404 al 10991).


-
Diputado Squella, Informar sobre la situación descrita en la solicitud adjunta y que afecta a don Pedro Cancino Espinoza, en relación con el cumplimiento de lo resuelto en el acta de inspección N°000393/06.02.2013. (1124 al 11712).


-
Diputada Molina doña Andrea, Remitir un listado con los deudores del pago de contribuciones durante los últimos tres años en las Provincias de Quillota y Petorca. (119 al 11766).


-
Diputado Araya, Informe sobre la posibilidad de realizar un nuevo cálculo de pensión de vejez solicitada a la AFP Provida por doña Noemí Vojiachij Tirado, domiciliada en la comuna de Taltal, Región de Antofagasta. (14345 al 11206).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informar sobre situación en que se encuentran las cotizaciones previsionales de don Luis Jara Guzmán; particularmente, si éstas han sido objeto de traspaso a la AFP Provida, para el pago de la pensión de viudez de su cónyuge sobreviviente y, en caso de ser negativa la respuesta, se indique los trámites para el retiro de los referidos fondos. (15426 al 10803).


-
Diputado Chahín, Solicitud de pensión presentada por el señor Jaime Javier Medina Carrasco, de la comuna de Curacautín, en virtud de un convenio internacional vigente con la República de Argentina. (15472 al 11276).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Razones que han impedido efectuar el pago de la pensión solidaria concedida por resolución de concesión exenta SPS 
N° 67, de 3 de octubre de 2012, al señor Héctor Aguilera Urrutia; y la Administradora de Fondos de Pensiones responsable. (15534 al 10881).


-
Diputado Cerda, Tenga a bien analizar la situación que afecta a la calidad del agua en la zona urbana de la comuna de Cabildo, específicamente, al servicio otorgado por la Empresa Esval e informe los resultados del muestro entregado a los fiscalizadores de la Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Provincia de Petorca. (2136 al 11026).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Futura licitación, a privados, de la Isla Gaviota, que integra la Reserva Nacional Pingüino de Humboldt, ubicada en la comuna de La Higuera, Región de Coquimbo. (294 al 11207).


-
Diputado Carmona, Número de licencias médicas presentadas y no acogidas, con más de dos meses de tramitación, en la Región de Atacama; y, especialmente, sobre la situación que afecta a la señora Leontina Mercado Oliva y a los señores Fernando Dorador, Jaime, Omar Guerra Jeldes, Pablo Rojos Herreros, Exequiel Pereira Rodríguez, Jaime Campillay Luna y Erwin Vega Fritis, cuyos antecedentes se acompañan (38513 al 11107).



Varios:


-
Diputado Sandoval, Solicita informe sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, referidas en general, a la existencia de instructivos para funcionarios de la instituto de previsión social, en orden a la entrega de información previsional a los cotizantes; y en particular, a la situación que afecta a don Guillermo Campos Campos, en relación con la tramitación de su pensión de vejez. (12914 al 10498).


-
Diputada Isasi doña Marta, Se instruya una investigación en el Instituto de Previsión Social, con el objeto de determinar  el derecho que asistiría a don Julio Romero González, de recibir una jubilación por haberse desempeñado  como estribador en las pasadas empresas “Ultrapor”  e “ITI”, que habrían efectuado las respectivas cotizaciones, situación que contrasta con la de la ex  Caja de Compensación de la Marina Mercante Nacional, sección Triomar, a la cual estaría afiliado el señor Romero. (13974 al 4233).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Situación de un menor accidentado en los juegos instalados por el municipio en la playa de Punta de Choros, las medidas de seguridad adoptadas para impedir la reiteración de este hecho en sitios de esparcimiento al aire libre y se sirva poner los antecedentes a disposición de la autoridad que corresponda. (477 al 11635).


-
Diputado Robles, Razones que han impedido la construcción de un nuevo cuartel de Carabineros en la comuna de Huasco, que permita el aumento de su dotación. (479 al 11606).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Frecuentes cortes de luz domiciliaria que afecta al sector alto de la ciudad de Coquimbo. (5491 al 10411).



Presidente de la Empresa de Ferrocarriles del Estado:


-
Diputada Zalaquett doña Mónica, Informe sobre la entidad responsable del mantenimiento y aseo de las vías férreas de los terrenos ubicados en el sector de avenida Salvador Allende de la población Los Presidentes de Chile de la comuna de Cerrillos, Región Metropolitana.  (34 al 11450).



Municipalidades:


-
Diputado Rincón, Solicita tenga a bien informar sobre el monto de los recursos asignados al municipio por concepto de subvención escolar preferencial para el año 2012, con indicación de la cifras correspondientes al gasto efectuado con cargo a dichos recursos y al saldo, si lo hubiere. (392 al 11377).

XI.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputado Silber, Instruir un sumario administrativo al señor Director del Servicio de la Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana, en relación con las obras de construcción de los proyectos habitacionales para las familias del campamento “Las Lomas de Lo Barnechea” e informe sobre sus resultados. (11915 de 28/06/2013). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Silber, Instruir un sumario administrativo al señor Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, en relación con la entrega de antecedentes referentes a presuntas irregularidades administrativas realizadas por la empresa manipuladora de alimentos Hendaya, informando sobre sus resultados. (11916 de 28/06/2013). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Silber, Informe sobre las presuntas irregularidades administrativas efectuadas por la empresa manipuladora de alimentos Hendaya. (11917 de 28/06/2013). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Silber, Informe sobre las obras de construcción de los proyectos habitacionales para las familias del campamento “Las Lomas de Lo Barnechea”. (11918 de 28/06/2013). A servicios.


-
Diputado Araya, Instruir un sumario interno en el Hospital Regional de Antofagasta, con el fin de esclarecer la existencia de una posible negligencia médica en la atención prestada a don Juan Muñoz Castro, informando sobre sus resultados. (11919 de 28/06/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la situación que afecta a doña María Antonieta Gómez Navarro, en relación con su postulación al bono por hijo nacido vivo. (11920 de 01/07/2013). A Servicios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la posibilidad de incorporar en el Programa de Obesidad Mórbida a doña María Cecilia Pavés Bastías, con el fin de poder someterse a una operación de bypass gástrico. (11921 de 01/07/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los beneficios a los que puede acceder doña Angélica Garrido Zamora por pertenecer al Programa Chile Solidario, indicando los trámites que debe realizar para recibirlos. (11922 de 01/07/2013). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los motivos considerados para descontar de la pensión de vejez de don Jóse Bravo Bravo los montos correspondientes al bono de invierno y $50.000 por poseer una parcela a su nombre. (11923 de 01/07/2013). A servicios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los trámites que debe realizar don Aliro Ilabaca Yañez, con el fin de rebajar los intereses del crédito solicitado a la Caja de Compensación Gabriela Mistral. (11924 de 01/07/2013). A Servicios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre el estado de tramitación en que se encuentra la apelación presentada por doña Gladys Figueroa Hernández, en relación con el rechazo de sus licencias médicas. (11925 de 01/07/2013). A varios.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre el estado de tramitación en que se encuentra la apelación presentada por doña Lorena Pino Orellana, en relación con el rechazo de sus licencias médicas. (11927 de 01/07/2013). A servicios.


-
Diputado Hales, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con las personas favorecidas con el subsidio de reconstrucción para las viviendas dañadas por el terremoto o maremoto del año 2010. (11928 de 01/07/2013). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Hales, Remita antecedentes sobre las cifras correspondientes a los sueldos y remuneraciones de los gerentes, presidentes de directorio y directores de empresas del Estado; como asimismo de los directores representantes en que éste tenga participación minoritaria. (11929 de 01/07/2013). A Ministerio de Economía, fomento y Turismo.


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con posibles irregularidades en el funcionamiento del denominado Consultorio Maruri. (11930 de 01/07/2013). A intendencias.


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con posibles irregularidades en el funcionamiento del denominado Consultorio Maruri. (11931 de 01/07/2013). A servicios.


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con posibles irregularidades en el funcionamiento del denominado Consultorio Maruri. (11932 de 01/07/2013). A servicios.


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con posibles irregularidades en el funcionamiento del denominado Consultorio Maruri. (11933 de 01/07/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con posibles irregularidades en el funcionamiento del denominado Consultorio Maruri. (11934 de 01/07/2013). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Molina doña Andrea, Tenga a bien instruir una fiscalización, en relación con las denuncias efectuadas por el acopio de carbón en la zona de la caleta de Ventanas y playas aledañas, informando sobre sus resultados. (11935 de 01/07/2013). A seremi del Medio Ambiente de la Región de Valparaíso.
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-Concurrieron, además, el ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y el 
ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 37ª se declara aprobada. 

El acta de la sesión 38ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

INFORME EJECUTIVO DE LA EVALUACIÓN DE LA LEY N° 20.348, QUE
RESGUARDA EL DERECHO A LA IGUALDAD EN LAS REMUNERACIONES

El señor ELUCHANS (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, quiero resaltar lo que su señoría señaló a través del Secretario en relación con el nuevo informe emitido por el Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados.

La evaluación, solicitada por las diputadas Alejandra Sepúlveda, Marta Isasi y el diputado Araya, se vincula con la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones. Después de cuatro años de trabajo finalizó dicho cometido, el que por primera vez se llevó a cabo en varios lugares de Chile. Estuvimos, por ejemplo, en Antofagasta y en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins para recoger la realidad laboral expuesta por las mujeres del mundo rural y de la minería, contrastándola con el resto del país.

Pido a los señores parlamentarios leer las conclusiones y recomendaciones que figuran en el informe. Este es un trabajo que se lleva a cabo gracias al apoyo del actual Presidente de la Corporación, señor Eluchans, relacionado con la evaluación ex post de temas que en la práctica no están funcionando después de la publicación de la ley.

Es un informe muy completo, con participación ciudadana, del cual con seguridad surgirá un replanteo de la ley vigente. Esa era la idea al crear este Departamento de Evaluación de la Ley.

Aprovecho de expresar que ya estamos trabajando en el quinto informe, solicitado por las diputadas Girardi, Sabat, Sepúlveda y los diputados Marinovic, Meza, Vargas, Aguiló, Rincón, Espinoza, Schilling, Lorenzini y Teillier, bajo la supervisión del colega Accorsi.

En las próximas semanas, comenzaremos a evaluar la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

Esperamos el aporte de los señores parlamentarios sobre este trabajo, que no solo es reconocido a nivel nacional. Recientemente, la OCDE manifestó su reconocimiento ante todos los países en relación con esta novedosa actividad que está realizando la Cámara de Diputados de Chile.

Por eso, agradecemos el respaldo de su señoría y de la Mesa, conformada por los diputados Delmastro y Godoy.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Diputado Lorenzini, aprovecho de señalar que coincido plenamente con usted. Creo que el Departamento de Evaluación de la Ley está haciendo un muy buen trabajo.

-o-

El señor ELUCHANS (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión Investigadora sobre el Plan Frontera Norte, en orden a prorrogar en 30 días, a contar del 26 del presente mes, el plazo concedido para cumplir su cometido.

Hago presente a la sala que esta prórroga requiere de la unanimidad de los diputados presentes.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE HOSPITALES CLÍNICOS EN COMUNAS DE
LA FLORIDA Y MAIPÚ (Segundo trámite constitucional)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea los hospitales clínicos que indica, en la Región Metropolitana de Santiago.

Diputados informantes de las Comisiones de Salud y de Hacienda son la señora Marisol Turres y el señor Ernesto Silva, respectivamente.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín N° 8618-11, sesión 117ª de la legislatura 360ª, en 20 de diciembre de 2012. Documentos de la Cuenta N° 8.

-Informe de la Comisión de Salud, sesión 30ª de la presente legislatura, en 22 de mayo de 2013. Documentos de la Cuenta N° 10.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 36ª de la presente legislatura, en 11 de junio de 2013. Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante de la Comisión de Salud.

La señora TURRES, doña Marisol (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Salud paso a informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana, originado mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión recibió la opinión de los siguientes representantes de Gobierno y de instituciones:

Del Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Luis Castillo Fuenzalida; del director del Hospital Padre Hurtado, señor Ernesto Behnke; del director del Hospital Luis Tisné, señor Julio Montt; de la directora del CRS Maipú, señora Beatriz Bueno; del presidente del Colegio Médico de Chile A.G., doctor Enrique Paris M; del presidente nacional de la Fenats Unitaria, señor Ricardo Ruiz Escalona; de la presidenta de la Fenats Progresista, señora Carmen Molina; del presidente de la Fenats Base del Centro de Referencia de Salud (CRS) de Maipú, señor Emilio Guzmán; de la presidenta de la Fenats La Florida, señora Berna Castro; del representante de la Multigremial del Hospital Regional de Rancagua, señor Jorge Faúndez, y del representante de la Federación Nacional de Asociaciones de Enfermeras y Enfermeros de Chile (Fenasenf), señor Mateo Galleguillos.

Resumen de los fundamentos del mensaje.

El mensaje que origina esta iniciativa fundamenta su propuesta legislativa en las siguientes consideraciones.

Señala que ante las demandas en materia de salud se ha impulsado la construcción de infraestructura hospitalaria por medio del sistema de concesiones. Dicho antecedente da cuenta de la importancia de este proyecto de ley, pues la discusión parlamentaria a que dé lugar, así como la ley que sea fruto de aquella, constituirá un precedente del máximo valor técnico, jurídico y político a la hora de diseñar e implementar los nuevos hospitales que el país requiere.

Agrega que esta iniciativa constituye un avance en la implementación y gestión de la infraestructura hospitalaria del país, por lo que se espera que sea el primero de otros proyectos de ley a debatir en el futuro, en la misma línea.

En efecto, ante el actual escenario y teniendo a la vista la experiencia de los establecimientos de autogestión en red y de los establecimientos de salud de carácter experimental, el Ejecutivo estima que resulta indispensable contar con un nuevo marco jurídico que permita implementar un sistema de gestión centrado en la satisfacción del usuario.

El mensaje destaca el establecimiento de las herramientas necesarias para potenciar en los hospitales clínicos un mejor uso de la infraestructura hospitalaria, dedicándose más horas a resolver los problemas de salud de una población que suma más de dos millones de personas.

Contenido del proyecto.

El proyecto de ley está constituido por diecinueve artículos permanentes.

Se crean dos establecimientos de salud: el “Hospital Clínico Metropolitano El Carmen Doctor Luis Valentín Ferrada”, y el “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”, y se les asigna el carácter de servicios públicos funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios, domiciliados en Santiago, formando parte de la red asistencial de servicios de la Salud Metropolitano Central y Sur Oriente, respectivamente.

Asimismo, se les asignan funciones y la normativa jurídica a la cual estarán afectos; se establecen los sistemas de gestión y resultados, y su metodología de fijación; se determinan las funciones del director ejecutivo, que es la máxima autoridad del centro de salud.

Finalmente, se regulan las facultades entregadas al Presidente de la República para dictar decretos con fuerza de ley para determinar plantas de personal; se norma el sistema de contratación y continuidad del personal que ahora labora en los centros asistenciales respectivos que se transforman en los hospitales que crea esta ley.

Votación general del proyecto.

La Comisión, que comparte lo objetivos y fundamentos del mensaje, luego de recibir las opiniones, explicaciones y observaciones de las personas e instituciones individualizadas precedentemente, que permitieron a sus miembros formarse una idea cabal de la iniciativa legal sometida a su conocimiento, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar, por mayoría absoluta de los diputados presentes: 7 votos a favor y 6 votos en contra. Votaron a favor los diputados José Antonio Kast, Cristián Letelier, Javier Macaya, Leopoldo Pérez, quien reemplazó al diputado Nicolás Monckeberg; las diputadas Karla Rubilar y Marisol Turres y el diputado Gastón von Mühlenbrock.

Votaron en contra los diputados Enrique Accorsi, Juan Luis Castro, Manuel Monsalve, Marco Antonio Núñez, Gabriel Silber y Víctor Torres.

Votaciones similares se produjeron durante la discusión en particular de la iniciativa.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para rendir el informe de la Comisión de Hacienda, tiene la palabra el diputado Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda paso a informar el proyecto de ley que crea dos establecimientos de salud en la Región Metropolitana denominados “Hospital Metropolitano El Carmen doctor Luis Valentín Ferrada” y “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida”, en las comunas de Maipú y La Florida, respectivamente. Estos hospitales estarán sujetos a un sistema de gestión por resultados.

Durante el estudio del proyecto expusieron ante la Comisión los señores Luis Castillo, subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud; Juan Cataldo, jefe de gabinete del ministro de Salud; Fernando Benavente, director del Servicio de Salud Central; Fernando Betanzo, director suplente del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente, y la señora Beatriz Bueno, directora del CRS de Maipú.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos señala que, en lo referente al traspaso de funcionarios de los servicios de origen a los nuevos hospitales clínicos, el proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal en materia de recursos humanos para 2013 de hasta 7.756 millones de pesos. A contar de 2014, en que los aludidos hospitales clínicos funcionarán en régimen, se estima un mayor gasto cercano al doble de la cifra mencionada.

Para determinar el mayor gasto correspondiente a 2013 se consideró una dotación de 1.284 funcionarios para el Hospital Clínico Metropolitano El Carmen, doctor Luis Valentín Ferrada, y de 1.245 funcionarios para el Hospital Clínico Metropolitano de La Florida. Ambos valores consideran el diferencial entre los sistemas de remuneraciones de las instituciones de origen y lo aplicable al establecimiento de salud experimental hospital Padre Alberto Hurtado, en el supuesto de que este último sea el sistema de remuneraciones por el cual se contratará al personal de los nuevos hospitales clínicos.

En lo que respecta a 2014, se valorizaron los incrementos de dotación necesarios para que funcionen en régimen los mencionados hospitales clínicos, conforme a las remuneraciones que se pagan en el hospital Padre Hurtado.

En cuanto al resto del gasto, principalmente en bienes y servicios de consumo, en 2013 no habrá un mayor gasto fiscal, ya que su financiamiento, respecto del hospital de Maipú, provendrá de los recursos que para estos efectos se contemplaron en los presupuestos del Servicio de Salud Metropolitano Central y del establecimiento de salud de carácter experimental que existe en esa comuna.

En el caso del hospital Clínico Metropolitano de La Florida, se traspasarán recursos del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente. Así, el mayor gasto que representará la aplicación de esta ley durante 2013 -poco más de 7.000 millones de pesos-, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud.

En el debate de la Comisión, el doctor Luis Castillo puntualizó que actualmente existe solo un hospital experimental, el Padre Hurtado, que es dirigido por el exsubsecretario de Salud doctor Ernesto Behnke, quien fue invitado a dar su opinión sobre el proyecto. Hay, además, dos centros de referencia de salud: el CRS de Peñalolén y el de Maipú, que realizan funciones de distinto tipo: el primero, en el ámbito de las urgencias y, el segundo, en el de los 
diagnósticos y la educación.

Se señaló también que los hospitales clínicos de la Florida y de Maipú están actualmente en construcción bajo la modalidad de concesión, a través del Ministerio de Obras Públicas, y debieran ser entregados al Ministerio de Salud en agosto o septiembre próximos, debido a que las obras han sufrido varios retrasos.

Con respecto a estudios sobre los hospitales experimentales, dijo conocer uno solo, que fue encargado por la Dirección de Presupuestos y llevado a cabo por la consultora Gerencia Salud, que se denomina “Evaluación Comprehensiva del Gasto en los Establecimientos Experimentales”.

El doctor Castillo hizo presente que el proyecto en análisis corrige todas aquellas situaciones en que se ha podido observar cierta desarticulación de los servicios de atención de salud. En respuesta a sendas intervenciones de los diputados señores Montes y Jaramillo, aclaró que los nuevos hospitales de que trata el proyecto funcionarán bajo un modelo de concesión de construcción, pero que su gestión clínica, la atención de enfermos, ambulatoria y hospitalizada, seguirá a cargo del Estado, con funcionarios estatales, reglamentaciones, programas y resultados sanitarios acordes a la normativa vigente.

Sobre su definición, indicó que lo que Santiago requiere son hospitales de atención de enfermedades cardiovasculares, cerebrales, abdominales, ortopédicas, etcétera, y la mayor parte de los grandes hospitales chilenos, incluidos los que ahora se crean, están concebidos como de alta complejidad.

Con respecto al decreto con fuerza de ley que regulará las plantas y el encasillamiento del personal, señaló que también se ha conversado con los gremios, de manera que haya claridad absoluta de que no se pretende menoscabar a nadie, sino poner pronta y adecuadamente en marcha los nuevos hospitales y que la satisfacción que el público manifiesta en relación con los CRS se mantenga e incluso mejore. Recordó que en Maipú no hay organización pública hospitalaria, pero ya hay más de 8 mil postulaciones en el Servicio de Salud Metropolitano Central para trabajar allí.

En relación con la discusión particular de la iniciativa, cabe precisar que la Comisión de Salud dispuso que la Comisión de Hacienda debiera conocer todo el articulado del proyecto.

Los diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic, Ortiz, Pérez, don Leopoldo; Recondo, Santana y Von Mühlenbrock formularon una indicación para reemplazar, en los artículos 1°, 8°, 13 y 15 del proyecto, el nombre “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida” por “Hospital Clínico Metropolitano de La Florida doctora Eloísa Díaz”.

Por otra parte, los diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Marinovic, Ortiz, Recondo y Von Mühlenbrock presentaron una indicación para reemplazar en el artículo segundo, inciso primero, la frase “en el artículo 16” por “en los artículos 16 y 21”.

Puesto en votación todo el articulado propuesto por la Comisión de Salud, con las indicaciones precedentes, con excepción del artículo 17, fue aprobado por 8 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones.

Los diputados señores Lorenzini y Jaramillo formularon una indicación para reemplazar, en el artículo 17, la palabra “año” por la expresión “período presupuestario”.

Puesto en votación el artículo 17, con la indicación, fue aprobado por 1O votos a favor y una abstención.

El proyecto fue tratado y acordado en las sesiones de fechas 22 de mayo y 4 y 5 de junio del presente año, con la asistencia de los diputados señores Marinovic, don Miodrag (Presidente); Auth, Jaramillo, Lorenzini, Macaya, Pérez, don Leopoldo; Martínez; Montes, Ortiz, Recondo, Robles, Santana, quien fue reemplazado por el diputado Verdugo; Von Mühlenbrock y quien les habla, según consta en las actas respectivas.

Es cuanto corresponde informar a esta Sala.

He dicho

El señor ELUCHANS (Presidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado Ignacio Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, el proyecto produce sana envidia. Y digo sana porque es bueno que se instalen hospitales nuevos, y envidia, porque se trata de hospitales que se crean en la Región Metropolitana. Para los que somos de regiones, sin duda, eso nos produce una cierta envidia. 

Me podrán decir: “Oiga, pero en Talca estamos construyendo un tremendo hospital, y usted es de la Séptima Región.”. Sí, claro, fantástico el hospital. Pero no soy de Talca. Mi distrito se encuentra a cien kilómetros de Talca. Es como si le dijeran a la gente de Valparaíso: “Mire, le estamos construyendo dos hospitales nuevos en Santiago. Vayan a atenderse allá.”. Se trata, más o menos, de la misma distancia.

Repito, me parece muy bien que se construyan dos hospitales nuevos en Maipú y La Florida, pero no puedo dejar pasar la oportunidad para señalar lo que ocurre en mi distrito, donde fuimos afectados por un terremoto y un maremoto gigantescos. Allá se instalaron rápidamente hospitales de campaña y luego hospitales modulares. Nos dijeron que esos hospitales serían transitorios, que no funcionarían durante más de tres o cuatro años, pues antes del término de este Gobierno se iban a construir hospitales nuevos en Cauquenes y Parral. Sin embargo, se producen las contradicciones. En Santiago se están construyendo dos hospitales maravillosos: en Maipú y La Florida. En Cauquenes, el hospital modular supuestamente funcionaría tres años, pero como quedó maravilloso funcionará diez años. Con un poco de suerte, en cuatro años más, se podría pensar en un hospital nuevo. 

El caso del hospital modular de Parral es aún más caótico. Supuestamente funcionaría tres años, pero ahora su vida útil se extendió a quince años. No sé en qué minuto cambió el criterio: tres años por quince años. Y no tenemos para cuándo tener un hospital nuevo. Miro al diputado Ceroni que está al frente. Él sabe perfectamente bien lo que digo. Se nos ha engañado. Mi propio Gobierno nos engañó, nos metió el dedo en la boca.

(Aplausos en las tribunas)

Por eso, estoy muy molesto; por eso tengo esta contradicción vital. Siento mucha felicidad por la gente de Maipú y de La Florida, porque van a tener hospitales nuevos, pero siento una molestia gigantesca por la gente de Parral y de Cauquenes, porque les metieron el dedo en la boca. ¿Cuántos años más van a pasar para que les construyan hospitales nuevos, como prometieron hacerlo antes del término de este Gobierno?

El hospital de Parral todavía está en diseño. Respecto del de Cauquenes, creó que se terminó el diseño, pero no tiene para cuando iniciarse su construcción, porque todavía faltan los estudios de factibilidad. 

Uso esta tribuna para señalar que encuentro fantástico y maravilloso que se construyan hospitales en la Región Metropolitana, donde vive más gente que en mi distrito, pero no por eso tienen que mirarnos en menos. Lo que se hace es mirar en menos a la gente de las comunas rurales en relación con la gente de la capital.

Voy a votar a favor la idea de legislar, porque me parece indispensable que, si se van a construir dos hospitales, tengan personal. No tiene sentido construir dos hospitales fantásticos y maravillosos para que queden cerrados. Obligatoriamente tienen que contar con personal. Sin embargo, voy a estudiar muy bien cada artículo del proyecto, porque sé perfectamente que los trabajadores se van a ver perjudicados por algunos de ellos. Y no estoy disponible para perjudicarlos, como ha ocurrido con la gente de mi zona.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ruego a las personas que se encuentran en las tribunas que guarden silencio.

Tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar la franqueza con que el diputado Urrutia plantea la indolencia e irresponsabilidad del Gobierno respecto de la salud de la gente de regiones. 

La situación en Curicó es peor. Después del terremoto, el ministro Mañalich visitó la ciudad y dijo: “Antes del término del Gobierno del Presidente Piñera va a estar construido el nuevo Hospital de Curicó.”. Y resulta que han pasado cuatro años y todavía no pasa nada. Ello aumenta más el sufrimiento de la gente. Pero lo más claro -lo digo en cada tribuna y en cada ocasión en que tengo la posibilidad de referirme al tema- es destacar el sacrificio heroico de los trabajadores de la salud. Quien conoce los hospitales modulares se puede dar cuenta de que la situación de los trabajadores de la salud es prácticamente indignante. 

Voy a aprovechar esta ocasión para referirme a otros temas que guardan relación con el proyecto de ley. 

En Curicó se gastaron 4 mil millones de pesos en comprar un terreno para construir un nuevo hospital. Todavía no se sabe si van a expropiar terrenos. ¡Pero, qué sorpresa! Nunca se informó que un empresario curicano -lo ratificó públicamente- estaba dispuesto a donar un terreno. ¡Y se prefirió gastar 4 mil millones de pesos y no analizar la eventual donación! 

Al comienzo de este Gobierno, y a raíz del terremoto que afectó a las regiones, supimos que se sostuvo una reunión con quienes dirigen lo que se denomina “la industria de las clínicas”. Ellos le pidieron al Gobierno un espacio para crecer en regiones. ¿Y qué significa eso? Privatizar la salud; no construir hospitales públicos; construir clínicas privadas. 

(Aplausos en las tribunas)

No sé si es simple coincidencia o casualidad, pero mientras la salud pública está por el suelo en Curicó, Consalud construye una clínica, que obviamente ya está colapsada. Ese local atiende emergencias.

Señor Presidente, esta Cámara de Diputados debe dar una señal de respaldo a la salud pública.

(Aplausos en las tribunas)

En nuestro país conviven la salud pública y la privada, pero no podemos aceptar -al menos yo no lo voy a aceptar- es que se termine con la salud pública para proteger el negocio de los privados.

(Aplausos en las tribunas)

Si ustedes miran el mensaje que ingresó al Senado, da la sensación de que están hablando de dos hospitales, pero en el fundamento se dice que esto constituirá un precedente para la manera de operar los nuevos hospitales. 

Entonces, uno se pregunta cómo podemos acreditar que se está preparando la privatización de los hospitales. Lo he visto en forma muy clara. Resulta que los trabajadores de la Salud, en luchas gremiales de muchos años, han conseguido que quienes trabajan en los hospitales y sus cargas familiares tengan atención gratuita; esto es, que sean calificados dentro de la letra B de Fonasa. Sin embargo, he recibido denuncias concretas, y no me cabe duda de que debe pasar en todo el país, acerca de que en el hospital de Curicó ya les están cobrando, porque cambiaron a los trabajadores de la Salud al tramo D. ¿Qué está significando eso? Es muy simple: que se está preparando la privatización, porque obviamente a los concesionarios no les van a entregar la carga que significa atender en forma gratuita a los trabajadores de la Salud. 

A eso nos tenemos que oponer, más aun cuando este Gobierno está finalizando su mandato.

(Aplausos) 

No podemos aprobar el proyecto de ley, porque este Gobierno, que está de salida, pretende privatizar la salud. 

Por eso, voy a votar en contra la idea de legislar. 

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Reitero a los invitados presentes en las tribunas que guarden silencio para el buen desarrollo de la sesión. 

Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas. 

El señor VARGAS.- Señor Presidente, quisiera comenzar señalando que cada vez que discutimos una ley en este Parlamento debemos hacerlo conscientes y considerando que somos representantes y que debemos legislar por y con nuestra ciudadanía, por lo que debemos escuchar y aprender de aquellos que conocen de los temas tratados mejor que nosotros, de aquellos que viven lo que nosotros vamos creando en esta Cámara. 

¿Por qué señalo esto? Porque hoy mi decisión sobre el presente proyecto va inspirada en lo manifestado por aquellos actores principales en esta materia, de los cuales se desprende que este es un proyecto que en absoluto considera una carrera funcionaria, fomenta una tremenda brecha salarial en cuanto a las especialidades y entre aquellos que se encuentran contratados y aquellos a honorarios. 

Este proyecto fortalece la privatización y no el rol protagónico del Estado, lo cual deriva en procesos más costosos y menos eficientes. El Estado se debe hacer cargo por sí mismo de la salud de los chilenos y chilenas. Basta de privatizaciones. 

En otros países, especialmente los Países Bajos, los escandinavos, tienen salud gratuita y de alta calidad. Esos sistemas de salud son estatales. Entonces, ¿por qué no miramos lo bueno del desarrollo sanitario de esos países? 

Lo que tenemos que hacer es no seguir privatizando y dando más poder a los empresarios. Basta de eso.

La presidenta de la Fenats de La Florida, señora Berna Castro, manifestó en la respectiva Comisión que -cito textual- “el Estado deja de reconocer a la Salud como un bien social y un derecho constitucional inalienable de las personas, descansando en un tipo de gestión ligado a resultados financieros y metas de productividad de prestaciones, asignando facultades arbitrarias a establecimientos con sobredemanda de prestaciones médicas. Estos hospitales clínicos no son solidarios con las necesidades del resto de la Red Pública ni con las necesidades de la población”. 

Asimismo, la Federación Nacional de Asociaciones de Enfermeras y Enfermeros de Chile ha manifestado su preocupación por privatizar la salud pública en Chile. 

Existe un claro privilegio del lucro por sobre el objetivo principal de otorgar salud a la población. Se terminarían derivando los recursos principalmente al área privada, impidiendo la renovación e inversión en el sector público, lo que lo haría desaparecer totalmente, algo que ya está sucediendo con las compras obligadas de servicios a privados y que esta ley promueve. 

También me han manifestado el temor por la vulnerabilidad en que este proyecto sitúa a los trabajadores, ya que permite al director ejecutivo crear un nuevo régimen laboral que no podrá ser fiscalizado por la Contraloría ni por los tribunales laborales, porque será privado. 

Señor Presidente, son numerosos los mails y llamados de los actores principales de la salud que hemos recibido para lograr que todo esto no suceda. Entre ellos cabe nombrar a modo ejemplar los siguientes: Asociación de Enfermeros Hospital Dipreca; Asociación de Enfermeros Hospital Las Higueras; Asociación de Enfermeros Hospital Barros Luco; Asociación de Enfermeros de Rancagua; Asociación de Enfermeras y Enfermeros del Hospital Guillermo Grant Benavente de Concepción; Fenats Metropolitana; Asociación de Enfermeras del Hospital Juan Noé de Arica, quienes se han reunido conmigo.

¡Basta! Ya no queremos más lucro en nuestro país. Queremos una salud pública y digna, un sistema que vele por los enfermos y por aquellos que dedican su vida a cuidar de ellos. No queremos a una maquinaria de hacer dinero a costa de la salud de la ciudadanía. 

He dicho. 

-Aplausos. 

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Luis Castro. 

El señor CASTRO.- Señor Presidente, me extraña la ausencia del ministro de Salud en esta Sala. ¡Dónde está el ministro de Salud! Tanta pachorra, tanta lengua que se tiene a veces para atacar, pero no la tiene para venir a defender su proyecto en esta Sala. ¡Dónde está el Ejecutivo! Ausente, pues. 

Llama la atención que a cuatro meses de una elección presidencial se pretenda legislar de esta forma; llama la atención que a dos hospitales concesionados, que van a debutar, se pretenda sacarlos de la red pública y que sus trabajadores tengan contratos especiales; que se pretenda otorgar al Presidente de la República facultades extraordinarias, abusivas diría yo, particularmente a la luz de la experiencia que han tenido hospitales como Padre Hurtado, el CRS de Maipú o el Luis Tisné. 

¿Cuál es el modelo que nos exhiben ellos si hoy ni siquiera los sesenta hospitales autogestionados del país pueden exhibir buenos indicadores? Los 105.000 millones de pesos de deuda hospitalaria, hasta hace dos meses, ¿quién la puede explicar? ¿De qué autogestión estamos hablando cuando hay listas de espera cuantiosas, cuando las listas no Auge no han podido ser resueltas y las urgencias siguen siendo un problema de colapso en el sistema público de Salud? 

Hoy nos quieren mostrar un proyecto que solo busca colocar en la salud más mercado y no más Estado, que es lo que corresponde. 

(Aplausos) 

Pero no solo eso: nos hablan de fiscalización. Me gustaría que la autoridad explicara cómo es posible que en el establecimiento experimental CRS de Maipú, hace dos días, la opinión pública se haya conmovido al ver cómo se paseaban como Pedro por su casa dos falsos médicos, dos personas que compraron títulos en otro país y que fueron contratados por largo tiempo en el CRS de Maipú, modelo o ícono que se nos quiere mostrar como ejemplo de esta denominada autogestión, a vista y paciencia de la autoridad. Es un alivio que se haya detectado ese ejercicio ilegal de la medicina. ¿Eso pasará en el modelo que queremos construir? ¿Hay indicadores de gestión, de rendimiento, en Padre Hurtado o en los otros establecimientos que nos digan que este modelo es mejor, o, derechamente, aquí se quiere favorecer a los privados? ¿O, derechamente, aquí, de manera encubierta, se quiere perjudicar a los miles de chilenos que están en la salud pública?

El hospital de Calama y el hospital regional de Rancagua son íconos del fracaso del modelo en que se están construyendo los hospitales en Chile, por cuanto no han podido ser terminados. Ayer, esta Sala rechazó el informe de la Comisión Investigadora sobre estas materias que, justamente, en ese punto era autocomplaciente. Con ello se está diciendo que no ha habido eficiencia en lo público, no obstante que existen los instrumentos adecuados para ello, y que existe seducción e interés en seguir pavimentando el camino al privado en el modelo de gestión, modelo que busca, de algún modo, aumentar los precios. ¿O acaso alguien nos asegura que la red pública va a estar fortalecida con estos dos establecimientos? ¿Acaso alguien nos asegura que, el día de mañana, con la instalación de servicios anexos -lavandería, seguridad, malls, cafeterías, estacionamientos, todo lo que han querido privatizar-, aquel no será el modelo a utilizar para administrar los hospitales? Por cierto que no.

Por lo tanto, no entendemos, no compartimos, no estamos dispuestos a aceptar que aquí haya, ni siquiera a estas alturas, el menor intento de querer introducir un sector tan sensible como la salud a un modelo privatizante como éste.

Por eso, saludando a todos los gremios que hoy están presentes -la Fenats, la Fenpruss, los trabajadores de la Salud, especialmente la gente del hospital regional de Rancagua que nos acompaña y que ha sido perseverante en esta lucha junto a todos los trabajadores del país-, quiero anunciar que los socialistas nos vamos a oponer a la idea de legislar. Vamos a rechazar este proyecto de ley para que, finalmente, vaya a una Comisión Mixta y se impida legislar de esta manera. 

Repito, ¿dónde está hoy el señor ministro de Salud? ¿Dónde está escondido? ¿Dónde está tan callado que no viene a defender este proyecto? Sabe que no tiene defensa alguna, porque sólo pavimenta el camino a la privatización en Chile.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en Chile tenemos una tremenda cultura sanitaria, porque con los escasos recursos que se entregan a la Salud, sobre todo a la Pública, tenemos un sistema de salud que permite compararnos con países desarrollados en cuanto a las cifras que se exhiben. Y esto es porque en Chile, desde hace muchos años, los médicos, sobre todos aquellos que se dedican a la salud pública, han tenido una conducta y racionalidad, desde el punto de vista sanitario, que en 1952 permitió crear el Servicio Nacional de Salud, que funcionó durante la dictadura. Durante ese período, en 1979, a pesar de contar con gente con visiones economicistas, se creó el Sistema Nacional de Servicios de Salud sin que desapareciera el Servicio, sino que descentralizándolo.

En 2004, en este Congreso discutimos un proyecto de ley por el cual se pretendía avanzar para entregar mayor capacidad de gestión a los hospitales. De hecho, sólo por el ministerio de la ley, sin cumplir con todos los requisitos que el Reglamento exige, hoy, más de 56 establecimientos hospitalarios tienen, legalmente, la condición de hospitales autogestionados en red. Cuando discutimos ese proyecto, uno de los planteamientos que hicimos a los directores de los hospitales es que se les iba a entregar la capacidad de autogestionarse en red; es decir, que el hospital estaría integrado en la red asistencial. La idea era trasformar la cultura en la que vivíamos, esto es pasar de compartimentos cerrados y estancos a formar verdaderas redes de atención de pacientes. 

Además, pensábamos que los hospitales debían tener un verdadero desarrollo institucional, es decir, que existieran líneas concretas de desarrollo en todo ámbito, desde recursos humanos hasta la gestión clínica y, por cierto, la satisfacción del usuario. 

Un punto clave que discutimos, que finalmente permitió aprobar el proyecto, fue que los hospitales pudieran tener estabilidad financiera para disponer de un presupuesto autónomo que no estuviera al arbitrio del director del Servicio. Dijimos con claridad que estos hospitales tenían que estar inmersos en una red territorial, que significa, necesariamente, entregar a un territorio del país la capacidad de dar atención de salud.

Soy de los que sostienen que la dictadura hizo algo que estuvo mal: municipalizar la atención primaria de salud, porque ello desconectó la red de atención primaria de los establecimientos hospitalarios. A través de este proyecto se pretende ir más allá de lo que estamos planteando, cual es crear verdaderas islas dentro del sistema de red, absolutamente fuera de todo el criterio sanitario llevado adelante por décadas en el país. Se pretende constituir verdaderas clínicas para la atención de los pacientes públicos, con un modelo de gestión pensando en lo privado, no en lo público, no pensado en la red ni en una solución de los problemas desde un punto de vista integral de salud.

Señor Presidente, le planteamos al señor ministro que si quería tener en Maipú un nuevo servicio de salud, que lo creara. El territorio es suficientemente extenso para tener un servicio de salud distinto. Nos parece razonable. Pero, tener un hospital con atribuciones de clínica, con patrimonio propio, absolutamente desmembrado de la red, nos parece absolutamente absurdo, porque, finalmente, se avanzará hacia un desmembramiento de la red pública de salud existente.

Los radicales creemos que hay dos áreas en que el Estado debe ser absolutamente responsable ciento por ciento: la educación y la salud.

(Aplausos en las tribunas)

Son dos elementos básicos de la persona humana. Sin ellos, difícilmente una familia puede lograr desarrollo.

Por eso, en la gran mayoría de los países desarrollados, incluso en los más neoliberales, la salud y la educación están entregadas al Estado. En Taiwán, uno de los países más liberales del mundo, la salud y la educación son enteramente estatales. La gente paga sus impuestos para que el Estado se haga cargo de dar salud a todos por igual. En Chile estamos avanzando justamente en sentido contrario. 

Señor Presidente, los médicos de la bancada radical, los doctores Fernando Meza y Carlos Abel Jarpa, y todos sus integrantes, vamos a votar en contra el proyecto,…

(Manifestaciones en las tribunas)

…porque nos parece aberrante tratar de liquidar la red de salud pública. Avancemos con criterio en mejorar la gestión hospitalaria, en entregar mayores recursos a los hospitales; pero conservemos y mantengamos algo que ha sido el pilar de la salud pública en Chile: el sistema de red creado en 1952 bajo el Sistema Nacional de Servicios de Salud.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, cuando escuché al inicio de la sesión al diputado Ignacio Urrutia, integrante de otra coalición política, de otra región del país, llegué a la conclusión de que tenemos exactamente los mismos problemas. Él se refería, con frustración, a que había sido engañado por su propio gobierno. Bueno, yo y los habitantes de la Región de La Araucanía, de la provincia de Malleco y, en particular, de Angol, también hemos sido engañados por este, que no es mi gobierno. Con ocasión del terremoto, uno de los compromisos que asumieron el ministro Mañalich y el Presidente de la República fue la construcción del nuevo Hospital de Angol antes de la finalización del mandato presidencial. Además, la nueva obra tenía como antecedente un convenio entre el Ministerio de Salud y el gobierno regional de La Araucanía. De manera que a este convenio se sumaba lo ocurrido en el establecimiento con el terremoto. 

Los ciudadanos de Angol y de la zona norte de la provincia de Malleco pasaron meses en hospitales de campaña; funcionarios y pacientes soportaron la situación, en el entendido de que ya se venían tiempos distintos, un nuevo hospital, que cumpliera con los requerimientos de la población de la Región de La Araucanía y de la provincia de Malleco. Estamos a meses del término del actual gobierno y ni siquiera -escuchen bien- se ha puesto la primera piedra. Es claro que no se cumplirá con el compromiso.

Desde hace tiempo, el hospital de Angol, el segundo en importancia en la Región de La Araucanía y el principal de la provincia de Malleco, que atiende un porcentaje importante de su población, además de los que son derivados, en este concepto de red, de las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces y Purén, no funciona. Es más, el modelo de autogestión que se adoptó para este hospital resultó un completo fracaso. No lo digo yo, un diputado de Oposición, sino que lo dicen las organizaciones de trabajadores del hospital; lo dice el capítulo médico, que se ha reunido conmigo para señalarme el serio problema que les acarrea la deuda que tiene el hospital de Angol, cercana a mil quinientos millones de pesos, muy por encima de lo aceptable para los compromisos que normalmente manejan los establecimientos hospitalarios. Todas estas cuestiones han sido planteadas a las autoridades respectivas. No es raro que el director del servicio de Salud Araucanía Norte haya renunciado hace poco para irse al área privada. Claro, le era complejo enfrentar el déficit económico; la mala gestión era evidente. 

Los usuarios de los hospitales de Collipulli, Purén, Traiguén, Curacautín y Lonquimay reclaman por mejor atención y por más insumos farmacológicos. Los médicos de estos establecimientos han dicho que les faltan los insumos básicos para asegurar los usuarios de esta red hospitalaria una atención mínimamente aceptable.

Algunos se preguntarán qué tiene que ver lo que estoy hablando, la realidad del sistema de salud de la provincia de Malleco, con lo que estamos discutiendo. Simple: otra vez estamos en presencia de un proyecto tramposo. ¿Por qué tramposo? ¿Cómo hacemos para justificar ante la opinión pública nuestra negativa a la creación de dos hospitales públicos, uno en Maipú y otro en La Florida? Pero ahí está la zanahoria. La pregunta es cuándo viene el garrote. Es que el modelo que se pretende implementar lleva derecho a colocar los incentivos para la privatización de la salud. 

Hace unos días vivimos un proceso eleccionario de primarias. La inmensa mayoría se pronunció por más Estado, por más salud pública, por más derechos reconocidos y garantizados por el Estado, pero este proyecto va exactamente en la dirección contraria. 

Hace unos días, mi distinguido colega Gabriel Silber denunció públicamente -cuestión que confirmo con la realidad de la zona donde vivo- el desvío de recursos públicos hacia el área privada por la vía de la contratación de servicios en clínicas privadas. Denunció que 3 de cada 4 pesos que ponemos en el presupuesto del Estado se están yendo al área privada. Hasta ahora, nadie ha desmentido al diputado Silber. El ministro, que normalmente es muy locuaz para acusarnos, para hacernos cargos, no ha salido a responder esa imputación seria, que avalo a partir de la experiencia que he comentando, de la que conozco y de la que me hago absolutamente responsable. 

Por eso digo que este proyecto es mentiroso. Hay que hacer entender a la opinión pública que no nos deben engañar. ¡Claro! Dos nuevos hospitales, pero con un sistema que apunta hacia la privatización. Hay muchos que creen en este modelo; no estoy entre ellos. Creo que el mercado funciona muy bien en algunas áreas, probablemente para vender zapatos o una serie de otros bienes y servicios. No tengo problema en reconocerlo. Pero hay áreas en las que no funciona bien. En la salud, en la educación, en la vivienda y también en la previsión no funciona bien. Y está demostrado. Si así no fuera, invito a que desmientan lo que he señalado; invito a que desmientan la situación financiera en la que están sumidos el hospital de Angol y la red de Salud de la provincia de Malleco; invito a que desmientan la promesa del Presidente de la República y de su ministro de construir un nuevo hospital en Angol durante este gobierno, obra en la que no se ha avanzado nada. 

En consecuencia, tenemos que escuchar la voz de la inmensa mayoría de la ciudadanía, que nos pide que nos hagamos cargo, pero en serio, de su clamor. ¿Qué nos pide? Un Estado más presente, un Estado que garantice derechos, y la salud es un derecho. 

Por esa razón, y porque no estoy dispuesto a ser cómplice de una estrategia que me parce engañosa, votaré en contra el proyecto. Los ciudadanos de Maipú y La Florida deben saber que están expuestos a que mañana estos hospitales, que les están vendiendo como una gran solución, sean administrados con visión de mercado, un mercado que cada día más nos sube los planes y nos cobra más por los servicios; un mercado que no entiende que el acceso a la salud es un derecho ciudadano.

Reitero, votaré en contra la idea de legislar.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi. 

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, tenemos que decidir hoy en esta Sala si queremos más salud privada o más salud pública. Además, tenemos que definirnos de una vez por todas en relación a cómo pensamos esta materia, ya que no podemos estar un día a favor de la salud pública y otro día a favor de la salud privada. 

Señor Presidente, el proyecto abre la salud pública de par en par para que llegue la asistencia privada y los negocios en la salud. Realmente, nunca había visto un proyecto que en más de siete artículos faculte al Presidente de la República para que, mediante decretos, decida las contrataciones de los diferentes estamentos, con la que la iniciativa hace caso omiso de las leyes laborales que rigen el sistema público.

Quiero saludar a los trabajadores que han defendido y mantenido la salud pública.

(Aplausos)

Miles de personas tienen que agradecerles que hagan los turnos, que se sacrifiquen, que estén en los SAPU y en los sistemas de atención de urgencia, porque ellos, reitero, han mantenido la salud pública. 

Señor Presidente, el proyecto es absolutamente privatizador y externalizador. Estamos frente a un dilema que tenemos que decidir como país. Quiero dar un ejemplo. Una mujer que gana un sueldo de 300 mil pesos, que está en el sistema privado de salud y que jubila a los 60 años, recibirá una pensión de alrededor de 150 mil pesos. ¿Dónde se va a atender por los próximos veinticinco años? ¿Se va a atender en el sistema privado o en el sistema público? Obviamente, se atenderá en el sistema público. ¿Y qué hace el proyecto? Fortalece el sistema privado de salud de Chile y no el sistema público. Hemos dicho hasta la saciedad que tenemos que fortalecer nuestros consultorios de atención primaria, los que deben tener médicos especialistas, recursos y medicamentos. Sin embargo, ¿qué hace el Gobierno en relación con los medicamentos? En vez de entregar medicamentos a los consultorios para que las personas indigentes o que están en los tramos A o B del Fonasa, que reciben el sueldo mínimo, no tengan que comprar los medicamentos en los supermercados ni en las farmacias, ya que es obligación del Estado entregarles las medicinas que necesitan.

¿Qué hace el ministerio del ramo al respecto? Propone una ley para que se vendan medicamentos en los supermercados. Creo que la orientación de ministerio en esta materia es mala. 

También hemos dicho que el proyecto fue rechazado en la Comisión de Salud, porque estimamos que no cumplía con los requisitos para fortalecer la salud pública. ¿Qué hizo el Gobierno? Lo envió a la Comisión de Hacienda, como lo ha hecho con otros proyectos, donde se aprobó, aunque con muchos votos en contra. Resulta que hoy estamos en el dilema de qué queremos en relación con la salud.

Al respecto, hay un mandamiento supremo, ya que la ciudadanía dijo lo que quería el 30 de junio. La candidata Michelle Bachelet señaló que tendríamos más salud pública, más 
SAPU, más medicamentos, y que fortalecerá la red de salud pública.

Hago un llamado para que haya consecuencia entre lo que estamos proponiendo al país y lo que el país votó en esa oportunidad, en que dijo no más al sistema privado.

Vemos cómo crece el sistema privado, cómo crecen las clínicas. Se han traspasado 1.300 millones de dólares anuales al sistema privado. La voracidad que tiene ese sistema quiere ir más allá, quiere tener estos hospitales. 

Considero muy importante que dejemos claro a la ciudadanía que no estamos en contra de la construcción de hospitales, sino que estamos en contra de cómo se van a administrar, porque el director va a tener un consejo que estará favoreciendo ampliamente la contratación de los sistemas privados. Les daré un ejemplo al respecto.

En el hospital Padre Hurtado, que está cerquita de Santiago, no se pueden atender partos, porque todos los especialistas se fueron. Pregúntenle a la gente que trabaja en dicho hospital. ¿Dónde se atienden los partos? En las clínicas Las Condes, Alemana o en el hospital clínico de la Universidad Católica. 

¿Cómo es posible que queramos replicar un sistema absolutamente fallido, como son los hospitales experimentales y autogestionados, a los que ahora los etiquetamos como “hospitales clínicos”, con lo que se cree que lograremos que funcionen?

Realmente, señor Presidente, esto sería no reconocer todos los valores por lo que hemos peleado tanto tiempo para fortalecer la salud pública.

Así es que anunciamos que votaremos absolutamente en contra la idea de legislar del proyecto en discusión, …

(Aplausos)

…porque va en contra de lo que hemos planteado el 30 de junio a la ciudadanía, en relación con lo cual debemos ser consecuentes. En materia de salud, queremos más Estado, queremos una salud pública fortalecida, queremos que los que trabajan en el sistema de salud pública tengan un estatuto administrativo, que tengan una carrera funcionaria y que se respeten sus derechos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, partiré saludando a los dirigentes gremiales de la Fenats y de la Fenpruss, que se encuentran en las tribunas. Además, envío un saludo a los dirigentes gremiales de mi zona, de Lota y de la provincia de Arauco, muchos de los cuales han conversado conmigo respecto del proyecto de ley en debate.

Voté en contra el proyecto de ley en la Comisión de Salud y lo votaré en contra en la Sala. Asimismo, mi bancada, la del Partido Socialista, rechazará la iniciativa, porque es un mal proyecto de ley, que, además, ha sido presentado por un mal ministro.

Permítanme entregar los argumentos que sostienen el rechazo.

El ministro de Salud nos está pidiendo que aprobemos una iniciativa de ley para que los hospitales funcionen sin carrera funcionaria, sin ley médica y sean sacados de la red asistencial. Además, el proyecto tiene un profundo contenido ideológico, porque, en la práctica, propone mercantilizar la salud. ¿Cómo la mercantiliza? A través de concesionar la construcción de hospitales, no obstante que los estudios internacionales demuestran que construir un hospital mediante concesión cuesta más caro al Estado que si lo construye directamente.

Debo recordar que los hospitales se construyen con recursos de los chilenos, con las contribuciones y con los recursos que el Estado obtiene a través del IVA y del impuesto a la renta. A los chilenos les sale más caro construir hospitales públicos a través del modelo de concesiones.

Sin embargo, no sólo avanza en concesionar la construcción de hospitales, sino que además en concesionar servicios de apoyo logístico. Seguramente a algunos les gustaría mucho incorporar la concesión de los servicios clínicos. Esto responde a un modelo ideológico según el cual los derechos sociales, bienes públicos esenciales para la población, deben ser privatizados.

Por intermedio del señor Presidente quiero decir al ministro de Salud, quien lamentablemente no está presente, que no va a contar con nuestro voto para lograr eso, porque lo que propone la iniciativa consolida lo que el propio Presidente de la República ha planteado en el ámbito de la educación, cual es que la salud es un bien de consumo y que los hospitales, por lo tanto, son empresas. No estamos disponibles para legislar en esa dirección.

En segundo lugar, señor Presidente, el proyecto de ley propone un modelo que parte de la base de que las cosas se harán mejor y, por lo tanto, que es un modelo más eficiente desde el punto de vista económico y también para lograr mejores resultados sanitarios. Eso no está demostrado. En el debate legislativo no hay prueba ni evidencia alguna que demuestre que ese modelo es más eficiente que el del sector público, tanto desde el punto de vista económico como sanitario. Por ejemplo, como no hay costeo de prestaciones, no se ha podido determinar que la prestación de un servicio determinado se hace a menor costo y con la misma calidad que en un hospital público.

Por otra parte, se quiere imponer la absoluta arbitrariedad laboral.

Bajo ese modelo, me pregunto cuál es la diferencia que se quiere hacer entre los funcionarios públicos -que trabajan en un hospital- respecto de quienes trabajan, por ejemplo, en una empresa subcontratista forestal. El proyecto de ley en discusión los coloca en el mismo estándar, tanto en materia de contratación como de despidos, para lo cual nosotros tampoco estamos disponibles.

Además, con lo que propone la iniciativa en debate, el concepto de red asistencial se destruye. En ese sentido -a pesar de que pudiera parecerlo-, esta no es una discusión de carácter semántico, porque la consolidación de la red asistencial tiene que ver con la atención del usuario y con que la buena coordinación de los establecimientos de salud permite la atención oportuna de los usuarios, que de la posta deben recurrir a ser atendidos en un hospital de baja complejidad y de este a uno de alta complejidad, procedimiento que requiere la existencia de gestión de red asistencial, concepto que el proyecto en debate quiere hacer desaparecer.

El ministro de Salud, en lugar de poner tanto énfasis a esta iniciativa, debería estar preocupado del cumplimiento de sus propias tareas. ¿Cuál es su labor? Fortalecer el sector público de salud. Sin embargo, cabe preguntarse qué hay en la actualidad.

El Congreso Nacional ha aprobado los presupuestos para inversión pública en el área de la salud para la construcción de establecimientos de salud y la compra de equipamiento médico. Sin embargo, ¿qué ha ocurrido en los últimos años durante la gestión del ministro Mañalich? Al final de cada año el secretario de Estado que encabeza esa cartera no gasta los recursos para los fines señalados. Asimismo, durante los últimos años ese ministro no ha podido mejorar la productividad ni la producción de servicios al interior del sector público.

En consecuencia, ha sido un mal ministro, puesto que ha fracasado en fortalecer el sector público de salud. Es decir, fracasó en el cumplimiento de la tarea que se le había asignado.

(Aplausos en las tribunas)

No obstante, quiere paliar ese fracaso al tratar de convencernos de que la concesión de los hospitales, de los servicios de apoyo y la arbitrariedad laboral resolverá los problemas de salud de los chilenos, en circunstancias de que estos se resuelven de una sola manera: con el fortalecimiento de la salud pública. Esa es la tarea que mi bancada apoyará. 

Nosotros vamos a votar en contra este proyecto, tal como lo hicimos en la Comisión de Salud.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, desde su inicio, este Gobierno trató de avanzar en la privatización del sistema público de salud, tal como ocurrió con el retiro de los fondos para la construcción del Complejo Asistencial Red Sur, recinto que tiene por objeto unir los hospitales Barros Luco-Trudeau y Exequiel González Cortés, cuyo proyecto estaba aprobado y contaba con los recursos necesarios para su ejecución.

A cambio de eso, el Gobierno dispuso la privatización de esos hospitales, a través del sistema de concesiones. Solo la lucha y movilización de los usuarios organizados y de los trabajadores de esos hospitales evitó que se cometiera esa aberración. Por eso, quiero aprovechar de saludar a esos trabajadores, que se encuentran presentes en las tribunas.

(Aplausos)

Afortunadamente, al menos con fondos del Estado, se inició la construcción del nuevo hospital Exequiel González Cortés, también gracias a la lucha de los trabajadores del sector.

Hoy estamos ante un nuevo proyecto de privatización, el cual tiende a profundizar la 
desarticulación del sistema público de salud y a debilitar el rol del Ministerio de Salud, al negarle las atribuciones rectoras sobre los nuevos hospitales, que son sus proyecciones territoriales, a diferencia de lo dispuesto respecto de todos los demás hospitales del sistema, incluso de los autogestionados.

El proyecto desconoce el marco legal vigente que establece la dependencia del sistema hospitalario del Minsal. Al contrario, la iniciativa declara -en forma expresa- que se precisa este proyecto de ley -así como otros que se debatirán en el futuro y que están enfocados en la misma línea- para establecer un nuevo marco jurídico, indispensable para la implementación de un nuevo sistema centrado en la satisfacción del usuario.

Eso es una falacia, ya que los más de ciento setenta hospitales del sistema trabajan bajo la misma premisa y no requieren de nuevas disposiciones legales. Eso no es más que el camino hacia la privatización de la salud pública. Más aún, delega en el Presidente de la República la fijación de nuevas normas estatutarias especiales para los dos hospitales, en desconocimiento de las normativas estatutarias ya definidas por el Minsal y en aplicación, desde hace años, en todos los demás establecimientos hospitalarios.

El que se estipule que los nuevos hospitales mantendrán relaciones solo de coordinación con los servicios de salud y no de subordinación, no garantiza que se lleve a la práctica lo que la autoridad sanitaria estime necesario. Por supuesto, ello atenta contra la mantención de un sistema público integrado en forma adecuada para mejorar y satisfacer las demandas de la población, lo que es particularmente negativo en una situación tan deficitaria de recursos como la actual.

Asimismo, el proyecto favorece el incremento del traspaso de fondos fiscales al sector de salud privado. En ese sentido, el artículo 2° de la iniciativa establece que para el desarrollo de sus acciones, los dos hospitales deberán coordinarse entre sí y con los establecimientos y entidades de derecho público y privado que conforman la red asistencial del servicio de salud correspondiente.

En el caso de los dos nuevos hospitales que se propone crear, como se les encomienda la atención de una masa de beneficiarios exageradamente superior a la que técnicamente les es posible atender, sin duda, se verán, forzados a recurrir a establecimientos y entidades de derecho privado y a traspasar los recursos que corresponda, para lo cual el director ejecutivo estará ampliamente facultado.

Por ejemplo, en caso de que se requieran camas de cuidados intensivos, dado que los proyectos arquitectónicos de los dos hospitales no consideraron ese tipo de implementos y al déficit de ellas en el sistema hospitalario público de la Región Metropolitana, seguramente, para tal efecto se verán obligados a comprar servicios a los establecimientos privados.

El artículo 7° del proyecto establece el traslado de funcionarios del Centro de Referencia de Salud de Maipú, así como también de La Florida, a los nuevos hospitales que se propone crear para dotarlos de recursos humanos y así evitar en lo posible nuevas contrataciones, con los gastos consiguientes que eso conlleva. El problema es que el Servicio de Salud Metropolitano Central continuará con la misma carga de trabajo administrativo, incluso incrementada, ya que el centro de referencia será reemplazado por el hospital, el cual será la institución con la cual se deben coordinar.

En la actualidad -según las instancias gremiales-, el servicio tiene carencia de personal. Por lo tanto, es obvio que en las condiciones descritas una disminución de funcionarios, probablemente significativa, incrementará fatalmente las carencias. Ello, como es inevitable, debilitará la estructura y el rol del servicio de salud, carencias que no podrán ser compensadas por nuevas contrataciones, ya que el artículo 7° establece que los cargos traspasados se rebajarán de la dotación máxima otorgada a este servicio por una ley anterior.

Sin duda, se trata de disposiciones aberrantes en el plano técnico y contrarias a los intereses de los funcionarios y del propio sistema sanitario.

El artículo 15 establece que el primer presupuesto de los hospitales -aproximadamente 100 millones de dólares cada uno- se rebajará de los presupuestos otorgados al Servicio de Salud Metropolitano Central y al Centro de Referencia de Maipú, en el caso del hospital de Maipú, y al Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente, en el del Hospital Clínico de La Florida. Son rebajas enormes que irán en contra de una buena atención de salud pública.

El artículo 9° determina la supresión del Centro de Referencia de Maipú, lo que constituye otra aberración técnico asistencial, pues implicará el debilitamiento del sistema y un daño para la atención médica de la población.

El proyecto precariza la estabilidad en el trabajo. Entre otros, el artículo 12 pone en duda derechos adquiridos de los trabajadores de planta que sean trasladados. Al cargo de planta se accede generalmente por concurso interno y es un cargo difícil de obtener. Su mayor ventaja es que prácticamente asegura la estabilidad del funcionario en el trabajo. El artículo 12 pone en cuestión esta calidad, pues establece que el personal trasladado será contratado, sin solución de continuidad, en forma indefinida o a plazo fijo, según fuere titular de planta o a contrata, conforme a la regulación que se establezca en el régimen estatutario de administración de personal que se fije.

En virtud de lo anterior, hago reserva de constitucionalidad respecto de este punto.

En resumen, se trata de un proyecto que puede ser calificado como uno de los tantos que han estado destinados a debilitar y a descomponer los servicios estatales, a crear mejores condiciones para el traslado de los fondos públicos al sector privado, y a precarizar la estabilidad en el trabajo.

Las últimas elecciones primarias -como alguien dijo en la Sala- han demostrado que la ciudadanía quiere el fortalecimiento de la salud pública y no la privatización.

Por eso, la bancada del Partido Comunista y la Izquierda Ciudadana rechazará el proyecto. Hoy día, el 80 por ciento de la población depende de la salud pública. La salud privada, como lo demuestran los abusos de las isapres, no es la solución para la población. Se requiere más y mejores consultorios, mejor atención, más hospitales públicos, mayor dotación de médicos y de especialistas, remedios en los consultorios ahora, y fin a las listas de espera.

Por lo expuesto, reitero que votaremos en contra el proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Quedan ocho señores diputados y señoras diputadas inscritos, y el Orden del Día concluirá a las 12.45 horas. ¿Habría acuerdo para reducir el tiempo de los discursos a cinco minutos cada uno?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, al analizar el proyecto, da la impresión de que el Gobierno no hubiera escuchado para nada las inquietudes expresadas en los movimientos ciudadanos, de los que hemos sido testigos durante mucho tiempo. La ciudadanía exige cambios profundos para el futuro del país. En ese contexto se han planteado diversas visiones. Incluso, en los debates previos a las elecciones primarias se expresaron dos visiones distintas: una, de la Nueva Mayoría, con Bachelet, y, otra, de la Alianza, con Longueira. Pero 
-reitero-, da la impresión de que el Gobierno no se diera cuenta de que la gente quiere cambios profundos en el sistema previsional, cambios profundos en materia de educación, de salud y laboral, y cambios profundos en nuestro sistema democrático.

En definitiva, la ciudadanía quiere que la clase política construya ese Chile más justo para todos; quiere que la atención de salud tenga rango constitucional, de modo que sea un deber del Estado proporcionarla, y quiere, al igual que en materia de educación y otras, que el Estado esté totalmente presente y proteja al ciudadano común y corriente.

Se requiere una atención de salud pública, estatal y de calidad. La experiencia que tenemos, tal como se ha expresado en mi distrito, es la de una atención de salud muy deficiente, pues el Estado no se ha preocupado suficientemente de ella. En Parral y en Cauquenes ni siquiera tenemos hospitales nuevos después del terremoto. Solo tenemos hospitales modulares y no nos queremos conformar con eso.

Debemos fortalecer la salud pública por la vía de aumentar el aporte fiscal, de modo que los centros de salud realmente puedan satisfacer las necesidades de la población. Debemos lograr que la red asistencial pública sea como era antiguamente, pero mucho más fuerte. La idea es que sea la columna vertebral de todo el sistema de salud y sea la encargada de resolver los problemas sanitarios de la población en todos sus niveles. En ese aspecto debemos tener una visión clara para el bienestar de la población.

No podemos seguir permitiendo que el lucro sea lo que predomine en materias tan sensibles como salud y educación. Debemos terminar con esas visiones, debemos lograr construir ese país más amable que la gente quiere. Para ello necesitamos más recursos. Por eso hemos planteado la necesidad de que se haga una reforma tributaria, a fin de contar con los recursos necesarios para sostener una atención de salud pública de calidad. En ese sentido, los que deben hacer más aportes en materia tributaria son los que tienen más recursos. Los que han ganado más dinero tienen que devolverle al país las ganancias que han obtenido. Está bien que sigan ganando, pero también está bien que paguen impuestos mayores, para que contribuyan a que el Estado sea más fuerte y pueda solucionar los problemas de la gran masa de la población.

Por eso, cuando uno analiza el proyecto, se da cuenta de que va en un sentido totalmente contrario a lo que la ciudadanía quiere. En él no se considera, por ejemplo, la situación de los trabajadores de la salud, que son fundamentales para contar con una red de salud pública de calidad. Ellos deben ser atendidos y escuchados en sus demandas de remuneraciones, en sus necesidades de capacitación, en sus exigencias de horarios adecuados. De esa forma, finalmente tendremos un personal preparado, con ánimo y con sueldos dignos para atender bien a la población.

Con el proyecto parece que el Gobierno estuviera sordo ante todo lo que la ciudadanía expresa, porque va precisamente en contra de lo que se reclama. La iniciativa crea un régimen de salud que no es el que queremos, y genera una relación laboral con los trabajadores en la que no está claro si se regirán por el Estatuto Administrativo o por el Código del Trabajo. Es una pura nebulosa. El proyecto minimiza el rol del Estado y, en definitiva, concreta la privatización de la salud. Nosotros no queremos esto. Queremos una salud pública de calidad, en la que haya más presencia del Estado.

Por lo expuesto, anuncio que mi bancada rechazará absolutamente este proyecto de ley.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo).- Señor Presidente, en beneficio del tiempo y de lo acordado por la Sala, solo quiero plantear que me parece increíble que todos los diputados que me han antecedido en el uso de la palabra hayan puesto el acento en el nuevo modelo de gestión, es decir, que no basta con tener un hospital nuevo, desde el punto de vista de su infraestructura. 

Entiendo que los parlamentarios de regiones se quejen de que no estén en marcha los proyecto que, supuestamente, deberían estarlo y que se preocupen por los trabajadores de la salud, que son parte importante de los equipos del sector, porque no solo hay médicos y otros profesionales, sino también auxiliares, administrativos, etcétera. Pero, hay que tener clara una cosa: no han puesto el acento en que los dos hospitales clínicos que se crean fueron programados hace más de doce años e inaugurados en tres oportunidades, en distintos gobiernos. De manera que no es un modelo que se haya inventado ahora, sino que se viene proponiendo desde hace mucho tiempo y que por diferentes circunstancias no se había podido materializar, precisamente, para no cometer los errores que muchos colegas han planteado aquí.

Pero es algo muy distinto referirse solamente a un tema ideológico y de campaña, sin mencionar lo que interesa realmente a la comunidad. ¿Qué diputado que me antecedió en el uso de la palabra habló de los usuarios? ¿Quién puso el acento en el tema relacionado con los usuarios de la atención de salud pública? Ningún diputado se refirió a ello.

(Manifestaciones en las tribunas)

El centro de la atención es el usuario, esa persona que tiene que ir a pedir hora a las cinco de la madrugada, que es tramitada durante tres o cuatro meses para acceder a una operación y tratada en forma indigna. 

(Manifestaciones en las tribunas)

Muchas veces, los funcionarios que vociferan en las tribunas sufren malos tratos por parte de los usuarios y, además, deben poner la cara. Es algo que conozco de cerca, porque represento al distrito donde está ubicado el hospital que atiende al mayor número de pacientes durante el año, solo con el tres por ciento del presupuesto de salud. Me refiero al hospital Sótero del Río, que es el hospital base de la zona sur-oriente. Pues bien, uno de los hospitales clínicos se construirá en La Florida y formará parte de la red pública de salud.

Espero que los diputados que han anunciado su voto en contra de este proyecto que crea el Hospital Clínico Metropolitano de La Florida y el nuevo modelo de gestión que se centra en el usuario den las explicaciones del caso a esos más de dos millones setecientos mil chilenos que son atendidos en el Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente. Además, en el Senado, el proyecto fue aprobado transversalmente y por unanimidad, incluidos los senadores Navarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker y Zaldívar, solo por mencionar algunos que integran la Concertación. 

Por lo tanto, no me vengan a decir que este proyecto apunta a privatizar la salud pública; es falso, porque pone el acento en la atención del usuario, les moleste o no les moleste a algunos colegas o a algunos de los dirigentes que están en las tribunas.

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Le ruego a los asistentes a las tribunas que guarden silencio y que respeten el derecho de los diputados a expresar su opinión en favor o en contra del proyecto en discusión.

Ofrezco la palabra a la diputada señora Cristina Girardi.

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señor Presidente, retomando lo que decía el diputado Leopoldo Pérez, lo que importa realmente son los usuarios, pero creemos que los hospitales clínicos no van a resolver sus problemas. 

Represento al distrito N° 18, formado por las comunas de Cerro Navia, Lo Prado y Quinta Normal, y puedo decir que el mayor número de reclamos que se me formulan se relacionan con la insatisfacción con el sistema de salud, pero no por mala atención de los funcionarios, sino porque el sistema no cuenta con los recursos necesarios para responder a las necesidades de la gente.

(Aplausos en las tribunas)

Diría que es casi inhumano atenderse en el sistema de salud público: no hay medicamentos y, cuando logran ser atendidas, las personas deben recurrir a su bolsillo para financiar los tratamientos. Por otro lado, hay listas de esperas que son vergonzosas: más de dos mil personas que esperan por un examen. Es una falacia decir que los problemas del Auge han sido resueltos y que ya no hay listas de espera. Hoy, los pacientes tienen problemas para obtener un diagnóstico que les permita acceder al Auge; tal vez, las listas de espera no dicen relación con el Auge, sino con los exámenes necesarios para determinar si existe una enfermedad, porque las personas no logran acceder a ningún servicio que les permita ser atendidas. 

De manera que tenemos un sistema en crisis. Me pregunto, los hospitales clínicos que se crean, ¿serán hospitales o clínicas? ¿Serán hospitales públicos que atenderán de verdad la salud de las personas, o serán un negocio más? Lo digo, porque el objetivo de las clínicas es comercial, y considero que la construcción de hospitales clínicos abre la puerta para que la salud pública en Chile sea más negocio de lo que es actualmente.

Por eso, es necesario que el Estado asuma que hay un sistema en crisis y que tiene que destinar los recursos necesarios para el sector público, para no tener que seguir comprando servicios al sector privado. Hoy, la mayor cantidad del presupuesto de salud se destina a comprar servicios al sector privado porque las autoridades no están dispuestas a invertir en el sistema público.

Este proyecto es una forma de privatizar la salud pública y, por eso, queremos que el Estado invierta en ella y que recupere los hospitales públicos para que pasen a formar parte de la misma red pública, destinando los recursos necesarios para atender de verdad a la comunidad.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Javier Macaya.

El señor MACAYA.- Señor Presidente, lamento que el proyecto de ley que estamos discutiendo hoy se haya ideologizado tanto y con tan poca información respecto de su verdadero contenido.

(Manifestaciones en las tribunas)

Digo esto porque el proyecto tiene que ver, fundamentalmente, con generar un nuevo sistema de administración de establecimientos de salud públicos. Es importante comprenderlo, porque aquí se ha hablado mucho de que algunos diputados somos defensores de un modelo de gestión de salud privada, en perjuicio de la salud pública. 

De lo que se trata es de generar un nuevo modelo de administración, basado en principios que tienen que ver con la satisfacción de las personas que utilizan los servicios de salud…

(Manifestaciones en las tribunas)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Les voy a pedir, por última vez, a los asistentes a las tribunas que guarden silencio mientras intervienen los diputados de las distintas bancadas. De lo contrario, me voy a ver obligado a pedirles que abandonen las tribunas.

Puede continuar el diputado señor Macaya.

El señor MACAYA.- Muchas gracias, señor Presidente.

Pido un poco de respeto para tratar de explayarme porque, de lo contrario, será difícil lograrlo. 

Quiero partir de una premisa fundamental: soy defensor de la salud pública. Me interesa que la salud pública tenga una estructura y un financiamiento adecuado, ya que soy un convencido de que los déficits importantísimos que presenta el sector público de salud del país no hacen más que ahondar la enorme brecha y la desigualdad gigantesca que existe con el sistema de salud privada.

Quiero dejar muy claro ese principio, porque muchas veces esta discusión se desnaturaliza entre quienes son defensores de uno u otro modelo. Soy un convencido de que debemos ser capaces de entregar dignidad a nuestro sistema de salud público, el que debe ser la preocupación central del Estado, no solo de este Gobierno, sino que de todos los que vendrán.

Recordemos que este proyecto de ley tiene su origen en los gobiernos de la Concertación, que tomaron la decisión de partir con un modelo de gestión -que comparto- que tiene que ver con establecer metas, indicadores y objetivos de gestión, más allá de los indicadores tradicionales que hoy existen en el sector público. Lamentablemente, a pesar del empeño y abnegación de muchos funcionarios, que realizan su trabajo con recursos insuficientes, nos hemos acostumbrado a que las calificaciones del sector público estén dadas porque una persona marque su tarjeta a la hora que tiene que hacerlo.

Nuestro sistema de salud público se ha acostumbrado a que los indicadores para medir la gestión sean más bien antiguos.

Aprovecho esta oportunidad para hacer un reconocimiento a dos exsubsecretarios de salud de la Concertación. Me refiero a don Julio Montt y a don Ernesto Behnke, que fueron los principales impulsores de este modelo de gestión que quiero explicar en esta intervención desideologizadamente, esto es, desde la perspectiva de lo que estamos haciendo, que es establecer una red de atención de salud focalizada en la atención de los usuarios y en el mejoramiento de la gestión.

Los establecimientos van a ser concebidos como un nuevo modelo. Sabemos que muchas veces los modelos nuevos, las nuevas maneras de concebir un sistema generan un choque cultural en el mundo laboral que está acostumbrado a otro tipo de estándar. 

Por eso, quiero transmitir tranquilidad, pues en el articulado del proyecto de ley se establece como premisa fundamental que no se afectan los derechos laborales de los trabajadores, no existe una afectación, un menoscabo tanto en su remuneración como a nivel estatutario para los trabajadores que se incorporen al nuevo modelo.

Estos establecimientos están concebidos bajo el modelo de gestión por resultados, lo que genera un choque cultural con la actual percepción de la administración de salud. Hoy existen establecimientos de salud que son administrados por los servicios de salud y son una máquina bastante pesada, con mucha burocracia, donde el establecimiento hospitalario tiene muy poca autonomía respecto de las decisiones que se toman en el nivel central; esto es, desde el Ministerio o desde el servicio de salud de la respectiva región.

Este proyecto de ley busca que dos hospitales de la Región Metropolitana, uno de la comuna de Maipú y otro de La Florida, puedan hacer gestión descentralizada, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía para tomar decisiones. En este sentido, el diputado Robles hacía mención a algo muy importante y es que a los hospitales se los dote de autonomía para relacionarse con la administración de atención primaria de salud municipal.

En comunas como San Vicente de Tagua Tagua existe un problema gigantesco, donde, por un lado, hay un hospital público que es administrado por el Servicio de Salud de la Región de O’Higgins y, por otro lado, hay un consultorio de salud municipal; pero entre ellos no hay ninguna relación.

Estamos en proceso de construcción de una nueva infraestructura de más de 2 mil millones de pesos, con equipamientos y culturas diferentes que no están conversando entre sí, porque para la toma de decisiones el director del establecimiento de Atención Primaria de Salud Municipal no conversa con el director del hospital de San Vicente de Tagua Tagua, sino que con el director del servicio de Salud de la Región de O’Higgins. Además, esa conversación no es fluida, pues se produce en medio de mucha burocracia, y hay poca autonomía de parte del establecimiento hospitalario para tomar las decisiones.

Hoy, reitero, lo que se quiere hacer es dotar de autonomía a dos hospitales, pero no para generalizarlo al sistema de administración del resto del país, porque, además, estamos hablando de dos hospitales que están en proceso de construcción. No comparto el discurso que dice que si este proyecto de ley es rechazado no se van a construir los hospitales, porque esto hay que decirlo con todas sus letras: los hospitales ya están en proceso de construcción. Lo que sí puede ocasionar es un problema enorme para su administración.

El proyecto de ley, en materia de personal, regula el traspaso de funcionarios desde el Centro de Referencia de Salud de Maipú y el Servicio de Salud Metropolitano Central tanto al hospital clínico metropolitano El Carmen doctor Luis Valentín Ferrada como al hospital clínico de La Florida. No estamos hablando de privatizar la salud en todo Chile, sino que, puntualmente, de dos hospitales que, tal como se lo expresé en una conversación previa a otro parlamentario, se van a construir de todas maneras. De hecho, ya están construyéndose. No se trata de una infraestructura hospitalaria en uso, sino que de un sistema de administración diferente, con metas de gestión enfocadas hacia los usuarios, donde los buenos trabajadores se verán incentivados en su trabajo.

Llamo a mirar este proyecto sin ideologías y a reconocer el trabajo que hicieron los gobiernos de la Concertación en esta materia, en especial, dos exsubsecretarios de Salud como fueron los doctores Ernesto Behnke y Julio Montt.

Reitero, es fundamental perder la ideología en estos temas. Somos defensores de la salud pública y nos interesa que en Chile haya más y mejor salud pública. Prueba de aquello es el aumento extraordinario que ha tenido el presupuesto del Ministerio de Salud para la salud pública en los últimos tres años, y también en la capacidad de entender que en un modelo de gestión moderna y de eficiencia hospitalaria es importante premiar e incentivar a los buenos funcionarios, desde una perspectiva del trato con el usuario, de metas concretas y no quedarse enquistado en el pasado con metas que solo digan relación con el cumplimiento de horarios, con la asistencia todos los días, pero sin incentivos concretos para una gestión moderna y eficiente. En esa visión, vamos a aprobar este proyecto porque nos interesa que se pueda hacer una evaluación de la gestión pública. Aquí no estamos hablando de la totalidad de los hospitales de Arica a Punta Arenas, sino que se trata de dos hospitales y este proyecto ofrece al país conocer un modelo de gestión de dos hospitales con estándares modernos y eficientes, desde la perspectiva de la defensa de la salud pública.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, me siento tentado de decirle, con respeto por supuesto, al colega que me antecedió en el uso de la palabra, que si no hay conversación entre el director de un consultorio y el de un servicio de salud, lo mejor que puede hacer es invitarlos a un café para que conversen.

Lo que el diputado señaló es un tema que pasa y de manera muy habitual; pero nadie quiere que ocurra. Lamentablemente, el hecho de introducir marcos cada vez más en la línea del aumento de la privatización de la salud pública no ayuda a eso.

¿Quién dice que por privatizar todo lo que está dentro de un hospital vamos a tener mayor calidad en la atención, un mejoramiento de los servicios de salud? ¿Quién dice que el tema de las metas y de la mejor gestión se consigue única y exclusivamente de esta manera o que se debe establecer un programa piloto para ver si de ese modo puede funcionar mejor, en circunstancias de que las metas, objetivos de gestión y evaluaciones más rigurosas también se pueden implementar en la salud pública, como ha ocurrido, por lo demás, en los servicios públicos, generando mejores estándares de desempeño y de gestión?

El punto es la definición que estamos haciendo de fondo: si vamos a generar o no más privatización de la salud pública. Y yo no estoy dispuesto a una mayor privatización de la salud pública.

(Aplausos)

La salud privada que existe en el país es más que suficiente para dar cuenta de lo que es el negocio de la salud en Chile. Porque a nadie se le ocurriría plantear que no puede haber legítimo negocio en la venta de carteras, zapatos, bicicletas o autos. Podría nombrar muchos temas más, pero el negocio de la salud es lo que está terminando de matar a nuestro país.

En Chile, el que no tiene recursos se puede morir y punto. Quien tiene la posibilidad de contar con los recursos suficientes para contratar un servicio de salud de calidad y buena atención, tiene más probabilidades de salvarse. ¡Eso no puede ser! ¡No puede ser! Si seguimos desviando recursos públicos al área privada, no vamos en la línea correcta.

Por eso, en general, este no es un buen proyecto. Por ende, no creo que hoy sea ni siquiera positivo aprobar la idea de legislar.

Digo esto con todo respeto a aquellos que, legítimamente, creen que se debe aprobar a lo menos la idea de legislar, y con la misma rigidez con la que este Gobierno -lo he dicho en más de una oportunidad en la Sala- introduce proyectos de ley con suma urgencia -también lo he explicado en más de una oportunidad- para evitar que los parlamentarios presentemos indicaciones. Porque en la discusión inmediata, que es más rápida que la suma urgencia, se permite la posibilidad de presentar indicaciones. En la suma urgencia ni siquiera se pueden presentar indicaciones en la Sala. Eso restringe el debate.

Esa es la forma de legislar del Ejecutivo. El 90 por ciento de los proyectos que le interesan, los legisla de esa manera en la Sala, restringiendo el debate, porque no quiere tener ni la más mínima posibilidad de discusión, a través de indicaciones presentadas a sus proyectos. Entonces, no nos queda más que rechazar la idea de legislar. ¡Así de sencillo!

(Aplausos)

El Ejecutivo sigue haciendo uso y abuso de sus facultades, ¡qué las tiene!, pero cuando eran Oposición eran los primeros en demandar que en esta Corporación se diera pie al debate, que hubiere la posibilidad de presentar indicaciones, que cómo iba a haber cerrazón a la posibilidad de la indicación, de la democracia, del diálogo y de la discusión, de lo cual se han olvidado, porque en los tres años que llevan gobernando han aplicado urgencia calificada de “suma” al 90 por ciento de los proyectos de ley que les interesa, con tal de evitar el debate real, concreto y preciso en la Sala. Entonces, simplemente, no hay votos para aprobar la idea de legislar sobre un proyecto que establece cuestiones de fondo que van más allá de la construcción de dos simples hospitales.

En eso sí tiene razón el colega Macaya, se lo reconozco públicamente, porque no implica que no vaya haber construcción de los hospitales. ¡Qué bueno que lo haya dicho y no haya caído en esa tentación de creer que si esto no se aprueba no se llevará a efecto la construcción de los hospitales! ¡Qué bueno que sea sincero y lo haya reconocido, porque eso habla bien de él! Los hospitales se van a construir, pero el modelo de gestión es tan importante como la construcción de esos centros asistenciales.

Quiero hospitales públicos de verdad, hospitales que den cuenta de una salud pública de verdad.

(Aplausos)

En estas condiciones, cuando eso no está ocurriendo, no puedo aprobar siquiera la idea de legislar, menos sobre la delegación de facultades. Quienes me han oído saben que lo he dicho respecto de varios otros proyectos de ley, por tanto, estoy siendo consecuente con mi opinión.

¿Hasta cuándo el Congreso Nacional delega facultades para la creación de plantas? ¿Hasta cuándo? Después, los parlamentarios reclamamos porque carecemos de facultades, en circunstancias de que las que tenemos las delegamos en este Hemiciclo, con este Gobierno y con los anteriores, al delegar la elaboración de las plantas en el Ejecutivo, para que se haga entre cuatro paredes y donde el funcionario pasa a ser un subordinado frente a un superior jerárquico, por lo que no queda en una condición de par como ocurre cuando los temas se discuten acá.

(Aplausos)

Por eso, porque lo he expresado respecto del establecimiento de varias otras iniciativas legales -me lo han escuchado aquí; además, están los testimonios en las Actas- no le voy a dar a este Gobierno la posibilidad de que se le delegue la construcción de nada. Porque cuando la discusión se realiza en el Congreso Nacional hay paridad por parte de los funcionarios que se pueden ver afectados. Entre cuatro paredes, frente a un escritorio, no existe esa condición de igualdad.

Acá se debe hacer las plantas si queremos verdaderamente construir estructuras y organizaciones de cara a la ciudadanía, con diálogo con los funcionarios que se puedan ver afectados, con oportunidad real de ellos para expresar sus inquietudes, que sean escuchados y evaluados si corresponde y para que también sean apoyadas sus legítimas demandas.

Entre cuatro paredes, un escritorio y un funcionario con la facultad de elaborar las plantas a su antojo, con exceso de tecnicismo, con pura burocracia, pero sin diálogo y escucha real de los funcionarios, no me parece.

El Congreso Nacional, colegas, sea del color político que sea, no debe delegar facultades para el establecimiento de plantas a ningún gobierno, bajo ninguna Administración. Las plantas deben ser hechas acá, en el Congreso Nacional, con debate, como corresponde.

Por eso, además, no me puedo comprar este proyecto de ley. No lo considero bueno. En consecuencia, anuncio mi rechazo absoluto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Marco Antonio Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, antes de intervenir como miembro titular durante las dos últimas legislaturas de la Comisión de Salud de esta Cámara de Diputados, quiero saludar la presencia en las tribunas de los dirigentes de la Fenpruss, de la Fenats, de Maipú y de La Florida, de la Fenats Unitaria y Progresista, del Colegio Médico y los trabajadores que se han hecho presente para defender su dignidad y las atribuciones que les ha dado la ley durante tantos años.

(Aplausos)

Señor Presidente, este es un mal proyecto de ley por tres razones fundamentales. Después, quiero referirme a un hecho particular que se está dando en esta tramitación, que es la ausencia del titular de Salud. Luego, me extenderé en ese tema.

En la Comisión de Salud, quienes somos de la Oposición con algunos votos también de la Alianza, rechazamos el proyecto por tres razones. Primero, porque la fijación de plantas en estos nuevos hospitales debe respetar los derechos adquiridos por los trabajadores, que no son cualquier trabajador. Lo han dicho aquí el diputado Rincón y otros colegas. Son trabajadores que hacen turnos, que están en las urgencias, que deben enfrentar una enorme demanda de la ciudadanía, de los más pobres que se atienden en las comunas populares de Santiago.

Por lo tanto, el traspaso de funcionarios, la fijación de plantas y la manera cómo se van a transferir los bienes de los Servicios de Salud a esos hospitales, donde aparentemente se pretende que no exista ni siquiera control jerárquico de la Dirección del Servicio, nos parece un modelo equivocado.

Tan importante como la construcción de un hospital es la manera cómo va a funcionar. Y más importante que el cemento o los scanners, o el equipamiento que exista adentro, son los trabajadores y trabajadoras que lo van a hacer funcionar, que le van a dar vida, que van a hacer realidad la salud digna para la gente, como todos queremos.

(Aplausos)

Con fuerza, quiero decir que queremos que se construyan y se están construyendo los hospitales de La Florida y de Maipú.

Diputados Auth, Montes y del oficialismo que representan esas comunas, ténganlo claro: eso se está construyendo. Cosa distinta es la que se refiere al modelo de funcionamiento que se aplicará y la relación con los trabajadores que se establecerá cuando en estos nuevos hospitales se comience a atender pacientes.

Por eso, anuncio mi voto en contra de la idea de legislar. Y en caso de aprobarse, solicito a los parlamentarios de Renovación Nacional y a los de la UDI que lean con atención los artículos 6°, 7°, 8° y los valoren en su mérito, porque no son buenos para el funcionamiento de hospitales de la magnitud de los que se están construyendo en Maipú y La Florida. Si esos artículos se rechazan o si se rechaza la idea de legislar, podremos volver a discutirlos para que se respeten los derechos que se han aprobado en las distintas leyes especiales que regulan la relación de los trabajadores de la salud con las instituciones en las que laboran.

¡Pero dónde está el ministro Mañalich! La última vez que estuvo acá vino a mentir, a agredir de manera gratuita. Su ausencia en esta sesión habla de su cobardía intelectual. ¡Dónde está, ministro! ¡Dónde está la red de protección a la que hizo referencia cuando agredió a un periodista! Su red de protección no fue suficiente para que tuviera la valentía de sentarse aquí a defender el proyecto que debatimos.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, le solicito que modere su lenguaje, porque no corresponde. Si no lo hace, tendremos que suprimir sus palabras.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, hablo con la inviolabilidad que me da el fuero parlamentario y me refiero a una persona querellada por injurias.

(Aplausos)

Suficiente con el ministro Mañalich. No vale la pena seguir refiriéndose a él. Está querellado por injurias.

Termino señalando que este proyecto de ley se habría aprobado si se hubiera escuchado a los dirigentes y a los trabajadores de la salud que nos acompañan en las tribunas, y si se hubieran concordado con la Comisión Salud y la Sala condiciones distintas para el funcionamiento de los hospitales en construcción.

Reitero, queremos que se sigan construyendo hospitales de ese tipo, porque Chile los necesita, pero no podemos aceptar que se pretenda aprobar disposiciones arbitrarias como las de los artículos 6°, 7°, 8° y 9°, que no respetan los derechos históricamente alcanzado por los trabajadores de la salud.

Queríamos dialogar de manera civilizada con el ministro, como se ha hecho siempre en democracia. Queríamos llegar a acuerdos, como lo hemos hecho respecto de tantas otras iniciativas, como la Ley de Tabacos, la Ley de Alcoholes, el siete por ciento de descuento de Fonasa a los jubilados, los seis meses de posnatal. Votamos a favor de esos proyectos, incluso voté a favor de la Ley de Isapres, al igual que otros colegas de la Oposición.

Es posible construir acuerdos. ¡Ese es el punto central! Pero si se sigue actuando de esta manera, reiteraremos el llamado a votar en contra de la idea de legislar.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señores diputados, está por concluir el tiempo destinado al Orden del Día, por lo que no alcanzaremos a escuchar las intervenciones del resto de los parlamentarios que se encuentran inscritos para participar en el debate, los señores Letelier, Chahín, Santana y Meza. En consecuencia, se insertarán sus discursos. Lo mismo haremos con las intervenciones de los diputados señores Jaramillo, Jarpa y Campos.

Cerrado el debate.

Suspendo la sesión por un minuto.

-Transcurrido el tiempo se suspensión:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Continúa la sesión.

El diputado Víctor Torres me ha solicitado la palabra. Puede hacer uso de ella, su señoría.

El señor TORRES.- Señor Presidente, simplemente le solicito a la Mesa que aclare que los diputados que no estábamos en la Sala hace un instante nos encontrábamos trabajando en nuestras respectivas Comisiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- No hay inconveniente, aunque esa información estaba publicada en los sistemas de comunicación internos de la Corporación.

En todo caso, confirmo lo que usted acaba de señalar en cuanto a que, efectivamente, muchos diputados no estaban en la Sala porque había Comisiones funcionando en forma simultánea con esta sesión.

Corresponde votar en general la iniciativa en debate. Hago presente a las señoras y señores diputados que la totalidad de las disposiciones del proyecto requieren quorum simple para su aprobación.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 51 votos. Hubo una abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado en general el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo la diputada señora Vidal Lázaro Ximena.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en particular la iniciativa.

Corresponde votar el artículo 1° propuesto por la Comisión de Salud, con las modificaciones que le introdujo la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo una abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En votación el artículo 1° propuesto por la Comisión de Salud.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 2° propuesto por la Comisión de Salud, con las modificaciones que le introdujo la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 2º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 3º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 4º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 51 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 5º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 6º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 54 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 7º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 54 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 8º, propuesto por la Comisión de Salud con las modificaciones o enmiendas introducidas por la Comisión de Hacienda.

En votación

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 8º, con la redacción propuesta por la Comisión de Salud.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 9º.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 10.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 11.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 12.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 13.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 14.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 15, con las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 15, con la redacción propuesta por la Comisión de Salud.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 16.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 17, propuesto por la comisión de Salud con las modificaciones o enmiendas introducidas por la Comisión de Hacienda.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el artículo 17, con la redacción propuesta por la Comisión de Salud.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En votación el artículo 18 propuesto por la Comisión de Salud.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 53 votos. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En votación el artículo 19 propuesto por la Comisión de Salud. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 52 votos. Hubo 1 abstención. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Rechazado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Delmastro Naso Roberto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto. 

(Aplausos y manifestaciones en las tribunas)

Pido a los asistentes a las tribunas guardar silencio porque la sesión no ha terminado. En consecuencia, deben permitir que concluyamos nuestras tareas. 

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

RETORNO DEL HOSPITAL CLÍNICO DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE

A LA RED DE SALUD PÚBLICA (Votación)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 766, en virtud del cual se solicita el retorno del Hospital Clínico de la Universidad de Chile a la red de salud pública. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 1 abstención. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge.

-Se abstuvo el diputado señor Rincón González Ricardo.

CREACIÓN DE ÍNDICE DE VARIACIÓN DE PRECIOS DE ALIMENTOS,
TRANSPORTE PÚBLICO Y SERVICIOS BASICOS PARA REAJUSTE
DE REMUNERACIONES DE SECTORES DE BAJOS INGRESOS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 767.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo  N° 767, de los diputados señores Carmona, Chahín, Pérez, don José; Gutiérrez, don Hugo; Castro, Aguiló, Harboe, de la señora Sepúlveda, doña Alejandra, y de los señores Teillier y González, cuya parte dispositiva expresa lo siguiente: 

La Cámara de Diputados acuerda: 

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República tomar las medidas e instruir debidamente para que el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), calcule y publique mensualmente, junto al IPC, un índice de variación de precios de artículos alimenticios, transporte público terrestre y servicios básicos integrados, y que instruya para que sea utilizado en el cálculo del reajuste de las remuneraciones que la ley contempla de los sectores de bajos ingresos, a no ser que en alguna oportunidad sea la aplicación del IPC general el que traiga mayor beneficio a estos sectores. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para intervenir a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín. 

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, lo que busca este proyecto de acuerdo es lograr que se repare una injusticia. 

Habitualmente, los reajustes del salario mínimo y los reajustes del sector público se calculan en base el IPC general. Hay mucha literatura al respecto; incluso, la Cepal desagrega lo que ellos llaman el “IPC de los pobres”, que se calcula sobre la base de la canasta de consumo de las familias que perciben menos de 250.000 pesos mensuales, que es distinta a la canasta de consumo del resto del país. Todos sabemos que el peso de los alimentos, del transporte y de los servicios básicos en la canasta de las familias de menores ingresos es muy superior. De hecho, se calcula que, en los últimos años, el IPC de estas familias -si uno calculara solo la canasta de consumo de aquellos- es más del doble que el del resto. 

Por lo tanto, muchas veces los reajustes de las pensiones, del salario de los funcionarios públicos y del ingreso mínimo en base al cálculo del IPC, en términos reales para esas familias, generan una disminución de su poder adquisitivo en lugar de corregirlo o aumentarlo. 

Entonces, lo que busca el proyecto de acuerdo es que el Instituto Nacional de Estadísticas desagregue el IPC general con el IPC en base a la canasta de consumo de las familias que reciben menos de 250.000 pesos mensuales, para tener un mejor termómetro de la realidad de estas familias y de cuánto aumenta el costo de la vida. Por lo tanto, se pretende reajustar en función de un mejor indicador y no en función de un IPC que no dice relación con su realidad. 

Por lo expuesto, solicito que la honorable Sala apruebe el proyecto de acuerdo. 

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda. 

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo tiene un fin bastante interesante, desde el punto de vista de la transparencia de cómo se conforma el IPC y cuál es su peso específico en relación con las variables que estamos pidiendo que se midan, para que se publiquen en forma diferenciada. 

Los precios de los alimentos, del transporte público, de los servicios básicos, etcétera, son factores que priorizan las familias más humildes, pero que también complican el presupuesto de las familias con menores ingresos. 

Por lo tanto, no solo desde el punto de vista de la transparencia de cómo se está haciendo el cálculo del IPC, sino también para ir focalizando mejor las políticas públicas y diseñar subsidios diferenciados para las familias más humildes, es necesario incluir estos factores de diferenciación en el cálculo. 

Por eso, nos sumamos al proyecto acuerdo del diputado Lautaro Carmona, que tiene estas dos variantes: transparentar cómo se está calculando el IPC y, al mismo tiempo, cómo podemos focalizar políticas públicas en relación a cuantos es el peso específico de cada una de estas variables en los ingresos de las familias. Hoy, cuando se mide la nueva Ficha de Protección Social, uno de los datos más importantes es el ingreso de las familias, y justamente esos son los factores de mayor proporción en el gasto de las familias más humildes. 

Muchas gracias. 

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra para intervenir en contra del proyecto de acuerdo N° 767.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- No hay quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Sandoval Plaza David.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se repite la votación.

En votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 28 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Nuevamente, no hubo quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Meza Moncada Fernando; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Robles Pantoja Alberto; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Sandoval Plaza David; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

El señor ELUCHANS (Presidente).- El proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

RECONOCIMIENTO Y FELICITACIONES AL EJÉRCITO DE CHILE POR
INSTALACIÓN EN COMUNA DE O´HIGGINS (Oficios)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En Incidentes, corresponde el turno al Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, por 19,5 minutos.

En primer lugar, tiene la palabra, por 5 minutos, el diputado David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, en primer lugar, en esta ocasión, quiero referirme a un hecho que para el país es extremadamente importante.

Desde hace algunas semanas se han venido señalando las dificultades en materia de control fronterizo en la parte sur de la comuna de O´Higgins, específicamente al sur del Lago O´Higgins, un área con una enorme sensibilidad histórica y gran carga emocional, porque allí está Laguna del Desierto, que hoy no le pertenece a Chile porque en algún momento del pasado ciertos gobiernos consideraron que no era relevante resguardar de manera efectiva nuestro territorio. Hoy, Laguna del Desierto no existe dentro de los límites del país.

Además, también es necesario señalar que, en esta misma zona, tan frágil y particular, ni siquiera aún ha sido posible definir los límites exactos entre Chile y Argentina, y todavía hay un espacio importante, en las inmediaciones del cerro Fitz Roy, que no ha sido posible medir. 

Por lo tanto, extraño que, a pesar de todas estas circunstancias, aún hoy, en el siglo XXI, no seamos capaces de ejercer a cabalidad la presencia institucional del Estado en todo el territorio, con mayor razón en esos espacios que tienen la particularidad antes mencionada. 

El alcalde de O´Higgins, señor Roberto Recabal, en una presentación que hizo hace tres semanas en la Comisión de Zonas Extremas, señaló que al sur del Lago O´Higgins no había control fronterizo, por lo que los argentinos entraban y salían sin ninguna instancia de control, incluso pasando por las mismas instalaciones que Chile tenía en ese sector. Eso es irresponsable y es necesario corregirlo.

La semana antes pasada, en la misma Comisión de Zonas Extremas, escuchamos una larga, interesante e ilustrativa exposición del comandante en jefe del Ejército sobre políticas en materia de instalaciones y desarrollo de esta importante institución del Estado. Y hoy, el comandante en jefe del Ejército ha señalado que, respecto a la comuna O´Higgins, tan austral y aislada del país, donde un grupo de colonos, pioneros y pioneras, con tanto esfuerzo ha logrado salir adelante, puede entregar una gran noticia: el Ejército ha resuelto instalarse en dicha comuna.

Señor Presidente, por su digno intermedio, quiero hacer llegar al Ejército, en nombre de la Cámara de Diputados, nuestro reconocimiento y felicitaciones por esa visión de país, de Estado, de control del territorio, que tendrá un significativo impacto en una comuna tan austral como ésa.

También pido que se oficie al comandante en jefe de la Armada, al comandante en jefe de la Fuerza Aérea y al general director de Carabineros, para incentivarlos con la misma voluntad, de manera que, en primer lugar, la Armada instale una capitanía de puerto en ese lago binacional. Hay tres lagos binacionales en el país, y los tres están en esa zona. Es necesario que la Armada tenga cabal presencia en ese lago binacional.

Asimismo, pido que la Fuerza Aérea ejerza nuevamente la operación Campo de Hielo Sur, un área importante para el adiestramiento de pilotos, los cuales, en lugar de ir a La Antártica, practicaban en Campo de Hielo Sur.

Igualmente, pido al general director de Carabineros de Chile que adopte las medidas pertinentes para que la institución vuelva a ejercer cabalmente ese control, aun cuando sabemos que a ellos no les compete.

Tampoco queremos que se instale a ese personal en containers o viviendas construidas en la época del conflicto de Laguna del Desierto, sino que tengan la dignidad, el reconocimiento y dispongan de la infraestructura que sea necesaria. Incluso, creo que debería estimularse a los carabineros, con un aumento en la asignación de zona, porque reciben 125 por ciento, lo mismo que un funcionario que se desempeña en la comuna de Cochrane o a 40 u 80 kilómetros, en Coyhaique Alto, en la capital de la región.

Obviamente, hay que valorar eso, por lo que pido que, por su digno intermedio, se remitan los oficios que indiqué anteriormente, como también las felicitaciones a una institución tan importante como el Ejército de Chile, que ha resuelto, con una visión de Estado, instalarse en la más austral, fronteriza y compleja comuna de la Región de Aysén.

Adicionalmente, espero que el gobierno, en su conjunto, implemente una política de Estado con todos los sectores fronterizos de nuestra región, porque no puede ser posible que aún esos sectores tengan tales condiciones de precariedad y de bajo desarrollo.

He dicho. 

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando su mano y de los cuales la Secretaría ha tomado debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO PARA CUMPLIMIENTO DE PENAS
ALTERNATIVAS EN COMUNA DE MELIPILLA (Oficio)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por 5 minutos, el diputado Cristián Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, cualquier proyecto de instalación de una cárcel en una ciudad genera una reacción espontánea de rechazo en la comunidad, más aún cuando la modificación de la ley general de urbanismo y construcciones de 2009 prohibió que las direcciones de obras municipales conocieran proyectos de esta naturaleza. Por lo tanto, la comunidad, representada por los municipios, solo se entera o informa de un proyecto así cuando ya se inician las obras de construcción y empieza a esparcirse la noticia a través de la voz oficial de la ministra de Justicia.

Hemos tomado conocimiento de un proyecto similar para la comuna de Melipilla, en el inmueble abandonado de la otrora cárcel de esa ciudad, situado a media cuadra de la plaza principal. Se pretende desarrollar un proyecto que considera la posibilidad de que los condenados de las provincias de Talagante y de Melipilla puedan cumplir allí sus penas alternativas; esto es, que el Patronato de Reos pueda controlar la firma de la remisión condicional de la pena, la libertad vigilada y supervigilar los trabajos forzados que imponen los tribunales de justicia.

Sin lugar a dudas, este proyecto ha provocado alguna inquietud en la comunidad y, aunque este diputado ha desmentido el hecho de que se trate de una cárcel propiamente tal, pido que se oficie a la señora ministra de Justicia, con el objeto de que nos envíe un informe completo acerca de ese proyecto que se pretende ejecutar, que dice relación con la aplicación de penas alternativas para la comuna de Melipilla, recinto que estaría emplazado en la excárcel de la ciudad.

Es muy conveniente aclarar que no se trata de una cárcel propiamente tal, para informar y dar tranquilidad a la comunidad. Por eso es necesario y urgente un informe de la autoridad competente.

Por lo anteriormente expuesto, solicito que se oficie a la señora ministra de Justicia para que informe a este diputado sobre todo el proyecto definitivo relacionado con este centro que va a permitir el cumplimiento de las penas alternativas que establece la ley N° 18.216 y sus modificaciones.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

AUDITORÍA A PROCESOS DE RECONOCIMIENTO DE TÍTULOS
PROFESIONALES OBTENIDOS EN EL EXTRANJERO (Oficios)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Marisol Turres.

La señora TURRES (doña Marisol).- Señor Presidente, en la edición de hoy del diario El Mercurio se informa que la Brigada de Delitos Económicos de la PDI detuvo, por el delito de ejercicio ilegal de la profesión de médico, a los señores Rodolfo Ibarra Leiva y Daniel Poblete Masferrer, quienes ejercieron durante un año como médico cirujanos en el Centro Referencial de Salud (CRS) de Maipú, con un sueldo mensual aproximado de 3 millones de pesos, tras obtener el título fraudulento, supuestamente, en Ecuador.

Según la nota, la investigación comenzó en agosto de 2012 por una denuncia en contra de Ibarra por venta de licencias médicas. La seremi de Salud Metropolitana constató que él obtuvo el título de médico en la Universidad Laica Eloy Alfaro, de Ecuador, al igual que el señor Poblete, tras haber presentado falsas concentraciones de notas de la carrera de medicina de la Universidad de Chile. Ambos recibieron el título en el país sudamericano, con el que existen convenios de cooperación académica. 

La PDI confirmó que ninguno de los dos imputados estudió medicina en Chile. Sí fueron alumnos de kinesiología, carrera de la que Poblete se tituló en 1996, mientras que el señor Ibarra fue expulsado de ella por mal rendimiento.

La Fiscalía Occidente decidió anoche no imputarlos y dejarlos apercibidos. En el CRS se incautaron licencias médicas, delantales, credenciales y otros artículos usuales de los médicos.

Lamentablemente, este no es el único caso conocido últimamente. El pasado 15 de junio, en Puerto Montt, la fiscalía local del Ministerio Público formalizó una investigación por el delito de ejercicio ilegal de la profesión de médico cirujano en contra de don Patricio Abelardo Rondón Ramos, quien presentó ante las autoridades chilenas un título de médico cirujano supuestamente emitido por la Universidad de Guayaquil, Ecuador, en 1998, además de una concentración de notas. Con esos documentos falsos, en 2004 validó, ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, los estudios que habría cursado en el extranjero. Posteriormente, habría presentado documentación similar para cursar la especialidad médica de siquiatría en la Universidad de Santiago.

A través de la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones de la Fiscalía Nacional se obtuvo la certificación de la Secretaría Nacional de Educación de Ecuador en cuanto a que Patricio Rondón no registra títulos inscritos en ese registro y que el número de registro de los documentos presentados por el supuesto médico en realidad corresponden a la inscripción de un título de una sicóloga. Por su parte, la Universidad de Guayaquil certificó que el nombre del imputado no aparece en sus registros. Hago presente que la Universidad de Santiago dijo que, de existir documentación de este médico de cuándo realizó su internado, su beca, ella se habría extraviado. 

Según la fiscalía, en su calidad de siquiatra, el imputado mantenía una consulta particular y otra en el Centro Médico de la Dirección de Previsión de Carabineros, en Puerto Montt, donde atendía a funcionarios de esa institución, de la PDI, de Gendarmería y a sus familiares. Desde 2004, habría emitido 336 licencias como médico cirujano, a las que se suman otras 6.063 como especialista en siquiatría.

La investigación se inició en agosto de 2012, luego de que una cuñada del imputado presentara una denuncia por ejercicio ilegal de la profesión. La misma mujer fue meses antes detenida en Ecuador cuando intentaba legalizar un título falso de doctor en medicina general y cirugía a nombre de Patricio Rondón Ramos, quien quedó sujeto a las medidas cautelares de arraigo nacional y firma quincenal ante la Fiscalía Local de Puerto Montt, durante los 150 días que se fijaron para la investigación.

Según lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, del decreto con fuerza de ley N° 153, de 1981, del Ministerio de Educación, a la Universidad de Chile, a través de su Prorrectoría, le corresponde la atribución privativa y excluyente de reconocer, revalidar y convalidar títulos profesionales obtenidos en el extranjero, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales. Los convenios internacionales vigentes son, entre otros, el Convenio sobre Mutuo Reconocimiento de Exámenes y de Títulos Profesionales entre Chile y Ecuador, celebrado en Quito el 17 de diciembre de 1917, cuyas ratificaciones fueron canjeadas el 26 de mayo de 1937.

Tres casos similares de supuestos médicos titulados en Ecuador muestran que algo no se está haciendo bien en el proceso de reconocimiento de títulos profesionales. Esos casos hacen temer que haya otros profesionales con títulos falsos circulando por nuestro país. Hago presente que el 78,8 por ciento de los médicos titulados en el extranjero reprueba el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, exigible para la revalidación de título en nuestro país. 

Por lo tanto, pido que se oficie a los ministros de Relaciones Exteriores, de Salud y de Educación, con el objeto de pedirles la realización de una auditoría a los procesos de reconocimiento de títulos profesionales de médicos obtenidos en el extranjero. También pido que se nos informe sobre los títulos de médicos y otras profesiones reconocidos durante los últimos diez años y, por último, acerca de las medidas que se adoptarán para evitar que estos delitos se sigan cometiendo.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo manifiestan a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS Y PLAZOS PARA TRASLADO DE
VERTEDERO DE ANTOFAGASTA Y SOBRE POLÍTICAS PÚBLICAS EN
GESTIÓN DE RESIDUOS DOMICILIARIOS (Oficios)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, estoy preocupado por el aumento de los residuos domiciliarios en Antofagasta. De hecho, la generación de basura ha crecido en 34 por ciento. 

Hace algunos días, el programa de Televisión Nacional “21 Días” dejó al descubierto la cruda realidad del submundo de la basura en el vertedero municipal, que se ubica en el sector norte, casi ya en el centro de la ciudad de Antofagasta. 

Necesitamos que el Gobierno sea un ente cooperador y haga un esfuerzo, el mismo que ha hecho el municipio, a través de la alcaldesa Karen Rojo, para que la solución de trasladar el vertedero desde la zona en que actualmente se ubica sea realidad. 

Por tal razón, pido que se oficie a la alcaldesa de Antofagasta, para que nos informe sobre las actuaciones que ha realizado para abordar la problemática del traslado del vertedero al sector de Chaqueta Blanca de Antofagasta, considerando los plazos previstos para llevarlo a cabo. 

Por otro lado, es nuestro interés saber si el municipio contempla desarrollar algunos programas tendientes a educar a la comunidad en materia de reciclaje. Es necesario enseñar a nuestra comunidad, particularmente a nuestros jóvenes, que a la basura se le puede sacar provecho, que con el reciclaje de los residuos domiciliario se puede generar recursos.

También pido que se oficie a la ministra del Medio Ambiente para que informe sobre las políticas públicas en gestión de residuos domiciliario y el estado de avance del proyecto de ley que establece la responsabilidad extendida del productor, algo por lo que he venido luchando desde hace mucho tiempo. De esta forma, los productores deberán hacerse cargo de los residuos que generan sus productos. En otras palabras, las industrias también deberán ser colaboradoras en los procesos de reciclaje.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

IMPLEMENTACIÓN DE PLAN HABITACIONAL PARA GENDARMES
DE LA REGIÓN DE ANTOFAGASTA (Oficios)

El señor ROJAS.- Señor Presidente, por otra parte, nos alegramos de la próxima inauguración de la cárcel concesionada de Antofagasta, hecho que se produce después de diez años de espera, ya que la actual cárcel pública está colapsada, debido al gran aumento de internos, lo que hace necesario un traslado de internos al nuevo establecimiento.

Sin embargo, existe un problema mayor respecto de esta materia, que dice relación con la calidad de vida de los gendarmes que prestan servicios en nuestra región, especialmente en nuestra ciudad de Antofagasta, ya que ni siquiera pueden habitar una casa fiscal y, por lo tanto, no tienen los incentivos para querer prestar sus servicios en nuestra ciudad, más aún cuando el desarrollo de la actividad minera hace que sus sueldos no les alcance ni siquiera para arrendar viviendas, porque están a precios excesivamente altos.

Esos funcionarios de Gendarmería han conversado conmigo respecto de los muchos problemas que los afectan. No solamente los internos sufren por estar privados de libertad, sino que los funcionarios de Gendarmería tienen problemas en el trabajo, en su desarrollo y por la poca capacidad económica que tienen para vivir en nuestra región, que es la más cara de Chile, lo que les provoca problemas en su calidad de vida, por lo que muchos quieren emigrar pronto de Antofagasta, porque no tienen dónde vivir.

Por lo tanto, solicito oficiar a la ministra de Justicia y al director de Gendarmería de Chile, con el objeto de que desarrollen un plan habitacional para los gendarmes de nuestra Región de Antofagasta, porque están padeciendo una situación muy problemática y compleja.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

FINANCIAMIENTO DE TRAMO II-A DEL PLAN DE MEJORAMIENTO
DEL SISTEMA DE AGUAS LLUVIAS DEL CANAL PAPEN,
REGIÓN DEL BIOBÍO (Oficios)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique von Rysselberghe.

El señor RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, el 2005 se produjo una de las inundaciones más graves ocurridas en la comuna de Chiguayante, Región del Biobío, que afectó a una gran cantidad de vecinos que vieron sus casas severamente anegadas por el desborde del canal Papen, que es considerado el principal evacuador de aguas lluvias de dicha comuna.

Desde ese momento, para ir resolviendo los problemas de inundación mencionados, la canalización de dicho cauce se ha dividido en etapas que permiten mejorar la capacidad hidráulica del mismo.

En este contexto, tras un sistemático e intenso seguimiento del proceso en conjunto con el alcalde de Chiguayante, señor Antonio Rivas, y con el presidente del Comité de Inundados del Canal Papen, señor Luis Oliva, en junio obtuvimos la Recomendación Favorable del Ministerio de Desarrollo Social para el Mejoramiento del Sistema de Aguas Lluvias del Canal Papen en su Tramo II-A, por una extensión cercana a los 700 metros y por un valor aproximado a los 1.700 millones de pesos. Ahora resta la consecución del financiamiento, el que debiera darse mediante una combinación de fondos sectoriales y regionales.

A su vez, cabe destacar que, en la medida en que se termine dicha canalización, se da pie para llevar adelante proyectos de construcción de nuevos consultorios, pavimentaciones y cruces ferroviarios, obras muy anheladas y esperadas por la comunidad, que hoy no pueden ver la luz debido a los riesgos de inundaciones que se generan por el hecho de no tener terminadas esas obras.

Por lo tanto, solicito oficiar a la ministra de Obras Públicas, señora Loreto Silva, y al intendente regional del Biobío, señor Víctor Lobos, con el objeto de que realicen todas las gestiones que permitan obtener a la máxima brevedad el financiamiento para la construcción del tramo II-A de ese canal, lo que permitirá iniciar esas obras durante el segundo semestre de este año.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado José Miguel Ortiz.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.34 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.14 horas.

El señor MARINOVIC (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INFORMACIÓN SOBRE CAUSAS DE RETRASO EN ADJUDICCIÓN DE
SUBSIDIO PARA COMITÉ DE MEJORAMIENTO DE VIVIENDAS
“NUESTRO BARRIO”, DE LA COMUNA DE VICTORIA (Oficios)

El señor MARINOVIC (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en primer término, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, con copia al director del Serviu de la Región de La Araucanía, a objeto de que nos informen sobre las causas del retraso de la adjudicación del subsidio de mejoramiento a través del Programa de Protección del Patrimonio Familiar para el Comité Mejoramiento de Viviendas “Nuestro Barrio”, de la comuna de Victoria, beneficio al que su presidenta, señora Lucía Albornoz, ha postulado en innumerables ocasiones. Como hasta la fecha aún no se ha procedido a efectuar la señalada adjudicación, quiero que se me den a conocer las razones y los factores que han provocado el retraso, en circunstancias de que muchos de sus miembros son adultos mayores, cuyas viviendas están en muy mal estado, puesto que están ubicadas en poblaciones de sectores muy antiguos de la comuna de Victoria.

Es muy importante que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través del Serviu de la Región de La Araucanía, dé una explicación, en forma directa, a la presidenta de ese comité respecto de las razones por las que a pesar de que ha postulado en varias ocasiones a ese subsidio este aún no les ha sido otorgado.

Me he reunido en dos oportunidades con la seremi de Vivienda y Urbanismo de la Región de La Araucanía, señora Paz Serra, para plantear la situación que afecta a esos vecinos de la comuna de Victoria, quien a pesar de que siempre ha dado muy buenas esperanzas de que por la antigüedad el subsidio está próximo a salir, hasta el momento han sido otros los comités beneficiados, a la primera oportunidad en que postulan, de manera que queremos saber las razones que explican aquella postergación.

Además, solicito que se envíe copia de mi intervención a la presidenta del Comité de Mejoramiento de Viviendas “Nuestro Barrio”, de la comuna de Victoria, señora Lucía Albornoz, cuyo domicilio dejaré a disposición de la Secretaría.

El señor MARINOVIC (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

FISCALIZACIÓN DE IRREGULARIDADES EN ESTABLECIMIENTOS
EDUCACIONALES DE COMUNA DE LONQUIMAY (Oficios)

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, por otra parte, pido que se oficie al subsecretario de Educación, para solicitarle que lleve adelante un proceso de fiscalización en Lonquimay en relación con una serie de casos muy emblemáticos relacionados con varios establecimientos educacionales de esa comuna.

En primer lugar, en la Escuela Pedregoso desde hace dos meses que no se imparten clases de matemáticas, situación que ha impedido cumplir con los planes de estudio de esa asignatura. En febrero pasado se debería haber contratado un profesor de reemplazo para ese ramo, pero dicha contratación se llevo a cabo en junio.

Por otra parte, el programa de lengua indígena tampoco fue impartido entre marzo y junio, en circunstancias de que, por el porcentaje de población de pueblos originarios de Lonquimay, resulta obligatoria su enseñanza.

Asimismo, en la escuela fronteriza de esa comuna, hasta la fecha su directora no ha podido formar su equipo de trabajo, porque el alcalde no acepta el que ella quiere nombrar, a pesar de que la directora de ese establecimiento educacional fue elegida mediante el procedimiento de Alta Dirección Pública en el área de educación, sobre la base de lo establecido en la ley N° 20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación, cuerpo legal que la faculta a conformar su equipo de trabajo, de modo que la actitud del alcalde vulnera dicha norma de manera flagrante, sin perjuicio del reemplazo que debería hacerse en ese establecimiento fronterizo, que en la actualidad funciona en la escuela El Naranjo.

En consecuencia, solicito que se respete la autonomía de los directores de los establecimientos educacionales, de conformidad con lo que preceptúa la ley N° 20.501, y que el alcalde de Lonquimay cumpla con su obligación legal y que permita el buen funcionamiento y el cumplimiento de los planes de estudio en esa comuna.

Finalmente, solicito que copia del oficio se envíe al concejal de Lonquimay señor Patricio Lagos.

He dicho.

El señor MARINOVIC (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

RECHAZO A TRASLADO DE POBLACIÓN PENAL DESDE EL NORTE
DEL PAÍS A LA REGIÓN DE MAGALLANES (Oficios)

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, pido que se oficie a la ministra de Justicia, al director nacional del Sename, al director nacional de Gendarmería, al intendente de la Región de Magallanes y a la Asociación de Funcionarios de Gendarmería y del Sename, con la finalidad de reiterar una solicitud que hice hace tres años, al poco tiempo de asumir como diputado, en el sentido de explicar a las autoridades centrales del Ministerio de Justicia lo importante que es para la Región de Magallanes que no se traslade población penal desde el norte del país hacia nuestra región.

En relación con la materia, dejaré en poder de la Secretaría un documento en el que se da a conocer una situación que se produjo hace pocos días, en la que menores tomaron como rehén a un educador y agredieron a gendarmes. Los funcionarios de la institución, molestos, han protestado por esa situación, y con toda razón.

Somos una comunidad aislada y nuestra población penal tiene características especiales: las personas están detenidas por delitos de menor cuantía y gravedad que los que en muchos casos cometieron los internos de las poblaciones penales de otras regiones. No queremos que nos lleven presos del norte del país a nuestra región a capacitar a nuestros internos en hechos delictuales. Lo que queremos es contar con mecanismos importantes -hemos trabajado en ello-, como talleres de rehabilitación y de capacitación. Con nuestra propia población penal tenemos suficiente.

Pido que la ministra de Justicia tome cartas en el asunto y disponga que no nos manden presos del norte del país -como ha ocurrido- a la Región de Magallanes. De hecho, en el centro penitenciario de Río de los Ciervos casi ocurrió una desgracia. No queremos que un funcionario o que algún otro interno resulte dañado por la presencia de presos que, evidentemente, tienen otro nivel de peligrosidad, distinto al de los que son de nuestra región.

Dejaré a disposición de la Secretaría los recortes de prensa que dan cuenta de la situación expuesta, a fin de que se adjunten al oficio.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

EVALUACIÓN DE AMPLIACIÓN DE CUOTA PARA PESCADORES DE RAYAS
DE REGIÓN DE MAGALLANES (Oficios)

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, en segundo término, pido que se oficie al subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, a fin de que disponga que se amplíe la cuota de captura del recurso raya, de acuerdo con la solicitud de los pescadores asociados al Sindicato de Rayeros de Magallanes, quienes manifestaron que han tenido problemas en relación con dicha cuota. La idea es que esos pescadores puedan operar durante esta temporada. Lamentablemente, no han podido hacerlo debido a la veda establecida para ese recurso, que constituye fauna acompañante de otra pesquería, según establece la norma respectiva.

Pido al subsecretario de Pesca que disponga que se autorice a los pescadores de rayas de la Región de Magallanes a extraer en un 20 por ciento los recursos Raya Volantín y Raya Espinosa.

Haré entrega a la Secretaría de un documento en el que se detalla la petición señalada, a fin de que se adjunte al oficio. Pido que copia del mismo se envíe al director regional de la Subsecretaría de Pesca, al intendente de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena y al Sindicato de Rayeros de Magallanes.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican y de quien preside.

INVESTIGACIÓN POR ATRASO EN INSTALACIÓN DE PARADEROS DE
LOCOMOCIÓN COLECTIVA EN CIUDAD DE PUNTA ARENAS (Oficios)

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, en tercer lugar, pido que se oficie al ministro de Transportes, señor Pedro Pablo Errázuriz, con copia a la subsecretaria de esa cartera, señora Gloria Hutt, al secretario regional ministerial de Transportes de la Región de Magallanes y al alcalde de Punta Arenas, don Emilio Boccazzi, a fin de que se realice una investigación sobre los motivos del atraso en las instalaciones de paraderos de locomoción colectiva en Punta Arenas. Estamos en el mes de julio y el invierno trae consigo problemas complicados para los miles de magallánicos y de puntarenenses que usan la locomoción colectiva y que ven con preocupación que desde hace varios meses en nuestra ciudad están construidas las bases de cemento para los paraderos, pero estos aún no se han instalado.

Hace dos meses, solicitamos al secretario regional ministerial de Transportes que nos diera una respuesta en relación con esta situación. Entendemos que esta materia está delegada en el municipio. No obstante, pido al ministro de Transportes y Telecomunicaciones que disponga una investigación sobre lo ocurrido. Hace varios meses deberían haber estado instalados los paraderos. En la ciudad de Natales estos ya fueron construidos. Se han hecho inversiones millonarias, a solicitud, entre otros, de este diputado, para que quienes utilizan el transporte público estén protegidos durante el invierno. Lamentablemente, aquello no ha ocurrido en Punta Arenas. No queremos que recién en septiembre, cuando haya pasado la nieve, el viento y el frío, quienes tenían que hacer la pega de instalar los paraderos se preocupen de cumplir su obligación.

Reitero mi petición de que se investigue esta situación y se determine quiénes son los responsables del atraso en la instalación de paraderos de la locomoción colectiva en nuestra ciudad de Punta Arenas.

He dicho. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican y de quien preside.

INVESTIGACIÓN DE PLAN DE CONTINGENCIA POR MOVILIZACIÓN DE
MANIPULADORAS DE ALIMENTOS EN REGIÓN DE LOS RÍOS (Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, pido que se oficie al contralor general de la República, a la directora de la Inspección del Trabajo, a la autoridad sanitaria de la Región de Los Ríos, y al secretario general de la Junaeb, a fin de hacerles presente los hechos que voy a señalar.

Las manipuladoras de alimentos constituyen un sector cuyos derechos laborales deben defenderse como primera prioridad. Luego de muchas movilizaciones y de mucha organización, en la administración anterior se logró que esas trabajadoras contaran con contratos anuales, situación que no ocurría. Las manipuladoras de alimentos han avanzado enormemente en lograr que se dignifiquen los derechos de las asociadas a sus sindicatos, y en mejorar la prestación del servicio de colaciones que diariamente deben realizar.

Desgraciadamente, no hay un pleno respeto a sus derechos laborales y se han incumplido muchas normas laborales, sanitarias y administrativas, lo cual quiero denunciar y pedir que se investigue.

En la Región de Los Ríos, la empresa Ibasa es una de las adjudicatarias prestadoras del servicio de alimentación. Durante el mes de abril, ejecutivos de esa empresa concurrieron a una reunión en las oficinas regionales de la Junaeb, a la que asistieron representantes de la Junaeb, de la Dirección del Trabajo, de los sindicatos de manipuladoras de alimentos y este parlamentario, a solicitud expresa de los sindicatos. En esa reunión se estableció y se consignó en acta que había una serie de incumplimientos por parte de la empresa con la Junaeb y con las trabajadoras, que redundaban en la pérdida de beneficios, de bonos y de otras prestaciones, precisamente por responsabilidad de la empresa. Hubo un compromiso de subsanar esos incumplimientos con todos los actores involucrados.

Sin embargo, ante el escaso avance en la concreción de dichos compromisos, la semana pasada, las manipuladoras de alimentos procedieron a realizar movilizaciones en varias comunas de la Región de Los Ríos. Veinticinco establecimientos fueron a huelga.

Lo más sorprendente, que quiero que se investigue, es que la semana pasada, cuando se iniciaron las movilizaciones, la dirección de la Junaeb procedió a reemplazar a las manipuladoras, que se encontraban legítimamente en huelga, por personal no calificado. Ello atenta completamente contra las normas y los procedimientos de la Junaeb, en términos de que las colaciones deben ser entregadas por manipuladoras de alimentos capacitadas.

Quiero que el secretario general de la Junaeb me informe y que la Contraloría investigue en virtud de qué norma y bajo qué parámetros se estableció ese plan de contingencia. Quiero saber quiénes reemplazaron a las manipuladoras de alimentos, cuál era su idoneidad profesional y su capacitación. Pido que la autoridad sanitaria, donde quedó estampada una denuncia sobre esta situación, inicie las investigaciones correspondientes para determinar responsabilidades en el ámbito sanitario, puesto que con la medida señalada se ha puesto en riesgo a la población, a los niños y niñas que reciben colaciones.

Pido que la Inspección del Trabajo fiscalice e informe en qué estado se encuentran el pago de gratificaciones a las manipuladoras de alimentos, el pago de sus cotizaciones previsionales y cuál es el estado financiero de la empresa prestadora de servicios de alimentación Ibasa.

Solicito que la Contraloría investigue si la empresa Ibasa ha dado cumplimiento estricto a las bases de licitación, en términos de plazos, calidad de las prestaciones y otras obligaciones. Pido que esto se haga a la brevedad.

Reitero mi petición a la autoridad sanitaria de la Región de Los Ríos en orden a que informe sobre el estado de avance de la denuncia que las propias manipuladoras establecieron, ese mismo día, ante la autoridad sanitaria de la Región de Los Ríos, y cuáles son los sumarios o investigaciones sumarias que se han llevado a cabo por parte de ella.

En concreto, pido que se oficie al contralor general de la República, a la directora nacional del Trabajo, al director del Servicio Sanitario y al director nacional de la Junaeb, con el propósito de que me informen detalladamente sobre lo que mencioné.

Además, pido que se envíe copia de mi intervención a los presidentes de los sindicatos de manipuladoras de alimentos, cuyos nombres y direcciones dejaré a disposición de la Secretaría.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión del diputado Roberto León y de quien habla. 

FISCALIZACIÓN DE PLANTA LICANCEL, DE LA EMPRESA CELCO, POR
CONTAMINACIÓN DEL RÍO MATAQUITO (Oficio)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al superintendente del Medio Ambiente, con el objeto de que ordene realizar una fiscalización a la planta de celulosa Celco Licancel, en la comuna de Licantén, provincia de Curicó.

Diversos pescadores de la zona han realizado denuncias, porque el río Mataquito ha desplazado al mar algunos peces muertos. Algunas especies fueron enviadas al IFOP de Puerto Montt, pero lo importante es que la Superintendencia intervenga en este caso. Cabe recordar que la empresa Celulosa Celco, del grupo Angelini, ha hecho un negocio con la contaminación, debido a lo cual Celulosa Arauco tiene problemas en distintos puntos del país.

Como la denuncia de los pescadores fue respondida en forma brutal por los ejecutivos de la empresa, es necesario que la Superintendencia del Medio Ambiente realice una investigación en la ribera del río para detectar la existencia de residuos y analice las muestras que están en el IFOP, para saber si estamos en presencia de un nuevo caso de contaminación de las aguas del río Mataquito.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE SUSPENSIÓN DE PROYECTOS HABITACIONALES
EN COMUNA DE VICHUQUÉN (Oficio)

El señor LEÓN.- Señor Presidente, en segundo lugar, seguimos escuchando decir al Presidente de la República que se siente orgulloso de lo que se ha hecho en reconstrucción.

Debo decir que en la comuna de Vichuquén, específicamente en el sector de Lipimávida, se estaban levantando 63 viviendas, cuya construcción se paralizó hace dos meses, debido a que no existe factibilidad de proveerlas de agua potable. Las viviendas eran para damnificados por el terremoto, algunos de los cuales se habían acogido a los programas especiales de arrendamiento. 

Lo que me cuesta entender es que se cree la sensación de que el problema de viviendas que afecta a las personas afectadas por el terremoto se está solucionando, en circunstancias de que no existe nada y de que el problema de abastecimiento de agua no es algo que se vaya a solucionar fácilmente.

Asimismo, en el poblado de Boyeruca hay otras viviendas cuya construcción también se inició, pero se ha avanzado muy poco porque desde hace tres meses que las obras están suspendidas. Se trata de 36 familias que están esperando con angustia y rabia, porque el Gobierno y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo no han dado respuesta a sus inquietudes.

Por eso, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que nos informe qué ha sucedido con la construcción de las viviendas. Asimismo, quiero aprovechar esta ocasión para pedirle que responda los oficios que pedí enviar hace más de 30 días y cuyos números constan en la Secretaría. En esta oportunidad, quiero reiterarlos, porque no es aceptable que, además de demostrar indolencia con los afectados, no cumpla con su obligación legal de responder los oficios que le envía la Cámara de Diputados, en su calidad de ente fiscalizador.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados Alfonso de Urresti y de quien habla.

PAGO DE ASIGNACIÓN A MÉDICO GENERAL DE ZONA DE
COMUNA DE FREIRINA (Oficios)

El señor LEÓN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles. 

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Salud y al director del Servicio de Salud de Atacama, con el objeto de plantearle un problema existente en la comuna de Freirina.

Allí hay dos médicos generales de zona. A uno de ellos, el doctor Santander, que llegó allí hace poco tiempo, se le pidió que hiciera turnos de llamada; es decir, debe atender a los pacientes que requieran sus servicios, sobre todo los fines de semana, fuera del horario contratado.

Sin embargo, a ese nuevo médico que llegó a Freirina no se le está pagando la asignación de llamada, lo que me parece arbitrario porque sí se la pagan a la otra doctora general de zona. Considero que la situación debe ser corregida cuanto antes, porque el doctor Santander ha desarrollado su trabajo en forma normal. Evidentemente, en algún momento, no se sentirá obligado a atender pacientes fuera de su jornada de trabajo, debido a lo cual la población se quedará sin atención. Espero que el director del Servicio de Salud solucione esta situación a la brevedad.

Pido que se envíe copia de mi intervención al concejo de Freirina, al director del Servicio de Salud de Atacama y al director del consultorio de la ciudad.

El señor LEÓN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ATENCIÓN URGENTE A PERSONAS AFECTADAS POR DIVERSAS
PATOLOGÍAS GRAVES (Oficios)

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Salud, para hacerle presente la situación de algunas personas que tienen problemas de salud desde hace ya bastante tiempo. 

Por ejemplo, don Nelson Acosta Orellana, de 78 años de edad, de Freirina, está afectado por una hipertrofia prostática severa desde hace más de cuatro años. Se le recomendó cirugía, pero fue sacado del pabellón sin ser operado, debido a que había otras urgencias que atender. Hoy tiene serios problemas. Lleva cuatro años de espera, en circunstancias de que lo recomendable es que sea operado dentro de 60 días. Actualmente, está orinando por rebalse. Por eso, es necesario solucionar rápidamente este problema, en consideración al tiempo que lleva esperando una respuesta.

A la señora Giovanna Leuquén Tolosa, RUT N° 12.208.825-1, se le diagnosticó cáncer de mama, en abril de este año, después de realizarle una biopsia. Su problema debió ser resuelto en mayo, pero todavía está esperando. La primera consulta la hizo en junio de 2012, pero no se siguieron todos los protocolos para establecer un diagnóstico adecuado y el tratamiento correspondiente. Ha pasado mucho tiempo y la señora Giovanna aún no tiene una solución. Como el cáncer de mama está en el AUGE, debiera ser atendida dentro de 30 días, pero tampoco ha ocurrido, por lo que sería necesario que el director del Fonasa también me informe sobre lo que está ocurriendo en este caso.

La señora Myriam Godoy Vallejos, RUT N° 7.525.717-1, presenta una incontinencia de orina de esfuerzo. Su caso fue analizado por el servicio de urología y se le indicó cirugía. Sin embargo, todavía no llaman ni operan a esa persona, que tiene serios problemas para desplazarse en forma normal. Entiendo que problemas como este debieran tener prioridad, a pesar de no estar incluidos en el AUGE, porque son invalidantes.

Don Luis Pinto Valenzuela, RUT N° 4.688.656-9, fue hospitalizado por una hemorragia digestiva alta en el hospital de Copiapó. Se le diagnosticó una úlcera duodenal, y fue tratado y hospitalizado en enero de este año. Luego, se derivó a un especialista; sin embargo, hasta este minuto no ha sido controlado. Se supone que debería haber sido atendido los primeros días de marzo, pero hasta este minuto nunca lo han llamado, por lo que considero que aquí hay un problema administrativo, porque se trata de casos de urgencia, como es una hemorragia digestiva alta.

El señor LEÓN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

SOLUCIÓN A PROBLEMAS EN RETORNO DE CARRETERA AL
NORTE DE COMUNA DE VALLENAR (Oficio)

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en otro orden de cosas, quiero que se oficie a la ministra de Obras Públicas, y por su intermedio, al director de Vialidad de la Región de Atacama, porque en el acceso a la mina Los Colorados, al norte de Vallenar, los camiones no están accediendo al retorno, sino que cruzan la carretera y ponen en riesgo a todas las personas que transitan por la carretera de doble vía.

En otras ocasiones he manifestado que este sistema me parece inadecuado. A cinco kilómetros al norte de Vallenar, existe un retorno; sin embargo, los camiones que quieren retornar se desplazan hasta la pista de aceleración y cruzan la carretera, con lo que provocan un riesgo serio para el resto de los conductores. De hecho, ya han ocurrido algunos accidentes. Por eso, es importante que se coloquen barreras, para solucionar el problema de manera definitiva.

Por eso, pido que se oficie a la ministra de Obras Públicas y, por su intermedio al director de Vialidad de la Región de Atacama para que esta carretera cuente con las mismas condiciones que las del resto del país.

He dicho.

El señor LEÓN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.41 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros. (boletín N° 9015-05)
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad para la entidad encargada de la supervisión de los mercados de valores y seguros, transformando la actual Superintendencia en una Comisión de Valores y Seguros e introduciendo mejoras relevantes en materia de gobierno corporativo, procesos regulatorios y sancionatorios conforme a los mejores estándares y recomendaciones internacionales.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

1. Transformación del mercado de valores

En las últimas décadas los mercados de valores y seguros han experimentado una intensa transformación a nivel mundial, la que se ha caracterizado por la eliminación de barreras al libre movimiento de capitales, un mayor respeto a los principios de mercado, la ampliación del abanico de instrumentos financieros disponibles, la desaparición de las fronteras entre los sectores tradicionales, banca, seguros y valores, y la innovación tecnológica; sumado a la aparición de nuevos tipos de participantes (por ejemplo, fondos de cobertura o hedge funds y firmas de capital privado o private equity firms) y a un rol cada vez más importante de los conglomerados financieros.

Desde el punto de vista económico, nuestro país, al igual que el resto del mundo, ha sido testigo de estas nuevas tendencias en los mercados, que han cambiado su fisonomía y también las necesidades en el ámbito regulatorio, y de una mayor fragilidad del sistema financiero a nivel mundial.

El sector financiero chileno ha experimentado un desarrollo explosivo en las últimas décadas, el cual ha sido transversal a todos los segmentos del mercado, lo que se evidencia en el volumen de créditos otorgados, la capitalización de las sociedades anónimas cotizadas en bolsa, los ahorros acumulados en los fondos de pensiones, el nivel de las primas de la industria de seguros y la masificación de la industria de fondos mutuos.

Nuestro mercado de capitales también ha evolucionado en términos de internacionalización e integración, exhibiendo actualmente una alta presencia de compañías extranjeras y de conglomerados financieros.

Lo anterior plantea, desde luego, desafíos relevantes en relación a la estructura de regulación y supervisión financiera existente en nuestro país, ya que ante mercados cada vez más dinámicos e integrados, productos financieros de creciente complejidad y en constante evolución y con un acceso cada vez más masivo al mercado por parte de inversionistas y asegurados de distintos perfiles, resulta crucial contar con una estructura de regulación efectiva y adecuada a las nuevas características de los mercados.

En esta materia nuestro país tiene una gran tarea pendiente, ya que la transformación de los mercados antes descrita no ha tenido como contrapartida un proceso simultáneo de modernización de los sistemas de regulación y supervisión que permita hacer frente de mejor forma a los nuevos riesgos y desafíos que ésta implica.

Las reformas introducidas en materia de mercado de capitales en los últimos años (Ley de OPAS, Reforma al Mercado de Capitales I, II y III, Ley de Gobiernos Corporativos de empresas privadas), así como otros proyectos de ley que introducen mejoras en materia de supervisión financiera que forman parte de la agenda de Mercado Capitales Bicentenario impulsada por este Gobierno, demuestran la importancia y prioridad que el Estado ha puesto en desarrollar el mercado de capitales de nuestro país, lo que requiere contar con entidades supervisoras sólidas, que cuenten con la capacidad técnica y los recursos humanos y materiales necesarios para afrontar los desafíos del sector.

A lo anterior se suman las recomendaciones formuladas por distintos organismos internacionales, entre ellos el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, los cuales han manifestado la relevancia de avanzar en una mejora institucional de la entidad supervisora de los mercados de valores y seguros de nuestro país que permita fortalecer la independencia de esta entidad fiscalizadora y sus facultades regulatorias, de investigación y sanción, así como la posibilidad de intercambiar y compartir información con reguladores de otras jurisdicciones, de manera de contribuir al desarrollo adecuado de sus funciones.

Similares recomendaciones formuló la Comisión de Supervisión y Regulación Financiera, conocida como Comisión Desormeaux, conformada por un grupo de expertos independientes, a quienes el Ministerio de Hacienda encargó en el año 2010 el análisis del actual sistema de regulación y supervisión del mercado financiero a fin de proponer posibles perfeccionamientos a éste, con miras a efectuar una serie de reformas institucionales , de modo de garantizar un mercado de capitales transparente, solvente, con una adecuada protección de consumidores e inversionistas y acorde con las necesidades de Chile para el siglo XXI.

2. Descripción de la situación actual

La Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, cumple con el rol fundamental de velar por el desarrollo de un segmento importante del mercado financiero local. Es la entidad encargada por ley de regular, fiscalizar y supervisar más de 7.000 entidades que operan en los mercados de valores y seguros, incluyendo: las entidades que emiten títulos de oferta pública, tales como efectos de comercio, bonos y acciones, determinadas empresas públicas que se encuentran sujetas a sus normas, administradoras de fondos patrimoniales, corredores y agentes de valores, bolsas de valores y de productos, las empresas depositarias de valores, entidades de contraparte central y cámaras de compensación, compañías de seguros, corredores y liquidadores de seguro, asesores previsionales, entre otras.

Las entidades antes señaladas y los mercados en que ellas participan son esenciales para el desarrollo del país, pues ellas generan la mayor parte de la formación de capital. En estas industrias, los chilenos depositan sus ahorros o adquieren seguros para enfrentar el futuro con mayor tranquilidad económica. Dicho de otro modo, una parte crítica del proceso de asignación de recursos en la economía está supervisada por dicha Superintendencia.

3. Debilidades de la actual estructura de supervisión de los mercados de valores y seguros de nuestro país

La actual estructura de supervisión de los mercados de valores y seguros de nuestro país, que deriva de la Misión Kemmerer de 1925, radica esta función en la Superintendencia de Valores y Seguros, liderada por un funcionario, denominado Superintendente, de exclusiva confianza del Presidente de la República, el cual reúne la representación legal, judicial y extrajudicial de la institución a su cargo y no tiene un plazo fijo para su mandato.

Si bien esta estructura ha respondido de manera adecuada a la reciente crisis internacional y a los desafíos que le ha correspondido enfrentar, y que la Superintendencia cuenta con una sólida reputación y un reconocido prestigio nacional e internacional por su perfil esencialmente técnico, este diseño institucional supone ciertas debilidades adicionales derivadas a la sola evolución de los mercados, las cuales se intenta mitigar a través del presente proyecto de ley.

Dentro de estas debilidades, se pueden citar, entre otras:

a. El hecho de recaer toda la autoridad y atribuciones en una autoridad unipersonal, el Superintendente, supone el hecho de no contar con contrapesos y filtros eficientes frente a las resoluciones y normativa; 

b. La actual estructura de la Superintendencia, en cuanto órgano que investiga posibles infracciones y resuelve en un procedimiento sancionatorio, concentra dichas facultades en el Superintendente, lo que genera riesgos de cuestionamientos a la imparcialidad; y 

c. Atendida la dinámica del rol fiscalizador, regulatorio y sancionatorio en el mercado de valores y seguros, resulta del todo conveniente establecer una estructura colegiada que permita contar con diversidad de criterios y experiencia en la adopción de decisiones particularmente relevantes para estos mercados y hacer frente a los complejos escenarios que atraviesan los mercados, cada vez más globalizados.

Estas situaciones, hacen cada vez más necesario que la Superintendencia cuente con un gobierno corporativo e institucionalidad que dé cada vez mayor garantía de la objetividad, eficiencia y oportunidad de las decisiones que adopta. Para lograr dicho objetivo, se requiere realizar un cambio profundo al marco jurídico que la rige, fortaleciendo su gobierno corporativo, su estructura orgánica y los recursos humanos y materiales que se le asignan.
II. OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto busca generar las condiciones que permitan un adecuado desarrollo de los mercados de valores y seguros en Chile, considerando sus desafíos y potencialidades.

1. Transformación de la Superintendencia en una Comisión de Valores y Seguros (CVS)

A través de una modificación a la Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, contenida en el decreto ley N° 3.538, de 1980, se introducen mejoras a la institucionalidad de esta entidad encargada por ley de la supervisión de los mercados de valores y seguros.

Se propone que la Superintendencia de Valores y Seguros cambie su estructura institucional de gobierno unipersonal y adquiera la forma de una Comisión, regida por una estructura colegiada, manteniendo la condición de servicio público descentralizado y especializado.

Varias razones sugieren transitar desde la jefatura unipersonal por parte de un funcionario de confianza del Ejecutivo a una estructura de órgano gobierno colegiado.

Un ente colegiado se considera necesario para:

a. Crear las bases para que el legislador, descansando en la imparcialidad y especialización del organismo de supervisión, a medida que las necesidades del mercado lo hagan necesario, conceda al regulador de valores y seguros atribuciones más amplias para actuar con eficacia frente a mercados en constante evolución.

b. Fortalecer la imparcialidad y el debido proceso en la resolución de los procesos sancionatorios por infracción a la legislación del mercado de valores y seguros.

En el presente proyecto de ley, se encarga a un órgano colegiado como el Consejo, y no al Superintendente, como ocurre hoy en día, la aplicación de las sanciones, sin que éste intervenga de modo alguno en el proceso previo de investigación de las infracciones detectadas.

c. Permitir la integración, en la cabeza de la entidad regulatoria, de personas con experiencias, especialidades y formaciones profesionales complementarias a la hora de tomar decisiones.

d. Permitir la renovación por parcialidades, de modo de equilibrar continuidad, independencia y renovación en la dirección institucional.

En términos generales, la estructura de gobierno corporativo contenida en este proyecto aumenta la legitimidad técnica y política del organismo, equilibra adecuadamente la renovación y continuidad de su alta dirección y reduce sensiblemente el espacio a la discrecionalidad en la adopción de decisiones relevantes, contribuyendo de esta manera a potenciar la integridad y desarrollo de nuestro mercado de capitales.

2. Favorecer la legitimidad y debido proceso en la aplicación de sanciones

Se separan por primera vez las funciones de investigación y formulación de cargos, de la adopción de las decisiones de sanción o absolución de una determinada conducta, generando una segregación de roles que hoy concurren en el Superintendente, lo cual contribuye a fortalecer las garantías de debido proceso.

3. Mayor transparencia y rendición de cuentas

El proyecto de ley profundiza los estándares de transparencia y rendición de cuentas aplicables a esta entidad fiscalizadora, explicitando el deber de publicar las normas a ser emitidas en consulta pública e incluir estudios que avalen su aplicación, cuando ello sea posible.

Así, mediante el presente proyecto de ley, Chile adopta las mejores prácticas en la materia y aplica las recomendaciones internacionales sobre perfeccionamiento del marco regulatorio de supervisión y mayor autonomía de las entidades encargadas de la regulación y supervisión de los mercados de valores y seguros.
III. CONTENIDOS DEL PROYECTO DE LEY

1. Perfeccionamiento institucional de la Superintendencia de Valores y Seguros

Sobre la base de lo expuesto, el presente proyecto de ley propone efectuar una mejora institucional a la actual Superintendencia de Valores y Seguros, a cargo de una autoridad unipersonal, transformándola en una Comisión de Valores y Seguros, mediante el establecimiento de un órgano colegiado conformado por una Comisión compuesta por cinco integrantes, que constituirán el Consejo al que corresponderá la dirección y administración superior de este organismo regulador y supervisor de los mercados de valores y seguros. En la designación de sus miembros interviene el Presidente de la República, con aprobación del Senado, lo que busca otorgar garantías de idoneidad, diversidad e independencia en los directivos de la Comisión.

2. Gobierno corporativo colegiado

Se considera que la conformación de un gobierno corporativo colegiado permite la integración de personas con diversas experiencias, especialidades y formación profesional, lo que aumenta la legitimidad técnica y política del organismo, equilibra adecuadamente la renovación y continuidad de su alta dirección y reduce sensiblemente el espacio a la discrecionalidad o la subordinación indebida a los intereses personales.

El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre personas de reconocida competencia en materias relacionadas al mercado de valores o seguros, por sus antecedentes o actividades profesionales, y permanecerá en el cargo por el período por el que se extienda el mandato presidencial.

Los restantes miembros del Consejo serán elegidos por el Presidente de la República de entre personas de reconocida competencia en materias relacionadas al mercado de valores o seguros, por sus antecedentes o actividades profesionales, con acuerdo de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, por un período de 6 años, mediante una designación escalonada cada 3 años.

Una vez finalizados sus respectivos períodos, tanto el Presidente como los restantes miembros del Consejo podrán ser reelegidos por un nuevo período.

A fin de garantizar mayor continuidad en las decisiones institucionales e implementación de políticas públicas en materia de regulación, supervisión y gestión interna de la Comisión, el proyecto de ley contempla el nombramiento de Comisionados por períodos fijos y con renovaciones por parcialidades. A la vez, para lograr una adecuada coordinación con el Gobierno, se propone el mecanismo antes descrito para la designación del Presidente del Consejo.

3. Regulaciones de conflictos de intereses e inhabilidades aplicables a todos los Comisionados

El proyecto de ley contempla regulaciones de conflictos de intereses e inhabilidades aplicables a todos los Comisionados, en similares términos a lo establecido para otros órganos colegiados públicos, estableciéndose incluso como causal de cesación en el cargo el incumplimiento de alguna de estas disposiciones. Lo anterior, como una garantía que asegure el correcto desempeño de sus funciones.

Los miembros del Consejo podrán permanecer en el cargo por un tiempo inferior al período para el cual fueron nombrados, cuando ocurra renuncia voluntaria, destitución por notable abandono de deberes, acusación por infracciones a normas sobre inhabilidades y prohibiciones, condena por delitos que merezcan pena aflictiva o prevaricación, salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo o incompatibilidad sobreviniente. En estos casos, se procederá al nombramiento de un Comisionado de reemplazo en la forma indicada anteriormente por el tiempo remanente.

4. Otras modificaciones

Por otra parte, se considera esencial avanzar en los siguientes aspectos:

a. Se dota a la Comisión de Valores y Seguros de Mayores facultades normativas

Se estima que la incorporación de un gobierno corporativo colegiado, que asegura una mayor reflexión, estabilidad y visión complementaria en el ejercicio de poderes discrecionales, permitiría que progresivamente se otorgue a la Comisión de Valores y Seguros una mayor capacidad regulatoria respecto de los mercados y entidades sujetos a su fiscalización, materias que actualmente son abordadas a nivel legislativo o reglamentario. Esto facilitará una adecuación más expedita de la normativa financiera, acorde con las urgencias de los tiempos y los requerimientos para el desarrollo del mercado y su contribución al crecimiento del país.

De igual modo, el proyecto de ley establece expresamente como función de la Comisión la atribución de proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, las normas legales y reglamentarias necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del mercado de valores y seguros y el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige.

b. Sistema integrado de evaluación de impacto regulatorio, que permita mejorar la calidad regulatoria

Para ello, se considera necesario que las normas que dicte la Comisión de Valores y Seguros dispongan de estudios previos que incluyan, entre otros aspectos, una definición adecuada del problema a abordar, la justificación de la intervención del órgano regulatorio, la evaluación del uso de la regulación en comparación con otros instrumentos de política pública, y la determinación de la base jurídica para dictar la regulación, de modo de orientar al mercado.

c. Mejoramiento del proceso administrativo sancionatorio, dando mayores garantías de objetividad e imparcialidad a los fiscalizados

A través de las mejoras institucionales antes planteadas se busca favorecer la legitimidad y el debido proceso en la aplicación de sanciones administrativas por infracciones a la legislación vigente.

El proyecto de ley busca mejorar el proceso sancionador por la vía de explicitar los principios y etapas del procedimiento aplicable con toda claridad en la ley y centralizar las funciones de investigación administrativa y formulación de cargos en una unidad transversal, en el sentido de abarcar tanto el mercado de valores como el de seguros, e independiente de quienes deciden en definitiva la aplicación de sanciones.

Asimismo, el proyecto de ley establece que corresponde al Consejo colegiado la aplicación de sanciones, sin que éste intervenga de modo alguno en la investigación de las infracciones a ser sancionadas.

Para estos efectos, el proyecto de ley contempla la creación de una unidad especializada que será la encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamiento de cargos, a cargo de un Fiscal, lo que contribuye a resguardar adecuadamente las garantías de debido proceso legal, garantizando de mejor manera la imparcialidad.

El modelo propuesto aísla la función investigativa del rol sancionatorio y asegurará el debido proceso de los regulados, garantizando, además, el principio de la doble instancia jurisdiccional.

d. Ampliación de facultades investigativas y recopilación de información para facilitar procesos sancionatorios

A fin de fortalecer la capacidad de investigación y sanción de infracciones a las leyes de mercado de valores y seguros sujetas a la fiscalización de la Comisión, y hacer más eficiente la recopilación de antecedentes e investigación de los procesos sancionatorios, se le confieren facultades explicitas a la Comisión para requerir acceso a información sobre operaciones bancarias de personas determinadas en el marco de los procesos de investigación o procedimientos sancionatorios que inicie.

De igual modo, y conforme lo requieren las recomendaciones internacionales, también se faculta expresamente a la Comisión a compartir esta información con otras entidades reguladoras extranjeras con las cuales hubiera celebrado convenios de intercambio de información, dentro del ámbito de sus facultades, a fin de colaborar en la investigación de infracciones a la legislación de valores y seguros en dichas jurisdicciones.

Adicionalmente, y atendido que mediante el proyecto de ley se profundizan las garantías de debido proceso, se reconocen a la Comisión nuevas facultades en materia de persecución y sanción de infracciones, en la forma de mecanismos de colaboración eficaz o delación compensada que permite otorgar una reducción de la sanción a aquellas personas o entidades que aporten antecedentes que conduzcan a la acreditación de la conducta ilícita y a la determinación de los responsables.

e. Revisión judicial oportuna de las decisiones de la entidad regulatoria.

En este sentido, el proyecto de ley contempla un mecanismo más expedito de revisión judicial de las sanciones impuestas por la Comisión.

Para esos efectos, la propuesta contempla que las reclamaciones a estas sanciones tengan lugar directamente ante la Corte de Apelaciones, en su calidad de tribunales colegiados, y no ante juzgados de letras de primera instancia, carentes de especialización en mercados financieros, lo que permitiría acotar los extensos procesos de revisión judicial de las resoluciones sancionatorias.

Será responsabilidad de la unidad especializada a cargo del Fiscal llevar a cabo la defensa judicial de las sanciones impuestas por la Comisión ante reclamaciones formuladas por los sancionados ante los tribunales de justicia.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Intróducense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros:

1) Reemplázase, en el encabezado de la ley, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

2 Reemplázase, en el encabezado del Título I, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “el Superintendente”;

c) Elimínase su inciso final.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”; y

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“La Comisión será considerada para todos los efectos la sucesora y continuadora legal de la Superintendencia de Valores y Seguros, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Cada vez que en las disposiciones de esta ley, o en otras leyes, reglamentos, resoluciones, estatutos o cualquier otro cuerpo normativo se haga referencia a la Superintendencia de Valores y Seguros o al Superintendente, debe entenderse por tales, respectivamente, a la Comisión de Valores y Seguros, a su Consejo o a su Presidente, según sea el caso.”.

5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 3°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

b) Reemplázase, en el literal d), la palabra “mutuos” por la frase “que la ley somete a su fiscalización”;

c) Agrégase, a continuación de la coma al final del literal f), la frase “así como a las personas que intermedien seguros,”; y

d) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

b) Agrégase, en el encabezado del inciso primero, a continuación de la expresión “atribuciones generales” la frase “, las cuales deberán ser ejercidas conforme a las reglas y quórum que determinen esta ley y el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo”;

c) Agrégase, en el literal b), a continuación de la palabra “inversionistas”, la siguiente “, asegurados”;

d) Reemplázase, en el literal c), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

e) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal d):

(i)Agrégase, en el párrafo primero, a continuación de la frase “sujetos o actividades fiscalizados”, la frase “o de sus matrices, filiales o coligadas”;

(ii) Reemplázase, en el párrafo cuarto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”; y agrégase a continuación de la palabra “fiscalizadas”, la frase “o de sus filiales”;

f) Introdúcese el siguiente literal e), nuevo, pasando el actual literal e) a ser f), y así sucesivamente:

“e) Requerir, en ejercicio de sus atribuciones fiscalizadoras, información relativa a operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, que resulten necesarias para verificar la existencia de conductas que se encuentren tipificadas como delitos en la legislación de valores y seguros por parte de entidades o personas, en el marco de investigaciones o procesos sancionatorios que conduzca al efecto.

La misma información podrá ser solicitada por la Comisión para dar cumplimiento a los requerimientos provenientes de entidades fiscalizadoras extranjeras, cuando ello haya sido acordado bajo un convenio internacional de intercambio de información suscrito por la Comisión en virtud de las facultades conferidas en la letra x) de este artículo y en conformidad a los términos y a la reciprocidad que el mismo establezca.

Salvo los casos especialmente regulados en otras disposiciones legales, los requerimientos de información sobre operaciones bancarias sometidas a secreto o reserva que formule la Comisión deberán ser autorizados previamente por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue. La solicitud de la Comisión deberá ser presentada conjuntamente con los antecedentes que sustenten el requerimiento y que justifiquen que es necesario contar con dicha información para efectos de verificar la existencia de las infracciones materia de la investigación o procedimiento sancionatorio en curso así como para la aplicación de las sanciones respectivas. En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.

El ministro resolverá sin audiencia ni intervención de terceros. Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto que haga la Comisión, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que justifiquen que de accederse a la solicitud se podrá verificar la existencia o inexistencia de las infracciones materia de la investigación o procedimiento sancionatorio en curso, y para el caso de los requerimientos de autoridades extranjeras, tanto la solicitud como la resolución deberán fundarse en hechos específicos que se ajusten a los términos del convenio internacional de intercambio de información suscrito o ratificado por la Comisión en virtud de las facultades conferidas en la letra x) de este artículo, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos.

Si la petición es rechazada, la Comisión podrá apelar. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Comisión, fallado que sea el recurso en última instancia.

Acogida la solicitud de la Comisión por sentencia judicial firme, ésta notificará al banco respectivo acompañando copia autorizada de la resolución de la Corte. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de cinco días para la entrega de la información solicitada, cuya omisión o retardo será sancionado por la Comisión en conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de esta ley.

La información sobre operaciones bancarias sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por la Comisión bajo este procedimiento, tendrá el carácter de reservada y sólo podrá ser utilizada por ésta para verificar la existencia de los infracciones o delitos tipificados en las leyes y normas de valores y seguros en el marco de las investigaciones o procedimientos sancionatorios que estuviere conociendo y para la aplicación de las sanciones que procedan, o bien para ser entregada a las entidades fiscalizadoras extranjeras que lo hubieren solicitado en el marco de un convenio de intercambio de información suscrito por la Comisión en conformidad a la legislación vigente. La Comisión adoptará las medidas de organización interna necesarias para garantizar su reserva y controlar su uso adecuado. La información así recabada que no dé lugar a una gestión de fiscalización o sanción posterior o al intercambio de información con una entidad fiscalizadora extranjera conforme a lo señalado previamente, deberá ser eliminada, no pudiendo permanecer en las bases de datos de la Comisión.

Las autoridades o funcionarios de la Comisión que tomen conocimiento de la información bancaria secreta o reservada estarán obligados a la más estricta y completa reserva respecto de ella y, salvo para cumplir con el requerimiento del Tribunal ordinario que conozca de la reclamación de la sanción o de procedimientos posteriores, o de una autoridad extranjera según lo señalado anteriormente, no podrán cederla o comunicarla a terceros, salvo en este último caso, su uso y referencia para efectos de fundar sus resoluciones de sanción o de cierre sin sanción de un caso. La infracción a esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución en el cargo.”.

g) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal e), que ha pasado a ser literal f):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”; y

(ii) Reemplázase, en el párrafo tercero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece;

h) Reemplázase, en el actual literal f), que ha pasado a ser literal g), la frase “auditores externos” por la frase “empresas de auditoría externa”;

i) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal g), que ha pasado a ser literal h): 

(i) Reemplázase, en el párrafo primero y segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”; y

(ii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “los artículos 5° y 6°” por la frase “el artículo 6°”.

j) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal h), que ha pasado a ser literal i):

(i) Reemplázase, en el párrafo primero, la frase “representantes, administradores, asesores y dependientes de” por la frase “socios, directores, administradores, representantes, empleados y personas que a cualquier título presten o hayan prestado servicios para”.

(ii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

k) Reemplázase, en el actual literal i), que ha pasado a ser literal j), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

l) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal j), que ha pasado a ser literal k):

(i) Reemplázase, la frase “auditores externos” por “empresas de auditoría externa”.

(ii) Agrégase, a continuación de la frase “reemplazarán a los” la frase “auditores externos o”. 

(iii) Reemplázase la frase “investidos de sus mismas atribuciones y deberes” por “investidas de las atribuciones y deberes contemplados en el Título XXVIII de la ley N° 18.045”; y 

(iv) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(v) Reemplázase la frase “aquéllos y éstos” por la frase “aquéllas y éstos”.

m) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal k), que ha pasado a ser literal l):

(i) Reemplázase la frase “todos los auditores externos e inspectores de cuentas designados” por la frase “las empresas de auditoría externa designadas”.

(ii) Agrégase, a continuación de la frase “de sus dictámenes” la frase “y de su trabajo de auditoría”.

n) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal l), que ha pasado a ser literal m):

(i) Reemplázase en el párrafo primero, la frase “auditores externos” por la frase “empresas de auditoría externa”.

(ii) Agrégase, a continuación del punto final del párrafo primero, la oración “En especial, la Comisión podrá designar una empresa de auditoría externa a fin de que efectúe una auditoría externa de los estados financieros de tales entidades, en forma adicional.”.

(iii) Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “Los auditores externos designados por la Superintendencia” por la frase “Las empresas de auditoría externa designadas por la Comisión”.

(iv) Reemplázase, en el párrafo segundo, el guarismo “23” por “28”.

o) Introdúcese el siguiente literal n), nuevo, pasando el actual literal m), a ser literal ñ), y así sucesivamente:

“n) Designar a una entidad clasificadora de riesgo a fin de que efectúe una clasificación de riesgo respecto de una entidad fiscalizada o de los valores emitidos por un emisor de valores de oferta pública determinado.”.

p) Agrégase, en el actual literal n), que ha pasado a ser literal o), a continuación de la frase “que estime necesarios y contratar”, la siguiente frase: “o hacer contratar por las entidades fiscalizadas”; y a continuación de la frase “de peritos o técnicos”, la siguiente frase: “para los trabajos que la Comisión les encomiende, los que serán de cargo de las entidades fiscalizadas”.

q) Reemplázase, en el actual literal ñ), que ha pasado a ser literal p), la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

r) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal q), que ha pasado a ser literal s):

(i) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

(ii) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

s) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual literal s), que ha pasado a ser literal u):

(i) Agrégase, a continuación de la palabra “colaborar”, la frase “, dentro del ámbito de sus facultades,”.

(ii) Reemplázase, a continuación de la frase “entidades reguladoras”, la letra “o”, por una coma “,”.

(iii) Agrégase, a continuación de la palabra “supervisoras”, la frase “o autorreguladoras nacionales o”.

(iv) Agrégase, a continuación de la frase “organismos internacionales,”, la frase “incluyendo la entrega de información de que disponga,”.

t) Elimínase, en el actual literal t), que ha pasado a ser literal u), la frase “del Superintendente”.

u) Intercálense, entre los actuales literales t) y u), los siguientes literales v) y w), nuevos, pasando el actual literal u), a ser literal x), y así sucesivamente:
“v) Proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, las normas legales y reglamentarias necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del mercado de valores y seguros y el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige; 

w) Suscribir o celebrar convenios o memorándum de entendimiento con organismos o entidades internacionales, para la cooperación técnica, intercambio de información, capacitación y asistencia recíproca, en materias de su competencia, e integrar los organismos o entidades nacionales e internacionales que estime conveniente para el cumplimiento de sus fines;”.

7) Intercálase, a continuación del artículo 4°, el siguiente artículo 5°, nuevo, modificándose la numeración correlativa de los artículos siguientes:

“Artículo 5°.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos que se otorguen por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título;

d) Los frutos de sus bienes;

e) Los ingresos que perciba por los servicios que preste; y

f) Los aportes que reciba a cualquier título por concepto de cooperación internacional.”.

8) Sustitúyanse los actuales artículos 5° y 6°, por el siguiente, que pasa a ser artículo 6°: 

“Artículo 6°.- La Comisión podrá pagar con fondos de su presupuesto, los gastos que se ocasionen con motivo del ejercicio de las funciones que se le encomiendan en el artículo 4°, letras f) y h) y en el artículo 27, inciso tercero del presente decreto ley.

En tal caso, tendrá derecho a cobrar las sumas pagadas más los reajustes e intereses señalados en el artículo 53 del Código Tributario, a la entidad o persona por cuya cuenta efectúe el desembolso.

Para el cobro de las sumas a que se refiere el inciso anterior, la Comisión podrá demandar ejecutivamente al deudor ante el Juzgado de Letras de turno en lo Civil de Santiago, solicitando el correspondiente mandamiento de ejecución y embargo.

En estos casos, se practicará una liquidación que, firmada por el Presidente de la Comisión, tendrá por sí sola mérito ejecutivo. En el juicio correspondiente, no será admisible la oposición del ejecutado, a menos que se funde en alguna de las siguientes excepciones:

1.- Pago de la deuda. Si éste se hubiere efectuado en una fecha posterior a la de la notificación de la demanda, el demandado será necesariamente condenado en costas.

2.- No empecer el título al ejecutado. En virtud de esta excepción, no podrá discutirse la legalidad de la resolución que hubiere dado lugar a los gastos que demanda la Comisión.

3.- Prescripción.”.

9) Reemplázase el Título II, por el siguiente, nuevo: 

“TÍTULO II
Organización de la Comisión de Valores y Seguros

Artículo 7º.- La dirección y administración superior de la Comisión de Valores y Seguros estará a cargo del Consejo descrito en el artículo 8 siguiente, al cual le corresponderá ejercer las atribuciones y cumplir las funciones que ésta y otras leyes le encomienden.

En caso de ejercerse acciones judiciales en contra de cualquiera de los miembros del Consejo o del Fiscal referido en el artículo 22 siguiente, por actos u omisiones en el ejercicio de su cargo, la Comisión deberá proporcionarle defensa. Esta defensa se extenderá para todas aquellas acciones que se inicien en su contra por los motivos señalados, incluso después de haber cesado en el cargo.

Párrafo 1°

Del Consejo de la Comisión de Valores y Seguros
Artículo 8°.-El Consejo estará integrado por cinco miembros, en adelante los “Comisionados”, en los siguientes términos:

a) Un comisionado que tendrá el carácter de Presidente de la Comisión, designado por el Presidente de la República y de su exclusiva confianza, de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas al mercado de valores y/o seguros. 

El Presidente de la Comisión se entenderá durar en su cargo hasta los noventa días siguientes al término del período del Presidente de la República que lo hubiere designado, salvo que concurra alguna de las causales de cesación en sus funciones establecidas en esta ley, o que fuere removido por el Presidente de la República. En caso que no se efectuara el nombramiento del Presidente de la Comisión antes de la expiración del plazo de duración en su cargo, el vicepresidente de la Comisión asumirá como Presidente subrogante hasta que el nuevo nombramiento sea realizado. El Presidente de la Comisión podrá ser designado por un nuevo período consecutivo.

El Presidente de la Comisión tendrá la calidad de Jefe de Servicio y ejercerá la representación legal, judicial y extrajudicial de la Comisión, gozando de la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad.

b) Cuatro Comisionados designados por el Presidente de la República, de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas al mercado de valores y/o seguros, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, previo acuerdo de los cuatro séptimos de los miembros en ejercicio del Senado. Los Comisionados designados de conformidad a lo dispuesto en esta letra durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período consecutivo, y se renovarán por pares, cada tres años, según corresponda.
Para tal efecto, en cada ocasión el Presidente de la República hará una propuesta al Senado que comprenderá dos Comisionados. El Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad en sesión especialmente convocada al efecto. De no alcanzarse la mayoría antes indicada en dos oportunidades, el Presidente de la República propondrá nuevos candidatos, los que requerirán de simple mayoría de los miembros del Senado en ejercicio para su ratificación.
La función de Comisionado no será delegable, como así tampoco las obligaciones, facultades y responsabilidades que de dicha designación emanan.

El Consejo elegirá de entre sus miembros un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia, vacancia o imposibilidad temporal de ejercer funciones en las sesiones del Consejo.

Artículo 9°.-El cargo de Presidente de la Comisión será de dedicación exclusiva, siendo incompatible con todo cargo o servicio, sea o no remunerado, que se preste en el sector privado. No obstante, podrá desempeñar funciones docentes en instituciones públicas o privadas y funciones en corporaciones o fundaciones, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que no persigan fines de lucro, siempre que por ellas no perciba remuneración y no sean incompatibles con sus funciones.

El cargo de Presidente de la Comisión será también incompatible con todo empleo o servicio retribuido con fondos fiscales o municipales, y con las funciones, remuneradas o no, de consejero, director o trabajador de instituciones fiscales, semifiscales, organismos autónomos nacionales o extranjeros, empresas del Estado y, en general, de todo servicio público creado por ley, como, asimismo, de empresas, sociedades o entidades públicas o privadas en que el Estado, sus empresas, sociedades o instituciones centralizadas o descentralizadas, tengan aportes de capital mayoritario o en igual proporción o, en las mismas condiciones, representación o participación.

Artículo 10°.-No podrá ser designado Comisionado:

1) La persona que se encontrare imputada o hubiere sido condenada por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los delitos contemplados en la ley N° 18.045 u otros delitos contemplados en leyes sujetas a la fiscalización de la Comisión.

2) La persona que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas cuya venta no se encuentre autorizada por la ley, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir el cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.

Artículo 11°.-El cargo de Comisionado será incompatible con:

1) El cargo de diputado, senador, miembro del Tribunal Constitucional, Ministro de la Corte Suprema, Consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales; sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, y miembro de los órganos de dirección de los Partidos Políticos.

3) El cargo de director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario de sociedades sujetas a la fiscalización de la Comisión, como también de sus matrices, filiales o coligadas.

Si una vez designado en el cargo, sobreviniere a un Comisionado alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en los artículos 10 y 11 de esta ley, deberá informarlo al Consejo a la brevedad y cesar inmediatamente en el cargo. Si así no lo hiciere, se aplicará a su respecto lo dispuesto en el artículo 13.

Artículo 12°.-Aquellas personas que hubieren sido designadas Comisionados deberán, antes de asumir el cargo, declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una Notaría del domicilio de la Comisión, su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades o inhabilidades señaladas precedentemente. Lo anterior, sin perjuicio de otras exigencias de información que otras leyes requieran al efecto. Dicha declaración deberá ser actualizada cada vez que ocurra un hecho relevante que la modifique.

En caso que los Comisionados incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en la declaración, se aplicará lo dispuesto en el literal e) del artículo 14.

Artículo 13°.-En caso que alguno de los Comisionados infrinja lo dispuesto en el inciso final del artículo 11, podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá, en pleno y en única instancia, si se ha incurrido en una infracción. La Corte dará traslado por 6 días hábiles al acusado para que conteste la acusación, y podrá también dictar medidas para mejor resolver.

La acusación, que deberá ser fundada e interpuesta por el Presidente de la República o por al menos dos miembros del Consejo, tendrá preferencia para su vista y fallo y la sentencia deberá dictarse dentro del término de treinta días, contado desde la vista de la causa.

La Corte, mientras se encuentre pendiente su resolución, podrá decretar la suspensión temporal en el ejercicio de sus funciones en el Consejo del Comisionado afectado.

Una vez ejecutoriado el fallo que declare que se ha incurrido en una infracción, el Comisionado afectado cesará de inmediato en sus funciones.

El Comisionado que cese en sus funciones por aplicación de este artículo, no podrá ser designado nuevamente en el cargo.

Artículo 14°.-Serán causales de cesación de los Comisionados en sus funciones, las siguientes:

a) Expiración del plazo por el cual fue nombrado;

b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República;

c) Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad;

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como Comisionado. Serán faltas graves, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a cuatro sesiones durante un semestre calendario, el incumplimiento de la dedicación exclusiva comprometida por el Presidente de la Comisión y el incumplimiento de las obligaciones de presentación de declaraciones a que se refiere el artículo 12;

f) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva o por prevaricación; y

g) Por cese en el cargo en los casos señalados en los artículos 11 inciso segundo y 13.

El Comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo o que sea incompatible con el mismo, cesará automáticamente en su cargo, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo el Comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.

El Comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra e) de este artículo, será destituido, previa audiencia del afectado, por el Presidente de la República, con acuerdo de los cuatro séptimos de los miembros del Senado en ejercicio, cuando hubiese sido designado con la aprobación de dicha corporación. En tanto se lleva a cabo este proceso, el Comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El Comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo.

Si quedare vacante en forma permanente el cargo de Comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo en la forma indicada en el artículo 8°, con la salvedad que no será necesario hacer el reemplazo del Comisionado en ejercicio que fue elegido en conjunto con el que será reemplazado. El Comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que falte para completar el período del Comisionado reemplazado.

Artículo 15°.-El Consejo sólo podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, tres de sus miembros en ejercicio. Los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los Comisionados presentes, salvo que esta ley o el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo exijan una mayoría superior. El Presidente de la Comisión o quien lo subrogue tendrá voto dirimente en caso de empate.

El Consejo celebrará sus sesiones ordinarias con la frecuencia que el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo especifique, y sus sesiones extraordinarias cuando las cite el Presidente de la Comisión, por sí o a requerimiento escrito de dos Comisionados, en la forma y condiciones que determine su Reglamento Interno de Funcionamiento. El Presidente no podrá negarse a realizar la citación indicada, debiendo la respectiva sesión tener lugar dentro de los dos días hábiles siguientes al requerimiento señalado.

Artículo 16°.-Ningún Comisionado podrá intervenir ni votar en acuerdos o procedimientos sancionatorios en los que él mismo, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un conflicto de interés.

En caso de producirse alguna de las situaciones referidas en este artículo, el Comisionado implicado deberá abstenerse en la respectiva votación y no será considerado para los efectos de determinar el quórum respectivo.
Artículo 17°.-El Presidente de la Comisión percibirá una remuneración mensual equivalente a la de los Superintendentes del sector financiero, incluidas las asignaciones que a éstos correspondan.

Los demás Comisionados percibirán una remuneración equivalente al 50% de la remuneración que perciba mensualmente el Presidente de la Comisión.
Artículo 18º.- El Consejo, con sujeción a la dotación máxima de la Comisión, gozará de libertad para establecer la organización interna de ésta, y en conformidad con lo establecido en el artículo 32 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, determinará mediante resolución las funciones que correspondan a las distintas unidades para el ejercicio de las atribuciones y responsabilidades asignadas a la Comisión.

Artículo 19º.- El Consejo podrá cometer a un funcionario de la Comisión para absolver posiciones o prestar declaraciones ante los tribunales correspondientes.

Artículo 20°.-Corresponde al Consejo:

a) Establecer políticas de planificación, organización, dirección, coordinación y control del funcionamiento de la Comisión;

b) Designar a los jefes de las unidades de la Comisión y sus respectivos subrogantes, estableciendo un orden de precedencia para las subrogaciones, mediante resoluciones genéricas o particulares;

c) Evaluar, al menos una vez al año, el cumplimiento del convenio de desempeño del Fiscal;

d) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Comisión y adoptar las medidas necesarias para asegurar su eficiente funcionamiento;

e) Establecer oficinas regionales cuando el buen funcionamiento del Servicio así lo exija;

f) Acordar la celebración de los actos y convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión;

g) Acordar libremente las políticas de administración, adquisición y enajenación de bienes, excepto aquellos inmuebles cuya adquisición o enajenación requiera la aprobación del Ministro de Hacienda;

h) Acordar la delegación de atribuciones o facultades específicas en funcionarios de la Comisión;

i) Dictar Normas de Carácter General, Circulares, Oficios Circulares y otras resoluciones que requieran acuerdo del Consejo, de conformidad a lo que señale el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo. La normativa que se imparta deberá contener los fundamentos que hagan necesarios su dictación, incluyendo una definición adecuada del problema que se pretende abordar, la justificación de la intervención regulatoria, la evaluación de dicha regulación, así como aquellos estudios o informes en que se apoye, en los casos que corresponda o sea posible, todo de acuerdo a lo que señale el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo. Dicha normativa, salvo en casos debidamente calificados por el Consejo, deberá ser puesta en consulta pública, para lo cual, antes de la dictación de la misma, se dará a conocer en versión borrador, publicándola en la página web de la Comisión, de forma que, habiendo estableciendo los mecanismos adecuados, el Consejo pueda recibir y estudiar las observaciones que el público formule a su respecto;

j) Resolver y fallar los procedimientos sancionatorios que se originen como consecuencia de la formulación de cargos que se efectúen, aplicando las sanciones que correspondan, según el caso;

k) Disponer la práctica de las diligencias o medidas para mejor resolver que estime necesarias para una adecuada resolución de los procedimientos sancionatorios sometidos a su decisión;

l) Dictar y modificar el Reglamento Interno de Funcionamiento del mismo, en el que determinará las normas básicas para su funcionamiento y para el cumplimiento de las obligaciones mandatadas por esta ley y que, en general, contendrá todas aquellas normas que le permitan una gestión eficiente;

m) Dentro del primer cuatrimestre de cada año, publicar una cuenta pública anual en que se detalle el trabajo efectuado por la Comisión en el año inmediatamente anterior, incluyendo, entre otras materias, las acciones de la Comisión en materia normativa y regulatoria, la cantidad de sanciones impuestas y sus causas, el número de procedimientos sancionatorios en curso, su participación en el diseño de políticas públicas, los recursos empleados, el nivel de cumplimiento de los objetivos impuestos y los indicadores de desempeño utilizados, así como los desafíos y metas para el año siguiente;

n) Definir las normas legales y reglamentarias que se propondrán al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, que estime necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento de los mercados y entidades sujetas a su fiscalización y el cumplimiento de parte de las entidades fiscalizadas de la normativa que las rige;

o) Resolver acera de la suscripción o celebración de convenios o memorándum de entendimiento con organismos o entidades internacionales, para la cooperación técnica, intercambio de información, capacitación y asistencia recíproca, en materias de su competencia, y respecto de la integración de los organismos o entidades nacionales e internacionales que estime conveniente para el cumplimiento de sus fines; y

p) Otras materias que esta u otras leyes le encomienden.

El Consejo podrá conferir poderes especiales a funcionarios de la Comisión para la ejecución específica o general de determinados acuerdos.

Artículo 21°.-El Presidente de la Comisión tendrá a su cargo la conducción de las relaciones de la Comisión con los organismos públicos y demás órganos del Estado y con las entidades sujetas a la fiscalización de ésta, como también con las entidades supervisoras, reguladoras, autorreguladoras o participantes del mercado de valores y seguros nacionales, extranjeras o internacionales.

Le corresponderá especialmente, sin perjuicio de las demás funciones que le encomiende la ley:

Ejecutar y dar cumplimiento a las normas y acuerdos dictados por el Consejo;

a) Citar y presidir las sesiones del Consejo, así como establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión;

b) Informar al Consejo, cuando alguno de sus miembros lo requiera, y a lo menos mensualmente, sobre la ejecución de las políticas y normas generales dictadas por dicho órgano y darle cuenta sobre el funcionamiento y desarrollo de la institución. Además, una vez al mes, enviará a los miembros del Consejo una relación de los acuerdos cumplidos o por cumplir;

c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Comisión;

d) No pudiéndose llevar a cabo una sesión especial del Consejo en conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 del presente decreto ley, en casos graves y urgentes, debidamente calificados, suspender, total o parcialmente, mediante resolución fundada, las actividades de una entidad fiscalizada o la cotización o la transacción de uno o más valores, cuando no se cumpla con las normas necesarias para el adecuado desarrollo de tales actividades o así lo requiera el interés público o la protección de los inversionistas, debiendo informar previamente por escrito a los demás miembros del Consejo. Asimismo, deberá informar al Consejo de la medida provisional tomada en la próxima sesión que se celebre, la que deberá citarse especialmente al efecto para dentro de las 48 horas siguientes a la comunicación antes señalada, y en la cual el Consejo deberá pronunciarse sobre la conveniencia de mantener o dejar sin efecto dicha medida;

e) Otras que se establezcan expresamente en el presente decreto ley u otras leyes.

En los casos de vacancia, ausencia o impedimento, el Presidente de la Comisión será subrogado en su calidad de Jefe de Servicio por uno de los Intendentes de la Comisión, según el orden que hubiere señalado el propio Consejo.

Párrafo 2°

Del Fiscal
Artículo 22.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 26, la Comisión deberá contar con una unidad responsable del proceso sancionatorio al que hace mención el Título IV de esta ley, la cual estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal, en adelante el “Fiscal”, que será nombrado por el Consejo mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882. 

El cargo de Fiscal estará sujeto a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en el Título II de esta ley. El Fiscal durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por un período consecutivo. 

Serán causales de cesación del cargo de Fiscal las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue designado.

b) Renuncia aceptada por Consejo;

c) Incapacidad legal sobreviniente.
d) Incumplimiento del convenio de desempeño

e) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones;
f) Falta grave a la probidad; y

g) Haber sido condenado por un delito que merezca pena aflictiva en un procedimiento penal;

La remoción por las causales señaladas en las letras c), d) y e) será dispuesta por el Consejo, por acuerdo adoptado por al menos cuatro de los miembros del Consejo.

Artículo 23.- Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento definitivo, el Fiscal suscribirá un convenio de desempeño con el Consejo. El convenio será propuesto por la mayoría absoluta de los Comisionados, a más tardar, dentro de los cinco días siguientes al nombramiento del Fiscal y tendrá una duración mínima de tres años.

En la proposición de convenio se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el período y los objetivos de resultados a alcanzar en el área de responsabilidad del Fiscal en cada año, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos.
Artículo 24.- En el desempeño de sus funciones, el Fiscal tendrá en cuenta los sistemas de supervisión definidos por la Comisión para cada una de las entidades fiscalizadas por ella. El Fiscal deberá velar por la realización de las investigaciones necesarias en el ámbito de los procesos sancionadores por infracción a las leyes y normativa sujeta la supervigilancia de la Comisión por parte de sus entidades o personas fiscalizadas de conformidad a lo dispuesto en el Título IV de esta ley; la determinación de los responsables de las conductas infraccionales investigadas; y que se hagan efectivas las sanciones por infracciones a las leyes y normativas que regulan los mercados de valores y seguros.

Serán atribuciones y deberes del Fiscal:
a) Instruir respecto de aquellos hechos puestos en su conocimiento por particulares, por las unidades dependientes de la Comisión, o de aquellos antecedentes que recabe de oficio, las investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a las leyes y normativa bajo supervigilancia de la Comisión, dando noticia de su inicio al Consejo y al afectado. En caso que decida no iniciar la investigación de hechos puestos en su conocimiento por particulares o por las divisiones dependientes de la Comisión, el informe fundado de las razones para tal decisión deberá ser remitido al Consejo y a los particulares que hubieren puesto en su conocimiento las posibles infracciones. Dictar el Auto de Iniciación y Calificación de Hechos, y en general, llevar adelante el procedimiento de acuerdo a lo señalado en el Título IV de esta ley;

b) En el marco de investigaciones o procedimientos en que se encuentre interviniendo, ejercer las facultades señaladas en las letras d), e), g), i), p), u) y v) del artículo 4° de esta ley;

c) Proponer al Consejo la formulación de las denuncias que correspondieren al Ministerio Público por las infracciones a los mercados de valores y seguros referidas a procedimientos sancionadores de competencia de la Comisión;

d) Velar y fiscalizar el cumplimiento de las resoluciones que emita el Consejo en el marco de los procedimientos sometidos a su conocimiento, y de los fallos que dicten los Tribunales Ordinarios de Justicia en las materias sujetas a supervigilancia de la Comisión;

e) Efectuar la defensa ante los Tribunales Ordinarios de Justicia de las sanciones impuestas por el Consejo; y

f) Colaborar en la detección, investigación y persecución de las responsabilidades por infracciones a las normas que rigen los mercados de valores y seguros, respecto de las materias de su competencia, para colaborar en el cumplimiento, por parte de la Comisión, de las obligaciones contenidas en convenios o memorándum de entendimiento referidos en la letra o) del artículo 20;

Artículo 25.- El Fiscal deberá recibir las denuncias que formulen particulares respecto de actos que puedan importar infracción a la normativa bajo supervigilancia de la Comisión, sin perjuicio de remitir a las autoridades competentes aquellas que deban ser conocidas por otros organismos en razón de su naturaleza. Para determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, el Fiscal podrá solicitar, dentro del plazo de 60 días de recibida la denuncia, antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que pudiere tener conocimiento del hecho denunciado. La entrega de antecedentes y la prestación de declaración señaladas previamente serán siempre voluntarias, y no se aplicará lo dispuesto en el artículo 36 del presente decreto ley.

Párrafo 3°

Del Personal de la Comisión de Valores y Seguros
Artículo 26.- Al personal de la Comisión le serán aplicables las normas de remuneraciones y otros beneficios pecuniarios y previsionales que actualmente rigen al personal de la Superintendencia de Valores y Seguros, incluyendo las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 8, 9, 12 y 13 de la ley N° 20.212, en el artículo 17 de la ley 
N° 18.091 y en el artículo 5° de la ley N° 19.528, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

El Consejo gozará de la más amplia libertad para el nombramiento y remoción del personal, con entera independencia de toda otra autoridad, salvo lo establecido en el artículo 22 respecto del Fiscal.

Artículo 27.- El Consejo podrá celebrar contratos de prestación de servicios a honorarios para la ejecución de labores específicas, de acuerdo a sus disponibilidades presupuestarias. Las personas así contratadas no tendrán, en caso alguno, la calidad jurídica de empleados de la Comisión, pero les serán aplicables las normas sobre probidad administrativa contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo 28.- Las personas que a cualquier título presten servicios en la Comisión estarán obligadas a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de las personas o entidades sujetas a la fiscalización de ella, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal.
Se entenderá, para todos los efectos legales, que tienen el carácter de reservados los documentos a los cuales la Comisión acceda en el ejercicio de sus funciones de fiscalización, y aquellos cuya divulgación pueda afectar los derechos a la intimidad, comerciales o económicos de estos últimos, en la medida que ninguno de ellos tenga el carácter de público.
Lo dispuesto en los incisos anteriores no obstará a que el Consejo pueda difundir o hacer difundir por las personas y medios que determine, la información o documentación relativa a los sujetos fiscalizados con el fin de velar por la fe pública o por el interés de los accionistas, inversionistas y asegurados, o los incorpore en documentos que den cuenta de actos o resoluciones para cuya dictación hayan servido de fundamento, incluyendo los procesos sancionatorios realizados en conformidad al Título IV de esta ley.

Artículo 29.- El personal de la Comisión no podrá prestar servicios profesionales a las personas o entidades sometidas a su fiscalización durante su permanencia en los cargos y hasta transcurridos seis meses del término de sus funciones.

Artículo 30.- En asuntos civiles, las aseveraciones de los funcionarios de la Comisión designados como fiscalizadores, sobre los hechos constatados en el ejercicio de sus funciones y en la verificación de infracciones, se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica y se les podrá otorgar el carácter de plena prueba.

Párrafo 4°

Del Presupuesto
Artículo 31.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, los recursos necesarios para el funcionamiento de la Comisión. Para estos efectos, el Presidente de la Comisión comunicará al Ministro de Hacienda las necesidades presupuestarias de la Comisión dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público. En materia de información financiera, presupuestaria y contable, la Comisión se regirá por las disposiciones de la Ley de Administración Financiera del Estado.

Además de los recursos que se le asignen en la Ley de Presupuestos, el patrimonio de la Comisión está integrado por los bienes señalados en el artículo 5°.

Artículo 32.- La Comisión estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus entradas y gastos.

Párrafo 5°

Del Cobro de Derechos
Artículo 33.- Las personas, instituciones y entidades que deban inscribirse en los registros que al efecto lleva la Comisión o depositar antecedentes en dichos registros, obtener aprobaciones, o que soliciten certificaciones, pagarán los derechos que se indican a continuación, expresados en unidades de fomento:

a) Derechos por inscripción en los Registros que lleva la Comisión: El monto por inscripción en el Registro de Valores y en el Registro de Valores Extranjeros será fijo, por el equivalente a 20 unidades de fomento.

No obstante lo anterior, las inscripciones en el Registro de Valores Extranjeros, de valores de igual naturaleza y provenientes de un mismo mercado de otro país, que sean presentadas por un mismo patrocinador en virtud de lo dispuesto en el Título XXIV de la ley N° 18.045 bajo una determinada modalidad de transacción, quedarán afectas al pago de derechos por un monto máximo de 500 unidades de fomento, ya sea que correspondan a solicitudes de inscripción simultáneas o presentadas en distintas oportunidades. A estas solicitudes de inscripción no les resultará aplicable lo dispuesto en el párrafo quinto de esta letra.

El monto por inscripción en otros Registros será fijo, por el equivalente a 10 unidades de fomento. Sin perjuicio del monto señalado en el inciso primero de esta letra, las emisiones de valores pagarán adicionalmente un derecho, de un 0,5 por mil del capital involucrado en la operación con un tope máximo de 200 unidades de fomento.

b) Anotaciones en los Registros: El monto será único y corresponderá a 3 unidades de fomento por cada anotación que se practique.

c) Derechos por aprobaciones y autorizaciones de reglamentos bursátiles o de depósito y custodia de valores y por aprobación de normas de funcionamiento de sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros y sus modificaciones: El monto será único y por el equivalente a 30 unidades de fomento.

d) Derechos por aprobaciones, autorizaciones y depósitos de Reglamentos Internos y contratos de fondos autorizados por ley: El monto será único y por el equivalente a 15 unidades de fomento.

e) Derechos por aprobaciones de autorizaciones de existencia, reformas de estatutos, fusiones, divisiones, cancelaciones o disoluciones, de entidades sujetas a autorización de la Comisión: El monto será único y por el equivalente a 20 unidades de fomento.

f) Derechos por aprobaciones de contratos y pólizas de seguros: El monto será único y por el equivalente a 6 unidades de fomento.

g) Derechos por certificaciones que consten en los Registros: Las certificaciones que se otorguen por las inscripciones o aprobaciones que otorgue la Comisión y que consten en los registros públicos que las leyes le ordenan llevar, tendrán un valor equivalente a 0,2 unidades de fomento por cada copia.

No procederá el cobro de una certificación cuando ella se expida con ocasión de haberse realizado un registro u otorgado una aprobación que hubiere pagado derechos.

h) Derechos por modificaciones relacionadas a las letras c), d) y f): El monto será único y por el equivalente a la mitad de las unidades de fomento señaladas en esas letras.

Artículo 34.- Los derechos fijados en el artículo anterior serán pagados en las oficinas de la Comisión o por medios electrónicos habilitados al momento de obtener la correspondiente inscripción, depósito, aprobación o certificación, en su caso, según el valor que haya tenido la unidad de fomento al último día hábil del mes anterior a aquél en que se realiza el pago.

Artículo 35.- Los derechos que perciba y cobre la Comisión serán a beneficio fiscal y no formarán parte de su presupuesto anual.”.

10) Reenumérese el actual artículo 26, pasando a ser artículo 36, y así sucesivamente.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 26, que ha pasado a ser artículo 36:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o el Fiscal, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “letras d) y g)” por la frase “letras d) y h)”.

c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “este organismo” por la frase “la Comisión”.

d) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o el Fiscal, en su caso,”.

e) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “letra h)” por la frase “letra i)”.

f) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o ante el Fiscal”.

g) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “Superintendencia, podrá ser” por la frase “Comisión, será”.

h) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el departamento” por la frase “la comuna”.

i) Reemplázase, en el inciso quinto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 27, que ha pasado a ser artículo 37:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece;

b) Reemplázase, en el numeral 2), la palabra “tres” por “cinco”,

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “inspectores de cuentas”, la frase “, empresas de auditoría externa”.

d) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las dos veces que aparece.

f) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación de la frase “inspectores de cuentas”, la frase “, empresas de auditoría externa”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 28, que ha pasado a ser artículo 38: 

a) Elimínase la frase “pero sujetas a la fiscalización o supervisión de la Superintendencia,”.

b) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 29, que ha pasado a ser artículo 39:

a) Reemplázase el guarismo “27” por “37”.

b) Reemplázase el guarismo “28” por “38”.

c) Reemplázase la frase “Superintendencia, a su elección” por la frase “Comisión, por resolución fundada”.

15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 30, que ha pasado a ser artículo 40:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “el Superintendente” por la frase “el Consejo, con sujeción al procedimiento establecido en el Título IV,”.

b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Elimínase, en el inciso primero, la frase “mediante el envío de carta certificada”.

d) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto.

16) Elimínense los actuales artículos 31 al 37.

17) Intercálese, entre el actual artículo 30, que ha pasado a ser artículo 40 y el actual Título IV, que pasa a ser Título V, el siguiente Título IV, nuevo, modificándose la numeración correlativa de los artículos subsiguientes:

“TÍTULO IV
Procedimiento Sancionador

Párrafo 1°

Normas Comunes
Artículo 41.- El procedimiento sancionador ante la Comisión deberá admitir la participación de las partes e interesados en éste, con las facultades para presentar alegaciones, defensas, aportar documentos u otros elementos de juicio y a actuar debidamente representado por un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión durante toda su tramitación.

El procedimiento deberá desarrollarse con sencillez y eficacia, de manera tal que sólo sean exigibles las formalidades tendientes a dejar constancia de lo indispensable y de modo de evitar perjuicios a las partes o interesados.

La Comisión podrá siempre de oficio o a petición de parte subsanar los defectos o vicios de procedimiento que note en la sustanciación de un procedimiento, siendo inválidos sólo aquéllos que recaen en requisitos esenciales o de tal entidad que generan perjuicio irreparable a las partes o interesados.

Artículo 42.- Los plazos establecidos en esta ley y los que se fijen por el Consejo en la sustanciación de un procedimiento, podrán ser prorrogados, por una sola vez y hasta por igual período, en la medida que así lo exija el procedimiento o las partes o interesados lo soliciten antes del vencimiento de dicho plazo.

El procedimiento sancionador tendrá una duración máxima de 6 meses contados desde la formulación de cargos, a menos que su prórroga resultara necesaria para la acertada resolución del caso y ésta se decrete con acuerdo del Consejo, previo requerimiento del Fiscal o de una de las partes interesadas realizado con no menos de 15 días de anterioridad al vencimiento del plazo indicado.

Artículo 43.- La notificación de todos los actos que se dicten en la sustanciación de un procedimiento sancionador se hará conforme las disposiciones del artículo 65 de este cuerpo legal.

Artículo 44.- Se considerarán interesados en el procedimiento sancionador a quienes lo promuevan mediante el aporte a la Comisión de antecedentes que conduzcan a la acreditación de una conducta infraccional que los perjudique y a la determinación de sus responsables. Los antecedentes proporcionados deberán ser precisos, veraces y comprobables.

Los interesados podrán actuar por medio de apoderados, entendiéndose que éstos tienen todas las facultades necesarias para la prosecución del procedimiento sancionador, salvo manifestación expresa en contrario.

El poder deberá constar en escritura pública o instrumento público otorgado en el extranjero de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, o en instrumento privado suscrito ante Notario.

Artículo 45.- En caso que la persona objeto de cargos fuere válidamente notificada por la Comisión y no compareciere dentro de plazo, personalmente o por apoderado, será declarada rebelde. Tal declaración producirá como efecto que las resoluciones que se dicten durante el procedimiento se entenderán notificadas a su respecto desde la fecha de su dictación.

Párrafo 2°

Procedimiento General. Actuaciones Previas e Inicio del Procedimiento
Artículo 46.- Cuando el Fiscal constatare alguna posible infracción a la normativa bajo supervigilancia de la Comisión, como resultado de la investigación de los hechos puestos en su conocimiento por particulares, por las unidades dependientes de la Comisión, o de los antecedentes recopilados de oficio, dictará el Auto de Iniciación y Calificación de Hechos, en adelante el “Auto de Iniciación”. En caso que, habiendo una investigación en curso, el Fiscal decida no dar inicio al procedimiento, el informe fundado de las razones para tal decisión deberá ser remitido al Consejo y a los particulares que hubieren puesto en conocimiento de la Comisión las posibles infracciones. El Consejo podrá solicitar al Fiscal la ampliación del informe antes señalado o presentación de antecedentes adicionales que justifiquen dicha decisión.

Artículo 47.- El Auto de Iniciación deberá contener un informe fundado que explique las razones de su decisión. El Fiscal deberá, además, emitir un oficio que hará las veces de auto cabeza de proceso y por el cual se formularán cargos al o a los presuntos responsables de la infracción, quienes se considerarán como partes del procedimiento desde la notificación de los mismos. El oficio de cargos contendrá la descripción de los hechos verificados y de cómo éstos constan y se han acreditado, además de la indicación de cómo y por qué tales hechos se consideran contrarios a las normas sujetas a la fiscalización de la Comisión, indicando la norma infringida y la o las personas que se consideran responsables de la infracción, señalando la participación que les imputa en ella.

Artículo 48.- Una vez dictado el Auto de Iniciación y emitido el oficio de cargos, se dará traslado del mismo a la o las personas objeto de los citados cargos mediante notificación por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65. En el oficio de cargos se comunicará el procedimiento aplicable, se hará mención a la facultad de adjuntar pruebas en su defensa y se fijará un plazo para la formulación de descargos, el cual no podrá ser inferior a catorce días, salvo que el Consejo hubiere fijado plazos inferiores para determinados tipos de infracciones, en atención a la menor complejidad para efectuar los descargos.

Si el procedimiento se hubiere iniciado por denuncia particular, también se dará traslado al o los reclamantes o denunciantes, quienes tendrán la calidad de interesados en el procedimiento desde ese momento, y podrán participar en calidad de coadyuvantes en la sustanciación del mismo.

Las partes podrán actuar por medio de apoderados, entendiéndose que éstos tienen todas las facultades necesarias para la prosecución del procedimiento sancionador, salvo manifestación expresa en contrario.

El poder deberá constar en escritura pública o instrumento público otorgado en el extranjero de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, o en instrumento privado suscrito ante Notario.

Artículo 49.- En los descargos se deberán señalar todas las circunstancias o antecedentes de hecho y de derecho que eximen o atenúan la responsabilidad de la o las personas objeto de cargos, así como aquellas que nieguen la efectiva ocurrencia de los hechos o los ilícitos o que demuestren que los hechos no constituyen contravención legal. Ello será sin perjuicio de otras presentaciones o antecedentes posteriores que se hagan valer en el curso del procedimiento con el mismo objeto.

Artículo 50.- Presentados los descargos, el Fiscal podrá decretar la apertura de un término probatorio por un plazo que se fijará según la naturaleza del asunto que se trate o la necesidad de prueba así lo aconseje. Con todo, dicho plazo no podrá ser inferior a 10 días ni exceder de 30 días prorrogables de oficio o a petición de parte o interesado por una sola vez y hasta por igual período. Se deberá notificar, por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65, a todas las partes e interesados la práctica de diligencias probatorias que se decreten en el procedimiento.

Artículo 51.- Durante el procedimiento, las partes e interesados pondrán valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho que sea procedente y conducente verificar la efectividad de sus alegaciones.

Artículo 52.- Una vez vencido el término probatorio, el Fiscal podrá decretar de oficio o a solicitud de las partes o interesados las diligencias o medidas para mejor resolver que se estimen estrictamente necesarias para la recta resolución del caso. La disposición de tales medidas será notificada a las partes e interesados, salvo que por su naturaleza o los fines del procedimiento ello resultara improcedente, considerándose ello como razón suficiente para la prórroga del procedimiento.

Realizados todos los actos de instrucción del procedimiento, vencido el término probatorio o llevadas a cabo las diligencias para mejor resolver que se hayan decretado, el Fiscal remitirá al Consejo el expediente del proceso, informando el estado del proceso y su opinión fundada acerca de la procedencia o no de la infracción imputada en los cargos al tenor de lo establecido en el procedimiento respecto de cada una de las personas objeto de cargos. La remisión del expediente y del informe del Fiscal será notificada a las partes e interesados por alguno de los medios señalados en las letras a) o d) del artículo 65.

Artículo 53.- El Consejo pondrá término al procedimiento mediante la dictación de una resolución fundada, dictada dentro del plazo de 75 días contado desde el término del plazo indicado en el artículo 42 o de la renovación del mismo, adoptada por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la cual deberá contener un análisis de todas las defensas, alegaciones y pruebas formuladas en el procedimiento, determinar si ha existido infracción a la normativa aplicable en conformidad a ellas, decidir si la persona objeto de cargos resulta responsable de la misma, indicando su participación en los hechos y la sanción de que se hace merecedora, en caso que correspondiere, señalando los recursos que procedieren en contra de la misma de conformidad a lo dispuesto en el Título V de este decreto ley.

Artículo 54.- La notificación de la resolución definitiva del procedimiento se hará por carta certificada que se remitirá a todas las partes e interesados que hayan intervenido en el procedimiento.

Párrafo 3°

Procedimiento Simplificado
Artículo 55.- Si los hechos presuntamente infraccionales fueren de menor entidad, serán sometidos por el Fiscal a un procedimiento simplificado. Para estos efectos, el Consejo determinará previamente, mediante instrucción de carácter general, aquellas infracciones que podrán ser sometidas a este procedimiento, así como las rebajas máximas y mínimas en las sanciones que les sean aplicables, estableciendo un rango dentro del cual pueda el Fiscal hacer el requerimiento y el Consejo fijar la sanción.

Artículo 56.- Recabada la información acerca de una infracción que pudiere ser sometida al procedimiento simplificado, el Fiscal requerirá al supuesto infractor para que admita su responsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento. Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el Fiscal informará la sanción que requerirá al Consejo para el evento de que el supuesto infractor admitiere su responsabilidad. Si el supuesto infractor admitiere su responsabilidad en el hecho, el Fiscal remitirá al Consejo el requerimiento y la admisión de los hechos, junto a su opinión fundada acerca de la procedencia de la infracción imputada. En estos casos, el Consejo no podrá imponer una sanción superior a la que haya sido previamente establecida como sanción máxima en virtud de la instrucción referida en el artículo anterior.

Si el supuesto infractor no admitiere su responsabilidad en los hechos que se le imputan, el Fiscal lo someterá al procedimiento simplificado.

Artículo 57.- El procedimiento simplificado se regirá por las siguientes normas especiales:

a) Dictado el Auto de Iniciación y emitido el oficio de cargos, se dará traslado del mismo a la o las personas objeto de los citados cargos mediante notificación practicada según lo señalado en la letra a) del artículo 65;

b) El plazo para la formulación de descargos, fijado en el oficio de cargos, no podrá ser inferior a siete días; y

c) Presentados los descargos, el Fiscal podrá decretar la apertura de un término probatorio por un plazo no superior a quince días, el que se fijará según la naturaleza del asunto que se trate o la necesidad de prueba. Con todo, dicho plazo podrá ser prorrogable de oficio o a petición de parte o interesado, por una sola vez y hasta por igual período. Se deberá notificar, mediante notificación practicada según lo señalado en la letra a) del artículo 65, a todas las partes e interesados, la práctica de diligencias probatorias que se decreten en el procedimiento.

En lo no regulado expresamente en este artículo, el procedimiento simplificado se regirá, en su tramitación, por las mismas normas del procedimiento general.

Artículo 58.- Si de los antecedentes expuestos durante la tramitación del procedimiento simplificado, se estimare que dada la naturaleza o gravedad de la infracción, es necesario que se tramite conforme al procedimiento general, el Fiscal podrá decretar la sustitución del procedimiento, con acuerdo del Consejo.

Párrafo 4°

Auto denuncia
Artículo 59.- El que cometa una infracción sancionable por la Comisión, podrá acceder a una reducción de entre un 20% y un 50% de la sanción pecuniaria aplicable cuando aporte a la Comisión antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta.

Para acceder este beneficio, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:

1) Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un Auto de Iniciación;

2) Abstenerse de divulgar la solicitud de este beneficio hasta que se haya emitido la resolución sancionatoria u ordenado archivar los antecedentes del caso; y

3) Haber puesto fin a su participación en la conducta inmediatamente antes de presentar su solicitud.

Los demás responsables de la infracción que se denuncia no podrán acceder a este beneficio, a menos que aporten antecedentes adicionales a los ya presentados por quien se autodenuncia, y sólo por hasta un 30% de la sanción pecuniaria aplicable.

Quien solicite este beneficio a sabiendas que se basa en antecedentes falsos o fraudulentos, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo 210 del Código Penal.

Párrafo 5°

Disposiciones Generales
Artículo 60.- Si la sanción aplicada por el Consejo consistiere en una multa, y ésta no fuere pagada y hubiere quedado exigible por haber transcurrido el plazo para reclamar de ella o por existir sentencia ejecutoriada rechazando el reclamo, la Comisión podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras de turno en lo civil de Santiago, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil.

En este juicio, el demandado no podrá oponer otras excepciones que la de prescripción, la de no empecerle el título y la de pago. En este último caso deberá ser siempre condenado en costas, a menos que probare haber ingresado en tiempo a la Comisión los comprobantes de pago de la multa.

Artículo 61.- De toda multa aplicada a una sociedad o a sus directores o liquidadores, responderán solidariamente los directores o liquidadores que concurrieron con su voto favorable a los acuerdos que motivan la sanción.

Artículo 62.- El Consejo no podrá sancionar a un infractor luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho constitutivo de una infracción o de ocurrir la omisión sancionada.

El plazo establecido en el inciso primero se entenderá interrumpido por:

a) Un plazo máximo de seis meses contado desde la fecha en que la Comisión reciba un reclamo o denuncia referidos a hechos que pudieren ser constitutivos de infracción; y

b) El inicio de un proceso sancionatorio, a partir de la fecha de notificación de los respectivos cargos.

La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de dos años contado desde que se hizo exigible, conforme a lo establecido en el artículo 60 de esta ley.

Artículo 63.- El retardo en el pago de toda multa que aplique la Comisión, en conformidad a la ley, devengará, desde que se hizo exigible, los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si la multa no fuera procedente y, no obstante, hubiese sido enterada en arcas fiscales, la Comisión o el juzgado respectivo, según corresponda, deberá ordenar se devuelva debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.

Artículo 64.- Las normas establecidas en los artículos precedentes se aplicarán en todos los casos en que la Comisión sancione con multa a las personas o entidades fiscalizadas.

Artículo 65.- Los términos de días que establece el presente decreto ley se entenderán de días hábiles, a menos que se exprese lo contrario. Para estos efectos se entenderá que no son hábiles los días sábados, domingos y festivos. De la misma forma se contarán los plazos que otorgue la Comisión.

Las notificaciones se harán:

a) Por escrito, mediante carta certificada dirigida al domicilio que el fiscalizado o interesado hubiere designado en su primera presentación o con posterioridad. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de Correos;

b) De modo personal, previo acuerdo del fiscalizado o interesado, por medio de un empleado de la Comisión, quien dejará copia íntegra del acto o resolución que se notifica en el domicilio del interesado o fiscalizado, dejando constancia de tal hecho;

c) En las oficinas de la Comisión, si el interesado o fiscalizado se encontrare en ellas, debiendo entregársele copia del acto o resolución que se le notifica, si así lo requiriese, firmando la debida recepción; o

d) Por medios electrónicos, en cuyo caso deberá suscribirse mediante firma electrónica avanzada, comenzando a correr los plazos a que ella se refiera el día siguiente hábil de despachada por la Comisión.

Aún cuando no hubiere sido practicada notificación alguna o la que existiere fuere viciada, se entenderá el acto debidamente notificado si el interesado o fiscalizado a quien afectare, hiciere cualquier gestión, con posterioridad al acto, que suponga necesariamente su conocimiento, sin haber reclamado previamente de su falta o nulidad.

Artículo 66.- Las disposiciones del presente decreto ley primarán sobre las establecidas en los estatutos de las personas o entidades sujetas a la fiscalización de la Comisión.”
18) Reemplázase, en el actual artículo 39, que ha pasado a ser artículo 68, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”;

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 40, que ha pasado a ser artículo 69:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase que comienza con la palabra “Superintendencia” y termina con la frase “sucesora legal” por la siguiente: “Comisión de Valores y Seguros a que se refiere este decreto ley será la sucesora legal de la Superintendencia de Valores y Seguros, y”;

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase que sigue a la palabra “respectivamente,” hasta el punto final, por la siguiente: “a la Comisión de Valores y Seguros, al Consejo o a su Presidente, según el contexto”.

20) Reemplázase, en el actual artículo 41, que ha pasado a ser artículo 70, la frase “Superintendente de Valores y Seguros” por “Presidente de la Comisión de Valores y Seguros”;

21) Reemplázase, en el actual artículo 44, que ha pasado a ser artículo 72, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 45, que ha pasado a ser artículo 73:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “el Superintendente cuando a consecuencia de un acto administrativo de la Superintendencia, se resuelva una petición y”, por la frase “el Consejo contra los actos administrativos y sanciones de la Comisión,”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva resolución y la Superintendencia”, por la frase “del respectivo acto o resolución y el Consejo”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “y el plazo para reclamar contra la aplicación de una multa o de su monto de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30”.

23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el actual artículo 46, que ha pasado a ser artículo 74:

a) Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”, las cuatro veces que aparece. 

b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la frase “desde la notificación”, la frase “o publicación”.

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “de la letra e) del artículo 4° y en los números 3 de los artículos 27 y 28” por la frase “de la letra f) del artículo 4° y en los números 3 de los artículos 37 y 38”.

24) Intercálese el siguiente artículo 75 nuevo, pasando el actual artículo 47, a ser artículo 76:

“Artículo 75.- Las sanciones aplicadas por la Comisión podrán ser reclamadas ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación de la resolución que impuso la sanción. Dichas reclamaciones gozarán de preferencia para su vista y fallo.

Si la Corte de Apelaciones declarare admisible la reclamación, dará traslado de ella por 6 días a la Comisión, notificándole esta resolución por oficio.

Evacuado el traslado por la Comisión, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. .

La sentencia que rechace la acción será susceptible de apelación ante la Corte Suprema, recurso que deberá interponerse en el plazo de 10 días desde su notificación y gozará de preferencia para su vista y fallo. 

Deducida la acción oportunamente, se suspenderán los efectos de la resolución que impuso la sanción y el transcurso del plazo para el pago de la multa, hasta que ésta sea resuelta por resolución ejecutoriada.

En su decisión, la Corte podrá dejar la sanción sin efecto, confirmarla o modificarla, si así surgiere de los antecedentes puestos en su conocimiento.”.

25) Reemplácense los artículos 1 al 5 transitorios, por los siguientes: 

“Artículo 1.- El Presidente de la República deberá, con a lo menos dos meses de anterioridad a la fecha de inicio de las funciones de la Comisión, designar, en la forma prevista en el artículo 8° de esta ley, al Presidente de la Comisión y los demás comisionados.

El primer Presidente de la Comisión durará en su cargo hasta los noventa días siguientes al final del mandato del Presidente de la República que lo designe, salvo que concurra alguna de las causales de cesación en sus funciones establecidas en esta ley, o sea revocado su nombramiento por el Presidente de la República.
Para el primer nombramiento de los demás comisionados, y para los efectos de la renovación alternada y por parcialidades de los mismos a que se refiere la letra b) del artículo 8°, en la propuesta que efectúe el Presidente de la República al Senado presentará a dos de los candidatos con una duración en sus cargos de tres años a contar de la fecha de su nombramiento, y a los otros dos con una duración en sus cargos de seis años a contar de la fecha de su nombramiento, sin perjuicio que podrán ser designados por hasta un nuevo período adicional. Lo anterior deberá quedar así también consignado en el primer decreto de nombramiento.

Artículo 2.- El Consejo deberá dictar un Reglamento Interno de Funcionamiento en el plazo de 60 días desde la fecha de inicio de sus funciones.

Artículo 3.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Determinar la fecha de iniciación de actividades de la Comisión de Valores y Seguros, la que no podrá exceder de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, contemplándose un período para su implementación. Además, determinará la fecha de supresión de la Superintendencia de Valores y Seguros, estableciendo el destino de sus recursos.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Superintendencia de Valores y Seguros hacia la Comisión de Valores y Seguros. Con todo, los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren prestando labores en la Superintendencia de Valores y Seguros continuarán prestando labores en la Comisión de Valores y Seguros en los mismos términos y condiciones.
El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones:

1) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso.
2) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República dictará las normas necesarias para determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, cuando corresponda.
3) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

4) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Los funcionarios conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo 4.- Los procedimientos sancionatorios iniciados con anterioridad a la fecha de iniciación de actividades de la Comisión que fije el Presidente de la República, seguirán tramitándose conforme a las normas vigentes a la fecha de iniciación de los mismos.

Artículo 5.- Increméntase la dotación máxima de la Comisión de Valores y Seguros, a contar de la fecha de iniciación de actividades de la Comisión de Valores y Seguros, en 16 cupos.”.

26) Incorpórese el siguiente artículo 6° transitorio, nuevo:
“Artículo 6.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Comisión de Valores y Seguros y transferirá a ella los fondos de la Superintendencia de Valores y Seguros, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.


Dios Guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; PATRICIA PÉREZ GOLDBERG, Ministra de Justicia.”
Informe Financiero
Proyecto de ley de transformación de la Superintendencia de Valores y Seguros

en Comisión de Valores y Seguros
Mensaje N° 011-361
I. ANTECEDENTES.


El proyecto de ley introduce modificaciones en la Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, el D.L. N° 3538 de 1980 y en el artículo 7° del D.L. N° 1.078 de 1975, proponiendo, en lo principal, un cambio a su estructura institucional desde un gobierno unipersonal al de una Comisión, regida por una estructura colegiada, manteniendo la condición de servicio público descentralizado y especializado, buscando de esa forma, conformar un gobierno corporativo e institucionalidad que dé mayor garantía de objetividad, eficiencia y oportunidad en las decisiones que adopta.


Se crea por tanto la Comisión de Valores y Seguros (CSV) como una institución autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio, la cual estará compuesta por cinco integrantes, que conformarán el Consejo (el Presidente de la Comisión y Cuatro Comisionados) al que le corresponderá la dirección, administración superior y la aplicación de sanciones.


Se separan las funciones de investigación formulación de cargos, de la adopción de decisiones de sanción o absolución de una determinada conducta, que en la actualidad concurren todas en el Superintendente, creándose una unidad especializada que será la encargada de llevar a cabo los procesos de investigación y levantamientos de cargos, a cargo de un Fiscal. Asimismo, tendrá la responsabilidad de llevar a cabo la defensa judicial de las sanciones impuestas por la Comisión ante reclamaciones formuladas por los sancionados en los tribunales de justicia.


Respecto al nombramiento de los miembros de la Comisión, su Presidente será designado por el Presidente de la República y durará en su cargo hasta los noventa días siguientes al término del período de éste. De la misma forma, serán designados los cuatro Comisionados, con la salvedad que lo harán previo acuerdo de los cuatro séptimos de los miembro en el ejercicio del Senado. Los Comisionados durarán en su cargo seis años, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período consecutivo, por pares, cada tres años. En relación al Fiscal, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 22° de la Ley, será nombrado por el Consejo mediante el proceso de selección de los altos directivos públicos y durará en su cargo por seis años pudiendo renovarse por un período consecutivo.


En relación a las atribuciones de la Comisión, según lo señalado en Artículo 4° de la Ley, corresponderá que las ejerza conforme el Reglamento Interno de Funcionamiento del Consejo, que será dictado y modificado por este mismo, de acuerdo a lo establecido en Artículo 20°, letra I).


El proyecto de ley además, profundiza los estándares de transparencia y rendición de cuentas aplicables a esta entidad fiscalizadora, explicitando el deber de publicar las normas a ser emitidas en consulta pública e incluir estudios que avalen su aplicación, cuando ello sea posible.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


Para cumplir con el mandato que importa la aprobación del proyecto de ley, se ha estimado un aumento total de 16 cargos, contemplando la creación del Consejo, la Unidad Especializada de Investigación y el reforzamiento de las Divisiones de Regulación de Seguros y Valores, como se detalla a continuación:


-Comité Directivo: el Consejo contará con 4 Comisionados, de acuerdo al artículo 8° letra a) y b). El cargo del Presidente de la Comisión será asumido por el Superintendente.


-Unidad Especializada de Investigación: esta unidad requerirá de 1 Fiscal que tendrá la calidad de Abogado Sénior, 3 Abogados, y 2 Analistas Financieros, de acuerdo a artículo 22° de la Ley.


-División de Regulación de Seguros y de Valores: re reforzarán, respectivamente, con 1 Jefe de Análisis del Impacto Regulatorio y 2 Analistas Financieros, para la evaluación del impacto regulatorio de la nueva normativa y su publicación en consulta pública, según lo establecido en Art. 20° letra i).


-Asimila remuneraciones del Presidente de la Comisión a la del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.


Considerando lo expuesto precedentemente, se estima un mayor costo de M$ 652.930, de los cuales M$ 637.150 son de carácter permanente, asociados a remuneraciones. Por otra parte, los gastos por una vez totalizan M$ 15.780, los cuales están asociados a la adquisición de mobiliario y equipos computacionales para los nuevos funcionarios.


Respecto del gasto incremental en personal, el detalle es el siguiente:

	Descripción Cargo
	N°
	Mensual (M$)
	Año (M$)

	Profesional 50% G°1
	4
	3.632
	174.350

	Profesional G°5
	2
	4.600
	110.411

	Profesional G°7
	4
	3.246
	155.787

	Profesional G°8
	4
	2.996
	143.822

	Profesional G°11
	2
	2.154
	51.700

	Presidente Comisión
	
	90
	1.080

	Total Gasto
	16
	16.719
	637.150



A continuación se muestra el gasto total por subtitulo:

	Resumen Gasto por Subtítulo (M$)
	Tipo de Gasto
	1° año
	2° año y en régimen

	Subtítulo 21
	Permanente
	637.150
	637.150

	Subtítulo 29
	Por una vez
	15.780
	

	*Mobiliario y Otros
	Por una vez
	2.963
	

	*Equipos Computacionales
	Por una vez
	12.817
	

	Total Costos Anuales
	
	652.930
	637.150



El mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto e la Superintendencia de Valores y Seguros y en lo que no alcanzare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales de la Comisión.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8764-06
	Modifica límite intercomunal entre Vicuña y Paiguano, en la Región de Coquimbo.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispues-


to en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	9012-05
	Reajusta el monto del ingreso mínimo mensual.

	
	



Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8330-15
	Modifica Ley de Fomento a la Marina Mercante, (Decreto Ley N° 3.059 de 1979) y ley sobre Impuesto a la Renta (Decreto Ley N° 824 de 1974), permitiendo que naves mercantes chilenas y extranjeras, puedan realizar cabotaje.

	
	



Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 6°

1) Para incorporar un nuevo numeral 2), pasando el actual 2), a ser N° 3):

“2) Reemplázase el artículo 202°, por el siguiente:

“Artículo 202°.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:

1º Haber contraído matrimonio,

2º Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante; 

3° Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio, y

4° Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.

Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aún en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.”.

ARTÍCULO 13, NUEVO

2) Para intercalar el siguiente artículo 13, nuevo, modificándose la numeración correlativa subsiguiente: 

“Artículo 13.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3500, de 1980. En materia de salud se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materias de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley N° 16.744, con relación a dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre estatuto del personal de la Policía de Investigaciones de Chile, continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.”.

AL ARTÍCULO 8° TRANSITORIO


3) Para agregar a continuación de las palabras “de esta ley”, la siguiente oración, pasando el actual punto aparte (.) que le sigue, a ser punto seguido (.):


“Esta planilla suplementaria se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios involucrados, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.”. 


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ANDRÉS CHADWICK PIÑERA, Ministro del Interior y Seguridad Pública; RODRIGO HINZPETER KIRBERG, Ministro de Defensa Nacional; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo y Previsión Social.”
6. Moción de los señores diputados Espinoza, don Fidel, De Urresti, Kort, Lorenzini, Rincón, Schilling, y de las diputadas señoras Muñoz, doña Adriana; Pacheco, doña Clemira; Saa, doña María Antonieta y Sepúlveda, doña Alejandra.


Modifica la ley N° 19.620, sobre adopción de menores, en relación con los guardadores y familias de acogida (Boletín N° 9013-18)

“1. Fundamentos. La actual legislación sobre adopción señala entre sus lineamientos y objetivos que “La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del adoptado, y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen”.

En este contexto es que para cumplir con tales objetivos el SENAME desarrolla el Programa de Familias de Acogida que “forman parte del compromiso de Estado de Chile de brindar asistencia y protección a niños, niñas y adolescentes privados de cuidados parentales” las que producto de vulneración de los derechos de los niños, se ha considerado judicialmente apropiado separarlos transitoriamente de su grupo familiar de origen e integrarlos a un grupo familiar alternativo. Las familias de acogida pueden provenir de la red familiar extensa del niño, es decir, familiares con vínculo de parentesco o personas naturales consideradas idóneas que sin tener ningún vinculo biológico o parentesco con el niño o niña, demuestran su solidaridad y están dispuestas a cuidar, querer y hacer una aporte a la vida de un niño o niña que lo necesita.

Sin embargo, en nuestra realidad social por regla general las familias de acogida representan una multiplicidad de realidades socio económicas, cuentan con capacidades y competencias para acoger a menores de manera adecuada a sus necesidades la mayoría de las veces cumplen su labor desinteresada entregando al menor a las familias que determine la justicia, según sea el caso. Sin embargo, es un hecho público y notorio que en otros casos el fortalecimiento afectivo y las relaciones entre el guardador y el menor sometido a su cuidado también pueden dar lugar a una relación estrecha cuya terminación puede dar lugar a un grave menoscabo espiritual tanto para el niño como los que lo han tenido bajo su cuidado. Aquí surge precisamente la necesidad de revisar la actual regulación, mas si tenemos presente que una interpretación rígida no refleja en ningún caso el espíritu de la ley, que es precisamente el interés superior del niño que fluye de la Convención de los Derechos del Niño.

2. Ideas matrices. El presente proyecto de ley tiene por objeto restringir posibles interpretaciones que impidan que las personas que participen de los programas de familias de acogida puedan postular a la adopción de los menores a su cuidado en aquellos casos excepcionales en que el vinculo afectivo entre el niño o niña y sus guardadores sea debidamente comprobado por el juez, y se acredite además que la eventual separación pueda producir un grave menoscabo espiritual al menor afectando su interés superior.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Art. Único. Agréguese el siguiente inciso final en el artículo 20 de la ley núm. 19.620 del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo anterior, podrá otorgarse la adopción a guardadores o integrantes de familias de acogida, en aquellos casos que el juez compruebe la existencia de un vínculo afectivo entre éstos y el menor sometido a su cuidado, y asimismo, compruebe que la separación produce un grave menoscabo al menor afectando su interés superior. En estos casos tampoco será exigible el mínimo de duración del matrimonio a que se refieren los incisos precedentes”.

7. Oficio de la Excma. Corte Suprema.


“Oficio N' 90-2013


Informe Proyecto de Ley 26-2013


Antecedente: Boletín N° 8974-06.


Santiago, 2 de julio de 2013.

Por Oficio N° 10.768, de 5 de junio último, el señor Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados ha requerido de esta Corte Suprema se evacúe el informe a que se refieren los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 5° de la Ley 20.379 que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e Institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a La Infancia “Chile Crece Contigo”, correspondiente al Boletín N° 8974-06.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión de 28 de junio último, presidida por el subrogante señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa Egnern Saldías y María Eugenia Sandoval Gouétt. y señor Ricardo Blanco Herrera, acordó comunicar la resolución que se transcribe a continuación:


“Santiago, uno de julio de dos mil trece.


Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por Oficio N° 10.768, de 5 de junio último, el señor Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados ha requerido de esta Corte Suprema se evacúe el informe a que se refieren los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, respecto del proyecto de ley que modifica el artículo 5° de la Ley 20.379 que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e Institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a La Infancia “Chile Crece Contigo”, correspondiente al Boletín N° 8974-06.

La iniciativa busca modificar el artículo 5° de la Ley N° 20.379 que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e Institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a La Infancia “Chile Crece Contigo”.

Segundo: Que en 2009 esta Corte Suprema informó favorablemente la inclusión del inciso segundo del artículo 5° de lo que entonces fue el Proyecto que culminó con la Ley 
N° 20.379, toda vez que por esa disposición se otorgó competencia a los Juzgados de Policía Local para la imposición de la sanción de multa allí dispuesta y se plantea ahora la modificación de los incisos segundo y tercero de este artículo 5°.

Ahora bien, en la estructura de la ley, publicada el 12 de septiembre de 2009, se contiene el Titulo I que describe y conceptualiza en su Párrafo 1° el Sistema Intersectorial de Protección Social como un modelo de gestión para poner al alcance de la población socioeconómica más vulnerable, los dineros y prestaciones que deben proveer los distintos organismos del Estado, que actúan coordinadamente para ello.

El Párrafo segundo del mismo Título, se refiere a los subsistemas integrantes del Sistema de Interconexión aludido, entre los que se cuenta el de Protección Integral de la Infancia, “Chile Crece Contigo”.

El Párrafo tercero, en el que se inserta el artículo 5° cuya modificación se pretende, está referido a los Instrumentos de Gestión con que cuenta el Sistema Intersectorial que la ley contempla.

En este contexto, el Proyecto consta de dos artículos: 1° y 2°, para modificar, respectivamente, los incisos segundo y tercero del artículo 5° ya citado y ambos aluden a infracciones de tipo administrativo.

En la situación del inciso segundo sólo se aumenta la sanción de multa de 20 a 30 Unidades Tributarias Mensuales y la suspensión del uso de su ficha para estos efectos por hasta dos años y en el caso del inciso tercero, se mantiene la descripción de las obligaciones y prohibiciones impuestas a los funcionarios públicos o municipales, determinándose ahora las sanciones para el evento de vulneración del texto, pero sin señalar qué tribunal es el llamado a conocer de la materia, ni especificar el destinatario de las multas.

Debe advertirse, además, que el inciso primero, que no se modifica, mantiene la denominación de “Ministerio de Planificación” no obstante que en la actualidad debe hacerse la referencia al Ministerio de Desarrollo Social, en armonía con la mención del inciso tercero modificado.

Tercero: Que como se aprecia del texto de las modificaciones, el proyecto de ley que se somete a la consideración de esta Corte Suprema no contiene disposiciones de carácter orgánico, ni de atribución de nuevas competencias en los términos que lo requiere el artículo 77 de la Constitución Política de la República, por lo que no corresponde emitir informe acerca de su contenido.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se omite informar el proyecto de ley que modifica el artículo 5° de la Ley 20.379 que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e Institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a La Infancia “Chile Crece Contigo”
Ofíciese.

PL-26-2013.”
Saluda atentamente a V.S.

(Fdo.): RUBÉN BALLESTEROS CÁRCAMO, Presidente; ROSA MARÍA PINTO EGUSQUIZA, Secretario.”
AL SEÑOR SEGUNDO VICEPRESIDENTE

ROBERTO DELMASTRO NASO

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO

8. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 18 de junio de 2013.


Oficio N° 8.705


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 18 de junio de 2013 en el proceso Rol N° 2195-12-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en los autos sobre reconocimiento de maternidad, bajo el RIT C-3573-2011, RUC 11-2-0484816-7 en tramitación ante el Juzgado de Familia de Pudahuel.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.) HERNÁN VODANIVIC SCHNAKE, Presidente Subrogante; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

CONGRESO NACIONAL

VALPARAÍSO.”
9. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 18 de junio de 2013.


Oficio N° 8.709


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 18 de junio de 2013, en el proceso Rol N° 2.200-12-INA, sobre acción inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal, en los autos sobre reclamación de filiación RIT-C-1777-2011, RUC 11-2-0253184-0 del Juzgado de Familia de Pudahuel.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): HERNÁN VODANIVOC SCHNAKE, Presidente Subrogante; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL SEÑOR

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
10. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 18 de junio de 2013.


Oficio N° 8.712


Remite resolución

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada de fecha 18 de junio de 2013 en el proceso Rol N° 2.250-12-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal, en el marco de los procesos de protección roles acumulados 5051-2012 y 5827-2012, ambos de la Corte de Apelaciones de Santiago.

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): HERNÁN VODANOVIC SCHNAKE, Presidente Subrogante; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.





